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Decide la Sala de Sub-sección el recurso de apelación interpuesto por la parte 

actora, contra la sentencia proferida el 27 de agosto de 2015, por el Tribunal 

Administrativo del Cauca [atendiendo a la prelación para fallo dispuesta por el 



artículo 16 de la Ley 1285 de 2009, teniendo en cuenta que se trata de un caso de 

grave violación de los derechos humanos1], en la que se resolvió denegar las 

pretensiones de la demanda [fls.177 a 188 cp]. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. La demanda 

 

El 12 de marzo de 2010, los señores Jeremías Infante Álvarez, María Nelly Largo 

Guapacha, Luz Adriana, Samuel Nahum y Luis Alberto Infante Largo, Alba Lucía 

Infante Álvarez, Leidy Viviana Largo Guapacha, Claudia Milena Domínguez Ríos, 

en nombre propio y en representación de su hija, Erika Julieth Infante Domínguez, 

mediante apoderado judicial, presentaron demanda de reparación directa prevista, 

con el objeto de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas [fls.37 a 

54 c1]: 

 

“Primero: Que se declare administrativa responsable a la Nación – Ministerio 
de Defensa – Ejército Nacional de todos los perjuicios ocasionados a Jeremías 
Infante Álvarez (…), en calidad de padre, María Nelly Largo Guapacha (…), en 
calidad de madre, Luz Adriana Infante Largo (…),en calidad de hermana, 
Samuel Nahum Infante Largo (…), en calidad de hermano, Alba Lucía Infante 
Álvarez (…), en calidad de hermana, Leidy Viviana Largo Guapacha (…), en 
calidad de hermana, Luis Alberto Infante Largo (…), en calidad de hermano y 
Claudia Milena Domínguez Ríos (…), en nombre propio y en representación 
de su menor hija, Erika Julieth Infante Domínguez, del hoy occiso señor Pedro 
Antonio Infante Largo, como consecuencia de la actuación desplegada por 
miembros de la institución demandada, en hechos ocurridos el pasado 
dieciocho (18) de diciembre del año dos mil siete (2007). 

Segundo: Que como consecuencia obligada de la anterior declaración, se 
condene a la demandada a pagar las siguientes sumas de dinero:  

 Perjuicios Morales. Conforme a pretérito pronunciamiento del Honorable 
Consejo de Estado la valoración del perjuicio moral se tendrá en (1000) un 
Mil Salarios Mínimos Legales Vigentes Mensuales, a cada uno de los 
miembros de la familia, atendiendo los principios de Reparación Integral y 
Equidad que señala el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y por lo que se 
tasará así:  

Familiares de PEDRO ANTONIO INFANTE LARGO: esta compuesta 
por:  

                                                           
1 Ley 1285 de 2009, artículo 16. “Apruébese como artículo nuevo de la Ley 270 De 1996 el 
siguiente: Artículo 63A. Del orden y prelación de turnos. Cuando existan razones de seguridad 
nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional o en el caso de graves 
violaciones de derechos humanos o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de especial 
trascendencia social, Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, 
Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de 
la Judicatura o la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberían ser tramitados 
y fallados preferentemente. Dicha actuación también podrá ser solicitada por el Procurador General 
de la Nación”. 



 Jeremías Infante Álvarez (Padre) 

 María Nelly Largo Guapacha (madre) 

 Luz Adriana Infante Largo (hermana) 

 Samuel Nahum Infante Largo (hermano) 

 Alba Lucía Infante Álvarez (hermana)  

 Leidy Viviana Largo Guapacha (hermana) 

 Luis Alberto Infante Largo (hermana) 

 Claudia Milena Domínguez Ríos (compañera permanente) 

 Erika Julieth Infante Domínguez (hija) 
(…)”.  

 

En escrito de subsanación de la demanda, presentado el 10 de mayo de 2010, se 

relacionaron las pretensiones de los sobrinos menores del señor Pedro Antonio 

Infante Largo, frente a quienes se había otorgado poder por sus representantes, 

pero no fueron incluidos en el escrito de la demanda. 

 

En consecuencia, se solicitó la suma de 100 SMLMV para Oscar Andrés Alvarán 

Infante, Diego Alejandro Alvarán Infante y Camila Andrea Jaramillo Infante.  

 

1.1. Como fundamento de las pretensiones, la parte actora presentó como hechos 

los que a continuación extrae la Sala: 

 

1.1.1. El señor Pedro Antonio Infante Largo se desempeñaba como técnico 

electricista en Santander de Quilichao y en razón de su trabajo, se desplazaba a 

otros municipios como Buenos Aires y Timba, Cauca y Timba, Valle.  

 

1.1.2. El 17 de diciembre de 2007, el señor Infante Largo salió de su casa con 

destino al corregimiento la Ventura, de Timba, Cauca, con el objeto de reparar 

unos electrodomésticos a la señora María Omaira Castrillón de Atehortúa; en el 

camino, se encontró con el señor Yobanino Chocó Ararat, quien estaba varado en 

la vía, procedió a ayudarlo y lo llevó hasta la casa de la señora Castrillón, donde 

ambos pasaron la noche. 

 

1.1.3. A las 4:00 am del día siguiente, los mencionados señores salieron de la 

casa de la señora Castrillón y minutos después fueron dados de baja.  

 

1.1.4. Según los informes militares, los señores Infante y Chocó eran guerrilleros 

de las FARC- EP., el primero identificado como alias J.J. y el segundo como su 

escolta. Al darles muerte, a ambos, les pusieron armas de corte y mediano 

alcance así como granadas.  

 

1.1.5. La señora Castrillón afirmó, en declaración dada ante la Fiscalía, que Pedro 

Antonio Infante y Yobanino Chocó no llevaban armamento al salir de su casa.  



 

2. Actuación procesal en primera instancia. 

 

2.1. El Tribunal Administrativo del Cauca inadmitió la demanda, mediante auto del 

29 de abril de 2010, al encontrar que faltaban algunos requisitos de la misma, 

entre ellos, el poder otorgado por la señora Claudia Milena Domínguez Ríos, en 

nombre propio y en representación de la menor Erika Julieth Infante Domingo [fl. 

60 a 62 c1].  

 

2.2. Subsanada la demanda, por proveído del 1º de julio de 2010, se admitió la 

misma, sin embargo, se rechazó respecto a la señora Claudia Milena Domínguez 

Ríos y la menor Erika Julieth Infante Domínguez, al no haberse aportado el poder 

dentro del término legal [fls. 81 y 82.  c1].  

 

2.3. La Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional contestó la 

demanda y se opuso a la totalidad de las pretensiones al considerar que no existe 

prueba de la responsabilidad de la entidad. [fls.62 a 72 c1] 

 

2.4. El 13 de diciembre de 2011, se abrió a pruebas el proceso [fl. 117 c1] y 

mediante auto del 18 de febrero de 2013, se corrió traslado para alegar de 

conclusión [fl. 124 c1]. 

 

La entidad demandada reiteró que no se encuentra acreditada la responsabilidad 

del Ejército Nacional por los hechos objeto de la demanda. Alegó la excepción de 

caducidad de la acción respecto a los menores Oscar Andrés Alvarán Infante, 

Camila Andrea Jaramillo y Erika Julieth Infante.  

 

El Ministerio Público en esta instancia procesal guardó silencio. 

 

3. Sentencia de primera instancia. 

 

El Tribunal Administrativo del Cauca profirió sentencia denegatoria de las 

pretensiones de la demanda, el 27 de agosto de 2015. 

 

Consideró que no se encontraba acreditada la falla del servicio de la entidad 

demandada puesto que las pruebas indican que los señores Infante y Chocó 

fallecieron en un enfrentamiento armado.  

 

Adujo que, pese a no existir prueba en el proceso sobre la absorción atómica 

respecto del señor Infante, se puede inferir que sí se dio el enfrentamiento armado 



conforme al informe de los hechos y las declaraciones de los militares. Aunado a 

que les fueron encontradas armas de fuego en sus cuerpos.  

 

En virtud de lo anterior, concluyó:  

 

“[E]l hecho de la muerte del señor PEDRO ANTONIO INFANTE 
LARGO, fue consecuencia de los actos de defensa que el grupo de 
militares debió ejercer en contra del grupo de personas, en donde se 
encontraba el fallecido Infante Largo, toda vez que según lo 
evidencian los elementos de prueba arrimados al proceso, aquellos al 
advertir la presencia de los uniformados accionaron (sic) en su contra 
las armas de fuego que portaban, de lo cual se puede establecer a su 
vez, que la unidad militar que participó de manera directa en los 
hechos demandados, no desconoció sus obligaciones constitucionales 
y legales como se refiere en la demanda sino que por el contrario hizo 
un uso legítimo de las armas de dotación a fin de salvaguardar sus 
vidas e integridad personal frente al ataque del que fueron objeto por 
parte del citado grupo de personas”.  

 

4. El recurso de apelación. 

 

El apoderado de la parte actora oportunamente presentó y sustentó el recurso de 

apelación [fls. 192 a 196 cp]. Sostuvo que el fallador debió ponderar la situación 

fáctica y flexibilizar los estándares probatorios, al tratarse de un caso de graves 

violaciones a los derechos humanos. Indicó que las pruebas testimoniales dan 

cuenta que la víctima era conocido en su comunidad como una persona 

trabajadora, quien tenía un arraigo con su municipio y sin antecedentes penales. 

Agregó que no se contó con la prueba de absorción atómica del señor Pedro 

Antonio Infante Largo y según la versión oficial, la víctima no se encontraba “como 

parte de una cuadrilla que presumiera la presencia de un comandante de dicha 

fuerza irregular como se le endilgare al hoy occiso”.  

 

14 El 30 de octubre de 2015, se concedió el recurso de apelación [fls.198 cp]. 

 

5. Actuación en segunda instancia. 

 

Recibido el expediente en esta Corporación, por auto de 17 de febrero de 2016, se 

admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante [fl. 203 cp]. 

Luego, mediante auto de 29 de junio de 2016, se corrió traslado a las partes y al 

agente del Ministerio Público para que presentaran las alegaciones y concepto 

respectivamente [fl. 218 cp], oportunidad en la cual, guardaron silencio. 

 

CONSIDERACIONES 



 

1. Competencia 

 

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación presentado por la parte 

actora contra la sentencia del 27 de agosto de 2015, proferida por el Tribunal 

Administrativo del Cauca, que denegó las pretensiones de la demanda. 

 

La Sala es competente2  para resolver el asunto sub judice, en proceso de doble 

instancia3, y de conformidad con la prelación para fallo dispuesta por el artículo 16 

de la Ley 1285 de 2009, como quiera que se trata de un caso de grave violación 

de los derechos humanos4. 

 

2. Aspectos procesales previos 

 

La Sala previo a abordar el estudio y análisis de fondo, se pronuncia acerca de las 

siguientes cuestiones procesales previas: 2.1. caducidad; 2.2. valor probatorio de 

la prueba trasladada; y, 2.3. valor probatorio de los recortes o informaciones de 

prensa. 

 

2.1. Caducidad de la acción 

 

2.1.2. Delimitación de la caducidad cuando de los hechos se puede 

configurar un acto de lesa humanidad como supuesto fáctico para encuadrar 

la responsabilidad patrimonial del Estado5. 

 

Como lo ha sostenido la Sala, la hipótesis de la sujeción del juzgamiento de las 

conductas constitutivas de delitos de lesa humanidad que comprometan la 

                                                           
2 De conformidad con el artículo 129 del C.C.A, subrogado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998. 
3 La Ley 954 de 2005 dispuso que para que un proceso de reparación directa tuviere vocación de 
doble instancia, la cuantía debía superar los 500 S.M.L.M.V. En el sub lite, se instauró la demanda 
el 12 de marzo de 2010, y la cuantía superaba lo fijado, toda vez que la pretensión mayor 
individualmente considerada, correspondía a 1000 S.M.L.M.V., razón por la cual la acción es 
susceptible de ser tramitada en segunda instancia. 
4 Ley 1285 de 2009, “Artículo 16. Apruébese como artículo nuevo de la Ley 270 De 1996 el 
siguiente: Artículo 63A. Del orden y prelación de turnos. Cuando existan razones de seguridad 
nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional o en el caso de graves 
violaciones de derechos humanos o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de especial 
trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, 
Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de 
la Judicatura o la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberían ser tramitados 
y fallados preferentemente. Dicha actuación también podrá ser solicitada por el Procurador General 
de la Nación”. 
5 Argumentación tomada del auto de ponente [C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa] de 17 de 
septiembre de 2013, expediente 45092 y reiterada en la sentencia 47671 del 7 de septiembre de 
2015. 



responsabilidad del Estado a la regla general de caducidad de los dos (2) años 

establecida en el artículo 136.8 del Código Contencioso Administrativo resulta 

insuficiente y poco satisfactoria, sobre todo cuando se hace manifiesta la 

presencia de situaciones fácticas que se enmarcan en hipótesis constitutivas de 

delitos que comprometen intereses y valores sustancialmente diferentes a los 

simplemente individuales; intereses y valores vinculados materialmente a la suerte 

de la humanidad misma, y que por lo tanto trascienden cualquier barrera del 

ordenamiento jurídico interno que fundada en razones de seguridad jurídica 

pretenda establecer límites temporales para el juzgamiento de los mismos, sea en 

el ámbito de la responsabilidad penal o de cualquier otro, como el de la 

responsabilidad del Estado. 

 

Se hace preciso, pues, abordar el tema a partir de una hipótesis particular que 

tiene por fundamento el derecho a una tutela judicial efectiva, en aplicación del 

artículo 229 constitucional en armonía con el ordenamiento jurídico internacional 

[obligaciones convencionales consagradas en los artículos 1.1, 2 y 25 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, en el artículo 3 común a los 

Convenios de Ginebra de 1949 y en sus Protocolos Adicionales] y con los 

compromisos internacionales del Estado colombiano, que parten de la premisa de 

que las hipótesis de daño antijurídico acaecidos con ocasión de actos de lesa 

humanidad no tienen caducidad de ninguna clase y su tratamiento procesal no 

puede hacerse con sujeción a las reglas limitativas de la caducidad propias del 

ordenamiento jurídico interno de los países en cuanto entrañan situaciones de 

interés para la humanidad, en relación con los cuales los argumentos de seguridad 

jurídica deben ceder en aras de una adecuada ponderación a favor de esos 

interés superiores que los delitos en mención involucran. 

 

Al respecto basta recordar que el artículo 93 constitucional, incisos primero y 

segundo determinan de manera perentoria e imperativa que los tratados y 

convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 

derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, 

prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en la Carta, 

se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 

humanos ratificados por Colombia. A lo que cabe afirmar la procedencia de la 

cláusula de convencionalidad en sus dos formas, material y formal. 

 

Así mismo, con base en los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana 

de Derechos Humanos, la regla de universalidad de las normas de derechos 

humanos y el principio del ius cogens del derecho internacional de los derechos 

humanos y del derecho internacional humanitario, determinan cualquier estudio y 

aplicación que deba hacerse de institutos procesales como el de caducidad de la 

acción cuando se trata de demandar un daño antijurídico presuntamente 



ocasionado por un agente estatal, con su anuencia, participación u omisión, 

conjuntamente o no con otros sujetos o actores violentos no estatales, como 

pueden ser para el asunto en estudio. 

 

La Sala entiende que cuando se está en presencia de actos de lesa humanidad 

[configurados como crímenes de lesa humanidad] como aquellos actos ominosos 

que niegan la existencia y vigencia imperativa de los Derechos Humanos en la 

sociedad, al atentar contra la dignidad humana por medio de acciones que llevan a 

la degradación de la condición de las personas, generando no sólo una afectación 

a quienes físicamente han padecido tales actos, sino también agrediendo a la 

conciencia de toda la humanidad. 

 

Conforme a esta definición, dos son las características principales que se pueden 

destacar del acto de lesa humanidad [a partir de su configuración como delito]: su 

autonomía frente a otros crímenes, especialmente aquellos de guerra y su 

imprescriptibilidad en tanto que participa de la categoría de delito internacional.  

 

En cuanto a lo primero, valga señalar que, como se deja claro en las definiciones 

estatutarias del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, de la Corte Penal 

Internacional, e inclusive la propia jurisprudencia del Tribunal Penal Internacional 

para la antigua Yugoslavia –en contra de su Estatuto-, como crimen el delito de 

lesa humanidad no requiere, para su configuración, que se ejecute dentro de un 

contexto de un conflicto armado internacional o interno, basta, a diferencia del 

crimen de guerra, que se compruebe la configuración de una modalidad específica 

de ejecución cual es en el marco de una actuación masiva o sistemática6. 

 

En cuanto a la segunda característica, la imprescriptibilidad, debe señalarse que la 

Convención de las Naciones Unidas sobre la imprescriptibilidad de los crímenes 

de guerra y de los crímenes de lesa humanidad de 1968 estableció en el artículo I 

que “Los crímenes siguientes son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en 

que se hayan cometido”7, enlistándose en el literal b) el delito de lesa humanidad, 

conforme a la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de 

Nüremberg.  Esta tesis es refrendada por amplia jurisprudencia sobre la materia, 

como la arriba citada, en donde se pone de presente que dada la gravedad que 

comporta el delito de lesa humanidad, la acción penal no prescribe8, tal como se 

expone con meridiana claridad en la sentencia proferida por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso Almonacid Arellano vs Chile, en 

donde el Tribunal consideró que la regla de la imprescriptibilidad de los delitos de 

                                                           
6 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas. 1996. Volumen II 
Segunda Parte. Informe de la Comisión a la Asamblea General sobre la labor realizada en su 
cuadragésimo octavo periodo de sesiones, p.52. 
7 [http://www2.ohchr.org/spanish/law/crimenes_guerra.htm; consultado el 18 de marzo de 2013]. 
8 Ver: En el caso colombiano auto de 27 de noviembre de 2009 proferido por la Sala Penal del 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá; autos de 21 de septiembre de 2009 y 13 de mayo 
de 2010 proferidos por la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal exp. 32033. También en el caso 
de Argentina el fallo de 8 de marzo de 2005 en el caso Arancibia Clavel, en el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos la decisión de 17 de enero de 2006 proferida en el caso Kolk y Kislyiy vs 
Estonia; entre otros. 



lesa humanidad, consagrada en la Convención de 1968, reviste la connotación de 

ser una norma de ius cogens, de manera que aunque el estado chileno, 

demandado en el caso, no había suscrito tal tratado, éste le resultaba aplicable, 

por ser disposición de derecho público internacional inderogable por parte de los 

Estados. La Corte expuso lo anterior en los siguientes términos:  

 

“151. El Estado no podrá argüir ninguna ley ni disposición de derecho interno 
para eximirse de la orden de la Corte de investigar y sancionar penalmente a 
los responsables de la muerte del señor Almonacid Arellano. Chile no podrá 
volver a aplicar el Decreto Ley No. 2.191, por todas las consideraciones dadas 
en la presente Sentencia, en especial las contenidas en el párrafo 145. Pero 
además, el Estado no podrá argumentar prescripción, irretroactividad de la ley 
penal, ni el principio ne bis in idem, así como cualquier excluyente similar de 
responsabilidad, para excusarse de su deber de investigar y sancionar a los 
responsables. 
152. En efecto, por constituir un crimen de lesa humanidad, el delito cometido 
en contra del señor Almonacid Arellano, además de ser inamnistiable, es 
imprescriptible.  Como se señaló en los párrafos 105 y 106 de esta Sentencia, 
los crímenes de lesa humanidad van más allá de lo tolerable por la comunidad 
internacional y ofenden a la humanidad toda. El daño que tales crímenes 
ocasionan permanece vigente para la sociedad nacional y para la comunidad 
internacional, las que exigen la investigación y el castigo de los responsables. 
En este sentido, la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de 
guerra y de los crímenes de lesa humanidad9 claramente afirmó que tales 
ilícitos internacionales “son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en 
que se hayan cometido”.  
153. Aún cuando Chile no ha ratificado dicha Convención, esta Corte 
considera que la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad surge 
como categoría de norma de Derecho Internacional General (ius cogens), que 
no nace con tal Convención sino que está reconocida en ella. 
Consecuentemente, Chile no puede dejar de cumplir esta norma imperativa” 
[subrayado fuera de texto]. 

 

En consecuencia, pese a que no se haya ratificado la Convención sobre la 

imprescriptibilidad de estos delitos internacionales, conforme al razonamiento de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, es claro que ello resulta 

intrascendente dado que por ser norma de ius cogens la misma está inmersa y 

presente dentro del derecho internacional público consuetudinario y es de 

imperiosa observancia por parte de los Estados, siendo nulo cualquier tratado 

internacional encaminado a desconocerla10-11. 

                                                           
9 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 2391 (XXIII) de 26 
de noviembre de 1968. Entró en vigor el 11 de noviembre de 1970.  
10 Convención de Viena. Artículo 53. Tratados que están en oposición con una norma imperativa de 
derecho internacional general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento de su 
celebración. esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general. Para 
los efectos de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es 
una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como 
norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior 
de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. 
11 Puede verse en el ordenamiento jurídico colombiano: Corte Constitucional, Sentencia C-
620/2011 donde se dijo: “77. O sea, que la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
frente al reclamo sobre la prescripción de la acción de delitos que representan graves violaciones 
de derechos humanos y en su caso delitos de lesa humanidad que se investigan, ha estimado que 



 

De otra parte, la Sala advierte que la configuración de un delito de lesa humanidad 

no se agota simplemente en la ocurrencia de alguna de las conductas 

puntualmente tipificadas como tal [v. gr. asesinato, tortura, etc.], pues se trata de 

delitos comunes reconocidos de antaño por las disposiciones penales en el 

derecho interno, sino que es exigencia sine qua non acreditar los elementos 

contextuales que cualifican y hacen que tal crimen derive en uno de lesa 

humanidad12, a saber: que se ejecute (i) contra la población civil y (ii) en el marco 

de un ataque generalizado o sistemático 

 

Fundamentado lo anterior, la Sala pasa a abordar cómo la imprescriptibilidad de 

los actos de lesa humanidad debe ser considerada al momento de establecer si 

opera o no la caducidad de la acción contenciosa administrativa de reparación 

directa, cuando se demanda que por acción, omisión o inactividad el Estado 

contribuyó a la producción de daños antijurídicos que se encuadran dentro de 

aquellos actos de lesa humanidad. 

 

Sobre esto debe indicarse que el sustento normativo de la atemporalidad para 

juzgar conductas que se enmarquen como constitutivas de lesa humanidad no es 

algo que se derive de un sector propio del ordenamiento jurídico común como lo 

es el derecho penal, sino que, por el contrario, surge del corpus iuris de derechos 

humanos, de la normativa internacional en materia de derechos humanos así 

como de la doctrina y jurisprudencia de los tribunales nacionales e internacionales 

sobre la materia, como se ha visto; de manera que el eje central del cual se deriva 

la imprescriptibilidad de la acción judicial en tratándose de una conducta de lesa 

humanidad se sustenta en la afrenta que suponen dichos actos para la sociedad 

civil contemporánea, razón por la cual, en virtud de un efecto de irradiación, las 

consecuencias de la categoría jurídica de lesa humanidad se expanden a las 

                                                                                                                                                                                 
la misma no es predicable porque así lo imponen tanto la atrocidad de los actos y la afectación 
sobre las víctimas y la humanidad misma, como los máximos niveles posibles de protección de que 
pueda disponer el Estado, el legislador o en su defecto el juez de la causa. Consideraciones dentro 
de las que se incluyen no sólo el delito de genocidio que aparece individualizado en dicho proceso, 
sino todos los delitos atroces y estimados como graves violaciones de derechos humanos, dentro 
de los que se encuentra el de desaparición forzada”. Por su parte, la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia en auto de 13 de mayo de 2010, dentro del caso César Pérez García, 
radicado: 33118. Ha dicho: “En conclusión, al tratarse de uno de los Principios del Derecho 
Internacional y que debe ser ejecutado por todos los Estados, independientemente de su adhesión 
o no al Convenio referido, es inadmisible predicar la operancia de la prescripción como mecanismo 
de salvamento para detener, terminar o evitar el inicio de una investigación relacionada con la 
comisión de crímenes graves contra los Derechos Humanos y la humanidad en sí, como es el caso 
del genocidio de lesa humanidad. Razón por la cual, aunque el Estado Colombiano no ratificó el 
Tratado mencionado, ello no es óbice para reconocer que respecto de los delitos de lesa  
humanidad -como el pluricitado genocidio- no opera la  prescripción, esto es, deben ser 
investigables en cualquier tiempo”. 
12 El TPIY ha sostenido al respecto: “271. La Sala de Primera Instancia reconoció correctamente 
que los delitos que no están relacionados con ataques generalizados o sistemáticos contra una 
población civil no deben ser enjuiciados como crímenes contra la humanidad. Crímenes de lesa 
humanidad son delitos de carácter especial a que un mayor grado de depravación moral que 
atribuye a un delito común. Así, para condenar a un acusado de crímenes contra la humanidad, 
debe probarse que los crímenes estaban relacionados con el ataque contra una población civil (que 
ocurre durante un conflicto armado) y que el acusado sabía que sus crímenes eran tan 
relacionados entre sí” [subrayado fuera de texto]. Sentencia proferida por la Sala de apelaciones 
del TPIY el 15 de julio de 1999, en [http://www.icty.org/x/cases/tadic/acjug/en/tad-aj990715e.pdf]. 



diversas ramas del ordenamiento jurídico en donde sea menester aplicarla, esto 

es, surtirá efectos en los diversos ámbitos del ordenamiento jurídico en donde 

surja como exigencia normativa abordar el concepto de lesa humanidad a fin de 

satisfacer las pretensiones de justicia conforme al ordenamiento jurídico 

supranacional, constitucional y legal interno; pues, guardar silencio, en virtud del 

argumento de la prescripción de la acción, respecto de una posible 

responsabilidad del Estado en esta clase de actos que suponen una violación 

flagrante y grave de Derechos Humanos equivaldría a desconocer la gravedad de 

los hechos objeto de pronunciamiento –y sus nefastas consecuencias-. 

 

Puede sostenerse, sin duda alguna, que la ocurrencia de actos de lesa humanidad 

respecto de los cuales se demande la responsabilidad del Estado exige 

comprender, siguiendo la precedente argumentación, que el estudio de la 

caducidad de la acción de reparación directa no puede quedar limitada sólo al 

tenor literal del artículo 136.8 del Código Contencioso Administrativo [Decreto 01 

de 1984], sino que es esta norma es la base para operar una debida y ponderada 

aplicación de tal fenómeno procesal. Se trata, pues, de la afirmación del principio 

de integración normativa que implica la aplicación de normas de diferentes 

ordenamientos como forma de colmar las lagunas, o vacíos normativos en los que 

nada se expresa acerca de la caducidad de la mencionada acción cuando se trata 

de demandar la responsabilidad del Estado por actos de lesa humanidad. 

 

En este orden de ideas, si hoy por hoy la premisa aceptada en punto de la 

responsabilidad penal de individuos es la imprescriptibilidad por la ocurrencia de 

actos de lesa humanidad, admitiendo matizaciones de garantías liberales clásicas 

en esta materia, no habrían mayores complicaciones para que en sede de la 

jurisdicción contenciosa administrativa se predique similares consideraciones, 

dado que resultaría paradójico que se atribuya responsabilidad penal a un 

individuo que ha actuado en su condición [o prevalido de la misma] de agente del 

Estado y se guarde silencio respecto de la responsabilidad del Estado por las 

mismas circunstancias, siendo posible que ese agente haya empleado recursos 

logísticos, técnicos y humanos del Estado para llevar a cabo estos crímenes o, por 

el contrario, teniendo el deber normativo de actuar a fin de evitar un resultado 

lesivo éste se abstuvo de ejecutar tal acción. 

 

Así pues, guardando coherencia con la anterior consideración cuando se demanda 

la responsabilidad del Estado por daños antijurídicos derivados de actos de lesa 

humanidad, el principio de integración normativa debe ser aplicado 

sistemáticamente con el principio de derecho internacional público del ius cogens 

para concluir que en estos eventos la caducidad de la acción de reparación directa 

de manera única y excepcional no operaría, o se producirían efectos similares a la 

imprescriptibilidad que se afirma de la acción penal. 

 



Debe sostenerse que se justifica un trato diferenciado en relación con el régimen 

ordinario de caducidad de las acciones contencioso administrativas13, en razón al 

fundamento jurídico que sustenta la petición indemnizatoria, pues no se persigue 

solamente la satisfacción de un interés particular de los demandantes, sino que 

plantea también la protección del interés público y de los derechos de la 

humanidad, considerada como un todo, pues esta clase de actos de lesa 

humanidad repudiables no sólo vulneran a quien padece directamente tales actos 

sino que, en virtud de su perversión moral, representan una afrenta grave a toda la 

sociedad civil organizada al cuestionar la vigencia imperativa de los Derechos 

Humanos y del concepto de humanidad14, con independencia del contexto 

nacional al que pertenezcan los afectados directos, disposiciones éstas que 

constituyen los cimientos estructurales de todo Estado de Derecho15, en virtud del 

sustrato axiológico que le es inherente a todo ordenamiento jurídico 

contemporáneo 

 

En otros términos, la filosofía en que se inspira la caducidad de las acciones 

contencioso administrativas diseñada por el Código, es de una clara esencia 

individualista, esto quiere decir que el soporte para imponer esta sanción es limitar 

                                                           
13 Al respecto es valioso el comentario de Schmidt-Assmann en torno a considerar la cada vez más 
creciente vinculación del derecho internacional dentro del derecho administrativo. “13. En el futuro 
también el Derecho Internacional incidirá con mayor frecuencia en la actuación administrativa. La 
eficacia vinculante de las normas generales del Derecho Internacional, que conforme al art 25 GG 
es fuente de derechos y obligaciones individuales, apenas si ha tenido relevancia práctica en muy 
concretos ámbitos administrativos con trascendencia internacional, pero no en las tareas cotidianas 
de la mayoría de los órganos administrativos […] En esta línea, el derecho internacional 
convencional irá aumentando progresivamente su importancia como fuente de vinculación de la 
administración […] Por lo demás, allí donde los Tratados internacionales –como, por ejemplo, 
CEDH- cuentan con instrumentos propios de protección, de los que puede resultar una 
interpretación uniforme de los tratados, las Administraciones nacionales están sin duda vinculadas 
a aquella jurisprudencia.”. SCHMIDT-ASSMANN, Eberhard. La teoría general del derecho 
administrativo como sistema. Madrid, Marcial Pons, 2003, p.59. 
14 Sentencia de 29 de noviembre de 1996 TPIY caso Fiscal vs Erdemovic. “28. Los crímenes de 
lesa humanidad son serios actos de violencia que dañan a los seres humanos al golpear lo más 
esencial para ellos: su vida, su libertad, su bienestar físico, su salud y/o su dignidad. Son actos 
inhumanos que por extensión y gravedad van más allá de los límites de lo tolerable para la 
comunidad internacional, lo que debe necesariamente exigir su castigo. Pero los crímenes de lesa 
humanidad también trascienden al individuo, porque cuando el individuo es agredido, se ataca y se 
niega a la humanidad toda. Por eso lo que caracteriza esencialmente al crimen de lesa humanidad 
es el concepto de la humanidad como víctima.” [subrayado fuera de texto]. 
15 Al respecto Pérez Luño afirma: “c) El estado social de derecho implica también la superación del 
carácter negativo de los derechos fundamentales que dejan, de este modo, de ser considerados 
como una autolimitación del poder soberano del Estado para devenir (en) límites que el principio 
democrático de la soberanía popular impone a los órganos que de ella dependen. Por tanto, el 
papel de los derechos fundamentales deja de ser meros límites del a actuación estatal para 
transformarse en instrumentos jurídicos de control de su actividad positiva, que debe estar 
orientada a posibilitar la participación de los individuos y los grupos en el ejercicio del poder. Lo 
que trae como consecuencia la necesidad de incluir en el sistema de los derechos fundamentales 
no sólo las libertades clásicas, sino también a los derechos económicos, sociales y culturales como 
categorías accionables y no como meros postulados programáticos.”. PEREZ LUÑO, Antonio. 
Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución. Tecnos, Madrid. Cuarta edición, 1991. p. 
227-228. 
Robert Alexy anota: “La autonomía es el uso de la libertad. Que los derechos fundamentales 
aseguren tanto la autonomía privada como la pública tiene un significado básico para la teoría del 
Estado democrático constitucional. Esto se realiza mediante una amplia gama de derechos que 
abarca desde la libertad de opinión pasando por la libertad de reunión y la libertad de prensa, hasta 
el derecho a elecciones generales, libres, iguales y secretas. De este modo se constituye una 
relación necesaria entre los derechos fundamentales y la democracia” [subrayado fuera de texto]. 
ALEXY, Robert. “La institucionalización del a razón”, ob., cit., pp.239-240. 



el acceso a la administración de justicia al obrar negligencia o incuria de la parte 

afectada o interesada en demandar la protección de sus derechos subjetivos, es 

decir, se sustenta la caducidad en el ejercicio de acciones en las que se 

controvierten y pretenden proteger intereses particulares. 

 

Por el contrario, no es de recibo este criterio tratándose de asuntos en los que la 

acción persigue la satisfacción de intereses públicos intersubjetivamente 

relevantes para la humanidad, considerada como un todo, siendo sustraída de 

esta sanción perentoria por el transcurso del tiempo, pues, en estos eventos, el 

ejercicio de una acción dentro de un término específico debe ceder frente a 

principios o valores superiores esenciales para la humanidad, al decir de 

Radbruch: “la seguridad jurídica no es el valor único ni decisivo, que el derecho ha 

de realizar. Junto a la seguridad encontramos otros dos valores: conveniencia 

(Zweckmässigkeit) y justicia”16. 

 

Es en este último esquema conceptual en donde se inscribe el supuesto de la 

acción que persigue la indemnización de perjuicios derivados de la comisión de 

crímenes de lesa humanidad dado el ámbito de afectación que con estas 

conductas se causa, que trascienden a los expectativas, principios, valores y 

derechos particulares, pues conforme a lo resuelto por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en la sentencia del caso Almonacid Arellano vs Chile, es claro 

que la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad “cualquiera que sea la 

fecha en que se hayan cometido”, adoptada en el marco de la Convención sobre 

la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa 

humanidad, es una norma de jus cogens tal como se expuso más arriba.  

 

Estas consideraciones sobre la imprescriptibilidad de los delitos de lesa 

humanidad, se corresponde plenamente con los principios y valores 

constitucionales establecidos por el constituyente en 1991, tanto en el preámbulo 

en donde se expresa como fines “asegurar a sus integrantes la vida, la 

convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”, 

                                                           
16 RADBRUCH, Gustav, Arbitrariedad legal y derecho supralegal, Abeledo-Perrot, 1962, p.36. 
Sobre la tesis de Radbruch Alexy sostiene lo siguiente: “Si los mejores argumentos a favor de una 
prioridad estricta de la legalidad conforme al ordenamiento y la eficacia social sobre la corrección 
material se pronunciasen, la famosa frase de Kelsen "[d]e ahí que cualquier contenido que sea, 
puede ser derecho"30 sería correcta desde cualquier punto de vista. Con posterioridad a 1945 
Radbruch adujo contra esto que el conflicto entre la justicia, esto es, la corrección material, y la 
seguridad jurídica podría resolverse en principio a favor de la seguridad jurídica; esto, sin embargo, 
no resultaba válido sin restricción. La prioridad de lo legal y lo eficaz sobre lo correcto llegaba a un 
límite cuando la contradicción entre una ley positiva con la justicia alcanzaba una "medida 
insoportable. Esto puede reducirse a la breve fórmula: 
La extrema injusticia no es Derecho32. 
Lo específico de esta fórmula es que no exige un total ajustamiento del Derecho y la moral. Admite 
el Derecho legal y eficaz incluso cuando es injusto. Simplemente se incorpora a través de ella un 
límite máximo en el Derecho.”. ALEXY, Robert. “La institucionalización de la razón” En: Revista 
Persona y Derecho. Universidad de Navarra. No. 43. 2000, pp.217-249 (especialmente págs. 235-
236), en [http://dspace.unav.es/dspace/handle/10171/14155]. 

http://dspace.unav.es/dspace/handle/10171/14155


norma con eficacia jurídica17, así como en el artículo 2° superior que establece 

que: 

 

“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afecten y la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 
orden justo”. 

 

De estas disposiciones se derivan mandatos normativos dirigidos al Estado para 

que materialice los principios y valores constitucionales que, en últimas, justifican 

la existencia del Estado colombiano, de donde se resalta la prosecución de la 

justicia y la efectividad de los principios y derechos; así, se observa que la regla de 

la imprescriptibilidad se aviene con esta normativa constitucional y, más aun, la 

misma es necesaria para entender que en casos donde han ocurrido actos 

constitutivos de lesa humanidad se está cristalizando la teleología constitucional, 

pues la impunidad de hechos de tal envergadura constituyen una negación del 

Estado Social de Derecho; aunque se advierte que la obligación del Estado de 

juzgar tales conductas no surge por la pertenencia a un determinado sistema 

político local o regional sino invocando la universalidad de la protección de los 

Derechos Humanos, es decir, actuando como garante principal del respeto y 

realización efectiva de los derechos de la humanidad dentro de su respectiva 

circunscripción territorial18. 

En este orden de ideas, apelando al carácter de norma de jus cogens de la 

imprescriptibilidad de la acción judicial cuando se investiguen actos de lesa 

humanidad, sin que sea posible oponer norma jurídica convencional de derecho 

internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional Humanitario o 

                                                           
17 Sobre el valor normativo del preámbulo la jurisprudencia constitucional ha sostenido: “Considera 
la Corte que la preceptiva constitucional ha sido enderezada por el propio Constituyente a la 
realización de unos fines, al logro de unos cometidos superiores ambicionados por la sociedad, que 
cabalmente son los que plasma el Preámbulo y que justifican la creación y vigencia de las 
instituciones.  Quitar eficacia jurídica al Preámbulo, llamado a guiar e iluminar el entendimiento de 
los mandatos constitucionales para que coincida con la teleología que les da sentido y coherencia, 
equivale a convertir esos valores en letra muerta, en vano propósito del Constituyente, toda vez 
que al desaparecer los cimientos del orden constitucional se hace estéril la decisión política 
soberana a cuyo amparo se ha establecido la Constitución. Juzga la Corte Constitucional que el 
Preámbulo goza de poder vinculante en cuanto sustento del orden que la Carta instaura y, por 
tanto, toda norma -sea de índole legislativa o de otro nivel- que desconozca o quebrante cualquiera 
de los fines en él señalados, lesiona la Constitución porque traiciona sus principios”. Corte 
Constitucional, Sentencia C-479 de 1992.  
18 Como lo anota Yasemin Soysal. “En el periodo de posguerra el Estado-nación, como estructura 
de organización formal, se desvincula cada vez más del locus de legitimidad, el cual se ha 
trasladado al nivel global trascendiendo las identidades y las estructuras territorializadas. En este 
nuevo orden de la soberanía, el sistema principal asume la labor de definir las reglas y los 
principios, otorgando a los Estados-nación la responsabilidad de garantizar su respeto y aplicación 
(Meyer, 1980, 1994). Los Estados-nación siguen siendo los principales agentes de las funciones 
públicas, aunque la naturaleza y los parámetros de estas funciones son determinadas cada vez 
más en el nivel global.”. SOYSAL, Yasemin. Hacia un modelo de pertenencia posnacional, en 
Ciudadanía Sin Nación. (Yasemin Soysal, Rainer Bauböck y Linda Bosniak) Siglo del hombre 
editores, Universidad de los Andes, Pontificia Universidad Javeriana, Instituto Pensar. Bogotá, 
2010, pp.138-139. 



interno que la contraríe, la Sala admite, entonces, que en los eventos en que se 

pretenda atribuir como un daño antijurídico indemnizable un hecho que se 

enmarca un supuesto de hecho configurativo de un acto de lesa humanidad, 

previa satisfacción de los requisitos para su configuración, no opera el término de 

caducidad de la acción de reparación directa, pues, se itera, existe una norma 

superior e inderogable reconocida por el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos y refrendada en el contexto regional por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, que dispone expresamente que el paso del tiempo no genera 

consecuencia negativa alguna para acudir a la jurisdicción a solicitar la reparación 

integral de los daños generados por tales actos inhumanos. 

 

La Sala llega a esta conclusión, además, invocando el control de convencionalidad 

obligatorio19, el cual se entiende como el juicio de revisión de la adecuación del 

ordenamiento interno a la luz de los postulados convencionales, a cargo de los 

jueces ordinarios, a fin de velar por la regularidad y armonía de las normas del 

derecho interno frente a las disposiciones de la Convención Americana de 

Derechos Humanos al momento de su aplicación, acatando la interpretación que 

de las primeras ha efectuado la Corte Interamericana; no es más que un 

instrumento para garantizar la efectividad de las disposiciones convencionales en 

el marco de las decisiones judiciales ordinarias20. Esto lleva a que adicional a las 

normas internas que rigen el trámite de los procedimientos contenciosos 

                                                           
19 Fundamentado en los artículos 8.1  “1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” y 25 “1. Toda persona tiene derecho a un recurso 
sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley 
o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se comprometen: a) a garantizar que la 
autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a 
garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso.” de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
20 Esta doctrina surgió en los casos Almonacid Arellano vs Chile, sentencia de 26 de septiembre de 
2006, en donde se dijo: "La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos 
al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 
ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la 
Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a 
ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de 
efectos jurídicos. El Poder Judicial debe ejercer una especie de "control de convencionalidad" entre 
las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de 
la Convención Americana." y Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs Perú 
de 24 de noviembre de 2006, apuntándose en esta decisión lo siguiente: "Cuando un Estado ha 
ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces también están 
sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea 
mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras 
palabras, los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, 
sino también "de convencionalidad" ex officio entre las normas internas y la Convención 
Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. Esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las 
manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que 
ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de 
admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones". 



administrativos, la Sala de Sección precisa que al momento de su interpretación y 

aplicación el funcionario judicial no sólo debe remitirse a ellas sino que en su 

razonamiento debe acudir a las normas constitucionales y de orden 

supraconstitucional, donde se enfatiza en la Convención Americana de Derechos 

Humanos y la doctrina desarrollada a partir de ella por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. 

 

Lo anterior en razón a que ya es un lugar común sostener que el Juez 

Administrativo no es un mero ejecutor formal de las normas legales sino que en 

razón al rol funcional que desempeña dentro del Estado Social de Derecho, es su 

obligación, antes que nada, ser garante de la corrección constitucional en la 

interpretación y aplicación de las normas legales, al igual que ejercer, ex oficio, el 

control de convencionalidad que se le impone en razón a la fuerza vinculante de 

los tratados de Derechos Humanos y su doctrina. 

 

Con base en los anteriores fundamentos la Sala procede a examinar el caso en 

concreto. 

 

2.1.2. Determinación de la caducidad en el caso en concreto. 

 

Los hechos objeto del presente proceso, esto es la muerte del señor Pedro 

Antonio Infante Largo, a manos del Ejército Nacional, se presentaron el 18 de 

diciembre de 2007, en el Municipio de Timba, Cauca. 

 

El 16 de diciembre de 2009, se solicitó el trámite de conciliación prejudicial ante la 

Procuraduría General de la Nación, el cual concluyó el 12 de marzo de 2010, día 

en que fue interpuesta la demanda de reparación directa, esto es dentro del 

término establecido por la ley contenciosa administrativa.  

 

Ahora bien, en el término para subsanar la demanda se adicionaron unas 

pretensiones en relación a los sobrinos de la víctima frente a quienes se había 

aportado el poder desde el inicio del proceso pero no habían sido incluidos en el 

escrito introductorio; así las cosas, el Tribunal Administrativo del Cauca admitió la 

demanda, sin existir oposición frente a este aspecto de la entidad demandada en 

la contestación de la misma. Sin embargo, en los alegatos de conclusión, la 

Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional invocó la excepción de 

caducidad frente a sobrinos de la víctima.  

 

Al respecto, la Sala, al margen de la discusión en torno a los términos procesales 

para adicionar la demanda, considera que, tal como se desarrollará en acápites 

subsiguientes, el presente caso debe estudiarse como un evento de lesa 

humanidad dadas las circunstancias como se produjo la muerte del señor Infante 

Largo y por tanto, conforme a los criterios de convencionalidad y 



constitucionalidad expuesto, se concluye que no ha operado el fenómeno jurídico 

de la caducidad y no está llamada a prosperar la excepción invocada por  la 

entidad demandada.  

 

2.2. Valor probatorio de la prueba trasladada 

 

Obra en el expediente copia auténtica del proceso penal surtido con ocasión de la 

muerte del señor Pedro Antonio Infante Largo, traslado que fue solicitado tanto por 

la parte actora en la demanda como por la entidad demandada en su contestación 

y debidamente decretada mediante auto de 13 de diciembre de 2011. 

 

La investigación preliminar por la muerte del señor Infante Largo se adelantó por el 

Juzgado Cincuenta y Dos de Instrucción Penal Militar, sin embargo, fue remitido a 

la Fiscalía 71 Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario 

de Cali, conforme a lo ordenado por el Consejo Superior de la Judicatura, en 

decisión del 2 de marzo de 2011 [fl. 116 c1]. 

 

2.2.1. Fundamentos para la valoración de la prueba trasladada 

 

La jurisprudencia de los últimos años del Consejo de Estado, con relación a la 

eficacia probatoria de la prueba trasladada, sostiene que cabe valorarla a 

instancias del proceso contencioso administrativo, siempre que se cumpla con los 

presupuestos generales siguientes21: (i) los normativos del artículo 18522 del 

C.P.C., esto es, que se les puede dotar de valor probatorio y apreciar sin 

formalidad adicional en la medida en que el [los] proceso [s] del que se trasladan 

se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o, con su 

audiencia de ella23, respetando su derecho de defensa y cumpliendo con el 

principio de contradicción. Así como con lo consagrado por el artículo 168 del 

C.C.A24 [vigente para la época de entrada para fallo del proceso]; (ii) las “pruebas 

                                                           
21 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 26737. En su 
modulación puede verse las siguiente sentencias: Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 
de mayo de 2012, expediente 20334. 
22 “Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia 
auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se 
hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”. 
23 Sección Tercera, sentencia de 19 de octubre de 2011, expediente 19969. 
24 Artículo 168 del Código Contencioso Administrativo: “En los procesos ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo se aplicarán en cuanto resulten compatibles con las normas de este 
Código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, 
forma de practicarlas y criterios de valoración”. El artículo 211 de la ley 1437 de 2011 reza lo 
siguiente: “En los procesos que se adelanten ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
en lo que esté expresamente regulado en este Código, se aplicarán en materia probatoria las 
normas del Código de Procedimiento Civil”. En tanto que el artículo 214 de la ley 1437 de 2011 
establece: “Toda prueba obtenida con violación al debido proceso será nula de pleno derecho, por 
lo que deberá excluirse de la actuación procesal. Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean 
consecuencia necesaria de las pruebas excluidas o las que solo puedan explicarse en razón de la 
existencia de aquellas. La prueba practicada dentro de una actuación declarada nula, conservará 
su validez y tendrá eficacia respecto de quienes tuvieron oportunidad de contradecirla”. Sección 
Tercera, sentencia de 21 de abril de 2004, expediente 13607. 



trasladadas y practicadas dentro de las investigaciones disciplinarias seguidas por 

la misma administración no requieren ratificación o reconocimiento, según sea del 

caso, dentro del proceso de responsabilidad”25; (iii) la ratificación de la prueba 

trasladada se suple con la admisión de su valoración26; y, (iv) la prueba traslada 

de la investigación disciplinaria puede valorarse ya que se cuenta con la audiencia 

de la parte contra la que se aduce, por ejemplo la Nación-Ministerio de Defensa-

Policía Nacional27. 

 

A su vez, como presupuestos para la valoración de la prueba testimonial que se 

traslada desde un proceso administrativo disciplinario, penal ordinario o penal 

militar se tiene en cuenta las siguientes reglas especiales [debiéndose tener en 

cuenta tanto las generales como estas]: (i) no necesitan de ratificación cuando se 

trata de personas “que intervinieron en dicho proceso disciplinario, o sea el 

funcionario investigado y la administración investigadora (para el caso la 

Nación)”28; (ii) las “pruebas trasladadas de los procesos penales y, por 

consiguiente, practicadas en éstos, con audiencia del funcionario y del agente del 

Ministerio Público, pero no ratificadas, cuando la ley lo exige, dentro del proceso 

de responsabilidad, en principio, no pueden valorarse. Se dice que en principio, 

porque sí pueden tener el valor de indicios que unidos a los que resulten de otras 

pruebas, ellas sí practicadas dentro del proceso contencioso administrativo lleven 

al juzgador a la convicción plena de aquello que se pretenda establecer”29; (iii) 

puede valorarse los testimonios siempre que solicitados o allegados por una de las 

partes del proceso, la contraparte fundamenta su defensa en los mismos30, 

siempre que se cuente con ella en copia auténtica; (iv) cuando las partes en el 

proceso conjuntamente solicitan o aportan los testimonios practicados en la 

instancia disciplinaria31; y, (v) cuando la parte demandada “se allana 

expresamente e incondicionalmente a la solicitud de pruebas presentada por los 

actores o demandantes dentro del proceso contencioso administrativo. 

 

En cuanto a las declaraciones rendidas ante las autoridades judiciales penales 

ordinarias [Fiscalía, Jueces Penales, Jueces de Instrucción Penal Militar], la Sala 

Plena de la Sección Tercera en la sentencia de 11 de septiembre de 2013 

[expediente 20601] considera que “es viable apreciar una declaración rendida por 

fuera del proceso contencioso administrativo, sin audiencia de la parte demandada 

o sin su citación, cuando se cumpla con el trámite de ratificación, o cuando por 

                                                           
25 Sección Tercera, sentencia de 24 de noviembre de 1989, expediente 5573. 
26 Sección Tercera, sentencia de 22 de abril de 2004, expediente 15088. 
27 Sección Tercera, sentencia 20 de mayo de 2004, expediente 15650. Las “pruebas que acreditan 
la responsabilidad de la demandada que provienen de procesos disciplinarios internos tramitados 
por la misma, pueden ser valoradas en la presente causa contencioso administrativa, dado que se 
practicaron por la parte contra la que se aducen”. Las piezas procesales adelantadas ante la 
justicia disciplinaria y penal militar se allegaron por el demandante durante el período probatorio, y 
pueden valorarse. Puede verse también: Sección Tercera, sentencia de 13 de noviembre de 2008, 
expediente 16741. 
28 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 26737, 
Puede verse también: Sección Tercera, sentencia de 16 de noviembre de 1993, expediente 8059. 
29 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334, Puede 
verse también: Sección Tercera, sentencia de 24 de noviembre de 1989, expediente 5573. 
30 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 26737. 
Puede verse también: Sección Tercera, sentencia de 1 de marzo de 2006, expediente 15284. 
31 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 26737. 
Puede verse también: Sección Tercera, sentencia de 21 de abril de 2004, expediente 13607. 



acuerdo común entre las partes –avalado por el juez- se quiso prescindir del 

aludido trámite. Este último puede manifestarse como lo dispone el artículo 229 

del Código de Procedimiento Civil –verbalmente en audiencia o presentando un 

escrito autenticado en el que ambas partes manifiesten expresamente que quieren 

prescindir de la ratificación-, o extraerse del comportamiento positivo de las partes, 

cuando los mismos indiquen de manera inequívoca que el querer de éstas era 

prescindir de la repetición del interrogatorio respecto de los testimonios 

trasladados, lo que ocurre cuando ambos extremos del litigio solicitan que el 

testimonio sea valorado, cuando la demandada está de acuerdo con la petición así 

hecha por la demandante, o cuando una parte lo solicita y la otra utiliza los medios 

de prueba en cuestión para sustentar sus alegaciones dentro del proceso […] 

Ahora bien, en los casos en donde las partes guardan silencio frente a la validez y 

admisibilidad de dichos medios de convicción trasladados, y además se trata de 

un proceso que se sigue en contra de una entidad del orden nacional, en el que se 

pretenden hacer valer los testimonios que, con el pleno cumplimiento de las 

formalidades del debido proceso, han sido recaudados en otro trámite por otra 

entidad del mismo orden, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido de afirmar 

que la persona jurídica demandada –la Nación- es la misma que recaudó las 

pruebas en una sede procesal diferente, lo que implica que, por tratarse de 

testimonios recopilados con la audiencia de la parte contra la que se pretenden 

hacer valer en el proceso posterior, son plenamente admisibles y susceptibles de 

valoración […] La anterior regla cobra aún mayor fuerza si se tiene en cuenta que, 

en razón del deber de colaboración que les asiste a las diferentes entidades del 

Estado, a éstas les es exigible que las actuaciones que adelanten sean conocidas 

por aquellas otras que puedan tener un interés directo o indirecto en su resultado, 

máxime si se trata de organismos estatales que pertenecen al mismo orden, de tal 

manera que las consecuencias de una eventual descoordinación en las 

actividades que los estamentos del Estado, no puede hacerse recaer sobre los 

administrados, quienes en muchas ocasiones encuentran serias dificultades para 

lograr repetir nuevamente dentro del proceso judicial contencioso administrativo, 

aquellas declaraciones juramentadas que ya reposan en los trámites 

administrativos que han sido adelantados por las entidades correspondientes”32. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, la jurisprudencia de la Sub-sección C de la Sección 

Tercera del Consejo de Estado de Colombia avanza y considera que cuando no se 

cumple con alguna de las anteriores reglas o criterios, se podrán valorar las 

declaraciones rendidas en procesos diferentes al contencioso administrativo, 

especialmente del proceso penal ordinario, como indicios cuando “establecen las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar […] ya que pueden ser útiles, pertinentes y 

conducentes para determinar la violación o vulneración de derechos humanos y 

del derecho internacional humanitario”33. Con similares argumentos la 

jurisprudencia de la misma Sub-sección considera que las indagatorias deben ser 

contrastadas con los demás medios probatorios “para determinar si se consolidan 

como necesarios los indicios que en ella se comprendan”34 con fundamento en los 

artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

                                                           
32 Sección Tercera, sentencia de 11 de septiembre de 2013, expediente 20601; de la Sub-sección 
C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 45433. 
33 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 45433. 
34 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 45433. 



 

De otra parte, para el caso de la prueba documental, la regla general que aplica la 

jurisprudencia del Consejo de Estado de Colombia es aquella según la cual en 

“relación con el traslado de documentos, públicos o privados autenticados, estos 

pueden ser valorados en el proceso contencioso al cual son trasladados, siempre 

que se haya cumplido el trámite previsto en el artículo 28935 del Código de 

Procedimiento Civil. Conforme a lo anterior, es claro que sin el cumplimiento de los 

requisitos precitados las pruebas documentales y testimoniales practicadas en otro 

proceso no pueden ser valoradas para adoptar la decisión de mérito”36. No 

obstante, a dicha regla se le reconocieron las siguientes excepciones: (i) puede 

valorarse los documentos que son trasladados desde otro proceso [judicial o 

administrativo disciplinario] siempre que haya estado en el expediente a 

disposición de la parte demandada, la que pudo realizar y agotar el ejercicio de su 

oportunidad de contradicción de la misma37; (ii) cuando con base en los 

documentos trasladados desde otro proceso la contraparte la utiliza para 

estructura su defensa jurídica38; (iii) cuando los documentos se trasladan en copia 

simple operan las reglas examinadas para este tipo de eventos para su valoración 

directa o indirecta; (iv) puede valorarse la prueba documental cuando la parte 

contra la que se aduce se allana expresa e incondicionalmente a la misma; y, (v) 

puede valorarse como prueba trasladada el documento producido por una 

autoridad pública aportando e invocado por el extremo activo de la litis39. 

 

Finalmente, si se trata de inspecciones judiciales, dictámenes periciales e informes 

técnicos trasladados desde procesos penales ordinarios o militares, o 

administrativos disciplinarios pueden valorarse siempre que hayan contado con la 

audiencia de la parte contra la que se aducen40, o servirán como elementos 

indiciarios que deben ser contrastados con otros medios probatorios dentro del 

proceso contencioso administrativo. 

 

                                                           
35 “Artículo 289. Procedencia de la tacha de falsedad. La parte contra quien se presente un 
documento público o privado, podrá tacharlo de falso en la contestación de la demanda, si se 
acompañó a ésta, y en los demás casos, dentro de los cinco días siguientes a la notificación del 
auto que ordene tenerlo como prueba, o al día siguiente al en que haya sido aportado en audiencia 
o diligencia. Los herederos a quienes no les conste que la firma o manuscrito no firmado proviene 
de su causante, podrán expresarlo así en las mismas oportunidades. No se admitirá tacha de 
falsedad cuando el documento impugnado carezca de influencia en la decisión o se trate de un 
documento privado no firmado ni manuscrito por la parte a quien perjudica”. 
36 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Puede 
verse: Sección Tercera, sentencia de 21 de abril de 2004, expediente 13607. Además, en otra 
jurisprudencia se sostiene que “se trata de una prueba documental que fue decretada en la primera 
instancia, lo cierto es que pudo ser controvertida en los términos del artículo 289 […] por el cual se 
reitera, su apreciación es viable”. Sección Tercera, sentencia de 26 de febrero de 2009, expediente 
16727. Cfr. también Sección Tercera, sentencia de 30 de mayo de 2002, expediente 13476. “Se 
exceptúa respecto de los documentos públicos debidamente autenticados en los términos del art. 
254 CPC y los informes y peritaciones de entidades oficiales (art. 243 CPC)”. Sección Tercera, 
Subsección B, sentencia de 14 de abril de 2011, expediente 20587. 
37 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Puede 
verse: Sección Tercera, Sub-sección B, sentencia de 27 de abril de 2011, expediente 20374. 
38 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Puede 
verse: Sección Tercera, sentencia de 9 de diciembre de 2004, expediente 14174. 
39 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Puede 
verse: Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 18 de enero de 2012, expediente 19920. 
40 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Puede 
verse: Sección Tercera, sentencia de 5 de junio de 2008, expediente 16398. 



Debe tenerse en cuenta que el Código General del Proceso en su artículo 174, 

aplicable por remisión expresa del artículo 267 del Código Contencioso 

Administrativo, consagra que las “pruebas practicadas válidamente en un proceso 

podrán trasladarse a otro en copia y serán apreciadas sin más formalidades, 

siempre que en el proceso de origen se hubieren practicado a petición de la parte 

contra quien se aducen o con audiencia de ella. En caso contrario, deberá surtirse 

la contradicción en el proceso al que están destinadas […] La valoración de las 

pruebas trasladadas o extraprocesales y la definición de sus consecuencias 

jurídicas corresponderán al juez ante quien se aduzcan”. A dicha norma se 

integran los criterios anteriormente fijados, por lo que se puede afirmar una 

completa correspondencia del análisis realizado por la Sala con todo el universo 

normativo convencional, constitucional y legal de los medios probatorios que 

fueron trasladados. 

 

Por las especiales y específicas características de los hechos en los que se 

sustenta este caso, la Sala define las condiciones de valoración de la prueba 

trasladada cuando con los mismos medios se pretende demostrar tanto el daño 

antijurídico imputado a las entidades demandadas, como la violación o vulneración 

de derechos humanos y del derecho internacional humanitario. 

 

2.2.2. Fundamentos para la valoración de la prueba trasladada cuando 

permite demostrar la vulneración de derechos humanos, la violación del 

derecho internacional humanitario y de otras normas convencionales 

 

Cuando se trata de eventos, casos o hechos en los que se encuentra 

comprometida la violación de derechos humanos o del derecho internacional 

humanitario, por afectación de miembros de la población civil [desaparecidos, 

forzosamente, desplazados forzadamente, muertos, torturados, lesionados, o 

sometidos a tratos crueles e inhumanos] inmersa en el conflicto armado, por 

violación de los derechos fundamentales de los niños, por violación de los 

derechos de los combatientes, por violación de los derechos de un miembro de 

una comunidad de especial protección, o de un sujeto de especial protección por 

su discapacidad o identidad-situación social, la aplicación de las reglas normativas 

procesales [antes Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso] 

“debe hacerse conforme con los estándares convencionales de protección”41 de 

los mencionados ámbitos, “debiendo garantizarse el acceso a la justicia42 en todo 

su contenido como garantía convencional y constitucional [para lo que el juez 

contencioso administrativo obra como juez de convencionalidad, sin que sea ajeno 

al respeto de la protección de los derechos humanos, dado que se estaría 

                                                           
41 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 26737. 
42 ABREU BURELLI, Alirio, “La prueba en los procesos ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”, en [http://www.bibliojuridica.org/libros/5/2454/8.pdf; www.juridicas.unam.mx; p.115; 
Consultado el 20 de abril de 2012]. “Si bien el derecho procesal disciplina las formas, ello no impide 
que contenga normas de carácter sustancial, al desarrollar principios constitucionales sobre la 
administración de justicia, la tutela del orden jurídico, la tutela de la libertad y dignidad del hombre y 
de sus derechos fundamentales. El acceso a la justicia, el derecho a la defensa, el derecho de 
petición, la igualdad de las partes, derivan de mandatos constitucionales”. 

http://www.juridicas.unam.mx/


vulnerando la Convención Americana de Derechos Humanos43, debiendo 

garantizarse el acceso a la justicia44 en todo su contenido como derecho humano 

reconocido constitucional y supraconstitucionalmente (para lo que el juez 

contencioso administrativo puede ejercer el debido control de convencionalidad), 

tal como en la sentencia del caso Manuel Cepeda contra Colombia se sostiene: 

 

“[…] 140. En lo que concierne al acceso a la justicia, valga destacar que 
en este caso los tribunales contencioso administrativos no establecieron 
responsabilidad institucional por acción de funcionarios estatales en la 
ejecución del Senador Cepeda Vargas, que considerara la transgresión 
de sus derechos a la vida y la integridad personal, entre otros, a pesar de 
que al momento de sus decisiones se contaba ya con los resultados 
parciales del proceso penal e incluso del disciplinario. En este sentido, no 
contribuyeron de manera sustancial al cumplimiento del deber de 
investigar y esclarecer los hechos […]. Llama la atención que en uno de 
los procesos el Consejo de Estado no valoró los resultados parciales de 
las investigaciones penales y disciplinarias en las que constaba la 
responsabilidad de los dos sargentos del Ejército Nacional, por 
considerar que la documentación fue remitida en copia simple45. Si bien 
no correspondía a esta vía establecer responsabilidades individuales, al 
determinar la responsabilidad objetiva del Estado las autoridades 

                                                           
43 “La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Reglamento aprobado en su XXXIV 
período ordinario de sesiones, celebrado del 9 al 20 de septiembre de 1996, y en vigor desde el 1º 
de enero de 1997, concentró en el Capítulo IV, todo lo relativo a la prueba (admisión; iniciativa 
probatoria de la Corte; gastos de la prueba; citación de testigos y peritos; juramento o declaración 
solemne de testigos y peritos; objeciones contra testigos; recusación de peritos; protección de 
testigos y peritos; incomparecencia o falsa deposición), en un intento de sistematizar la materia que 
en Reglamentos anteriores se resolvía en disposiciones dispersas. Por su parte, el Reglamento de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su sesión 660ª., de 8 de abril de 1980, con 
modificaciones en 1985, 1987, 1995 y 1996, actualmente en vigor, contiene disposiciones sobre 
presunción (artículo 42); solicitud de cualquier información pertinente al representante del Estado 
(artículo 43.2); investigación in loco (artículo 44); fijación de la oportunidad para la recepción y 
obtención de las pruebas (artículo 45.5); examen de las pruebas que suministren el Gobierno y el 
peticionario, las que recoja de testigos de los hechos o que obtenga mediante documentos, 
registros, publicaciones, etc. (artículo 46.1). Además de las disposiciones de su Reglamento, la 
Corte Interamericana ha establecido, a través de su jurisprudencia, desde los primeros casos 
contenciosos –Viviana Gallardo, Velásquez Rodríguez, Godínez Cruz, Fairén Garbi y Solís 
Corrales, entre otros–, los criterios rectores del proceso y, especialmente, de la prueba, en fecunda 
y reconocida creación del Derecho, no solo para suplir vacíos normativos, sino también para 
afirmar la naturaleza especial de su competencia y desarrollar los principios sustantivos del 
derecho internacional de los derechos humanos. La jurisprudencia de la Corte Interamericana –al 
igual que su Estatuto y su Reglamento– ha utilizado como fuente inmediata en materia probatoria, 
la experiencia de la Corte Internacional de Justicia. Esta, a su vez, tuvo como antecedentes el 
Proyecto de Disposiciones sobre Procedimiento para el Arbitraje Internacional, preparado en 1875 
por el Instituto de Derecho Internacional; las Convenciones de La Haya de 1899 y 1907 sobre el 
Arreglo Pacífico de las Controversias Internacionales y la práctica reiterada durante muchos años 
de las Cortes Internacionales de Arbitraje”: ABREU BURELLI, Alirio, “La prueba en los procesos 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, en 
[http://www.bibliojuridica.org/libros/5/2454/8.pdf Disponible en www.juridicas.unam.mx p. 113 
Consultado el 20 de abril de 2012]. 
44 ABREU BURELLI, Alirio, “La prueba en los procesos ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”, cit, p.115. Si bien el derecho procesal disciplina las formas, ello no impide que contenga 
normas de carácter sustancial, al desarrollar principios constitucionales sobre la administración de 
justicia, la tutela del orden jurídico, la tutela de la libertad y dignidad del hombre y de sus derechos 
fundamentales. El acceso a la justicia, el derecho a la defensa, el derecho de petición, la igualdad 
de las partes, derivan de mandatos constitucionales”. 
45Cfr. sentencia de apelación emitida por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, rad. 250002326000199612680-01 (20.511), 20 de 
noviembre de 2008, fls. 4524 a 4525. 
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jurisdiccionales deben tomar en cuenta todas las fuentes de información 
a su disposición. Por ende, las autoridades encargadas de estos 
procedimientos estaban llamadas no sólo a verificar las omisiones 
estatales, sino a determinar los alcances reales de la responsabilidad 
institucional del Estado”. 

 

Lo que implica, interpretada la Convención Americana de Derechos Humanos, en 

especial los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 y la jurisprudencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos que es esencial que en la valoración de las pruebas 

trasladadas se infunde como presupuesto sustancial la convencionalidad, de 

manera que en eventos, casos o hechos en los que se discuta la violación de los 

derechos humanos y del derecho internacional humanitario se emplee “como 

principio básico la llamada prueba racional o de la “sana crítica”, que tiene su 

fundamento en las reglas de la lógica y de la experiencia, ya que la libertad del 

juzgador no se apoya exclusivamente en la íntima convicción, como ocurre con el 

veredicto del jurado popular, ya que por el contrario, el tribunal está obligado a 

fundamentar cuidadosamente los criterios en que se apoya para pronunciarse 

sobre la veracidad de los hechos señalados por una de las partes y que no fueron 

desvirtuados por la parte contraria”46. 

 

A lo anterior cabe agregar que en el ordenamiento jurídico internacional la Corte 

Internacional de Justicia ha procurado argumentar que el juez debe orientarse por 

el principio de la sana crítica y de la libertad de apreciación de los medios 

probatorios que obren en los procesos, y que debe desplegar un papel activo. En 

ese sentido se sostiene: 

 

“[…] Uno de los principios establecidos por la Corte Internacional de 
Justicia –destacado por la doctrina jurídica e incorporado en las 
legislaciones procesales de derecho interno– se refiere a la afirmación de 
que, en cuanto al fondo del derecho, la justicia internacional en su 
desarrollo flexible y empírico rechaza el exclusivo sistema de pruebas 
legales que impone al juez una conducta restrictiva, particularmente, en 
la prohibición de determinadas pruebas. El juez debe gozar de una gran 
libertad en la apreciación de la prueba a fin de que pueda elaborar su 
convicción sin estar limitado por reglas rígidas. 

Asimismo la Corte Internacional de Justicia ha señalado que en materia 
probatoria ella no tiene un papel pasivo y debe tomar la iniciativa de traer 
al proceso las pruebas que considere pertinentes si estima que las 
existentes no son suficientes para cumplir sus finalidades. Así lo dispone 
el artículo 48 de Estatuto, al ordenar que “la Corte dictará las 
providencias necesarias para el curso del proceso, decidirá la forma y los 
términos a que cada parte debe ajustar sus alegatos y adoptará las 
medidas necesarias para la práctica de la pruebas”. En el mismo sentido 
el artículo 49 eiusdem dispone que, “aun antes de empezar una vista, 
puede pedir a los agentes que produzcan cualquier documento o den 

                                                           
46 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 3 de diciembre de 2014, expediente 26737. FIX-
ZAMUDIO, Héctor, “Orden y valoración de las pruebas en la función contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, en [http://www.corteidh.org.cr/tablas/a11690.pdf; 
Consultado 20 de abril de 2012]. 



cualesquiera explicaciones. Si se negaren a hacerlo, se dejará 
constancia formal del hecho”. Igualmente puede la Corte (artículo 34, 
parágrafo 2) “solicitar de organizaciones internacionales públicas 
información relativa a casos que se litiguen en la Corte y recibirá la 
información que dichas organizaciones envíen por iniciativa propia”47. 

 

Establecidos los presupuestos y los fundamentos con base en los cuales la Sala 

sustenta la prueba trasladada, debe examinarse la situación de los medios 

probatorios allegados en el expediente. 

 

2.1.3. Valoración de la prueba trasladada en el caso concreto 

 

De acuerdo con los fundamentos anteriores, la Sala valorará la prueba documental 

allegada al proceso, toda vez que fue solicitada por ambas partes y estuvo a su 

disposición, una vez fue incorporada al expediente, momento en el que pudo ser 

controvertida, sin embargo, ninguna de las partes la tachó de falsa o se opuso a la 

misma. 

 

Respecto a las declaraciones recepcionadas en el proceso penal, serán tenidas en 

cuenta aquellas que se surtieron durante el trámite ante el Juzgado 52 de 

Instrucción Penal Militar puesto que en su práctica estuvo presente la entidad 

demandada – Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional. 

 

Aunado a lo anterior, los testimonios que se surtieron ante la justicia ordinaria, 

esto es la Fiscalía General de la Nación, no podrán ser valorados como tal, toda 

vez que no se practicaron con audiencia de la parte contra la cual se aducen ni se 

cumplió con el requisito de ratificación en el sub judice.  

 

No obstante lo anterior, la Sala Plena de la Sección Tercera, en sentencia del 11 

de septiembre de 2013, Rad. 20601, respectó a la valoración de este tipo de 

medios probatorios indicó:  

 

“[…] Para tal efecto, será necesario determinar cuál es el sentido de las 
formalidades que establece el artículo 229 del C. de P.C., lo que se 
elucidará atendiendo al tenor literal de la disposición y a los derechos 
sustanciales cuya protección persiguió el legislador procesal con su 
estipulación, aspectos en los que se pondrá de presente que no es 
necesario cumplir al pie de la letra la ritualidad normada para la 
ratificación de testimonios extraprocesales, sino que es suficiente con 
que se satisfagan las garantías que se prohíjan con la misma, tal como 
se ha hecho en parte de la jurisprudencia citada para fundamentar 
algunas de las excepciones antes señaladas […] Así, en lo que tiene que 

                                                           
47 ABREU BURELLI, “La prueba en los procesos ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”, cit., pp. 114 y 115. 



ver con el sentido de las reglas procedimentales consagradas en el 
artículo 229 del Código de Procedimiento Civil –y preceptos 
concordantes-, la Sala considera que una interpretación literal de tales 
normas, arroja como resultado la tesis que ha sido sostenida por el 
Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia en las sentencias 
referidas al inicio del presente acápite, en el sentido de afirmarse que las 
declaraciones juramentadas trasladadas al proceso contencioso desde 
otro trámite judicial –o recopiladas de forma extraprocesal-, sólo son 
apreciables si se ratifican o cuando las partes han tenido la oportunidad 
de controvertirlas en el momento de su recopilación […] Ahora bien, la 
Sala recuerda que no todos los casos en los que se discuta la posibilidad 
de valorar testimonios practicados en otro proceso, pueden solucionarse 
con base en una interpretación literal de los requisitos procesales que 
están siendo comentados, pues es posible que existan supuestos de 
hecho en los cuales la aplicación rígida de una formalidad ritual podría 
conducir a consecuencias que son contrarias a las finalidades queridas 
por el legislador, lo cual es una de las mayores críticas que se han 
formulado en contra de la escuela gramatical de intelección de los 
preceptos normativos48 . 
[…] 
12.2.17. En síntesis, para la Sala es viable apreciar una declaración 
rendida por fuera del proceso contencioso administrativo, sin audiencia 
de la parte demandada o sin su citación, cuando se cumpla con el trámite 
de ratificación, o cuando por acuerdo común entre las partes –avalado 
por el juez- se quiso prescindir del aludido trámite. Esto último puede 
manifestarse como lo dispone el artículo 229 del Código de 
Procedimiento Civil –verbalmente en audiencia o presentando un escrito 
autenticado en el que ambas partes manifiesten expresamente que 
quieren prescindir de la ratificación-, o extraerse del comportamiento 
positivo de las partes, cuando los mismos indiquen de manera 
inequívoca que el querer de éstas era prescindir de la repetición del 
interrogatorio respecto de los testimonios trasladados, lo que ocurre 
cuando ambos extremos del litigio solicitan que el testimonio sea 
valorado, cuando la demandada está de acuerdo con la petición así 
hecha por la demandante, o cuando una parte lo solicita y la otra utiliza 
los medios de prueba en cuestión para sustentar sus alegaciones dentro 
del proceso. 
12.2.18. Ahora bien, en los casos en donde las partes guardan silencio 
frente a la validez y admisibilidad de dichos medios de convicción 
trasladados, y además se trata de un proceso que se sigue en contra de 
una entidad del orden nacional, en el que se pretenden hacer valer los 
testimonios que, con el pleno cumplimiento de las formalidades del 
debido proceso, han sido recaudados en otro trámite por otra entidad del 
mismo orden, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido de afirmar 
que la persona jurídica demandada –la Nación- es la misma que recaudó 

                                                           
48 La elucidación gramatical del sentido de las palabras a partir de las cuales se forjan las leyes, es 
apenas una etapa inicial en el proceso de interpretación de los textos jurídicos y, en la mayoría de 
los casos, el cumplimiento de dicha etapa no agota el proceso que debe seguirse para interpretar 
sentido de un mandato normativo. Al respecto dice Arturo Valencia Zea que “La deficiencia más 
grave del método de los glosadores o de los exégetas consiste en haber creído que la sola 
interpretación gramatical era suficiente para conocer el derecho. Los métodos modernos no 
condenan la exégesis, pues toda ley consta de palabras y proposiciones gramaticales que es 
necesario conocer en primer término; simplemente sostienen que la sola exégesis no es suficiente, 
y que de las palabras debemos remontarnos hasta los principios esenciales del sistema jurídico” 
(Valencia Z., Arturo, Ortíz M., Álvaro, Derecho Civil, Tomo I: Parte General y Personas, 
decimoquinta edición, Bogotá-2002, p. 115). 



las pruebas en una sede procesal diferente, lo que implica que, por 
tratarse de testimonios recopilados con la audiencia de la parte contra la 
que se pretenden hacer valer en el proceso posterior, son plenamente 
admisibles y susceptibles de valoración, según la interpretación más 
estricta que pueda hacerse de las formalidades establecidas en el 
artículo 229 del Código de Procedimiento Civil, según las cuales la 
ratificación de las declaraciones juramentadas trasladadas sólo es 
necesaria “… cuando se hayan rendido en otro [proceso], sin citación o 
intervención de la persona contra quien se aduzcan en el posterior…”.  
12.2.19. La anterior regla cobra aún mayor fuerza si se tiene en cuenta 
que, en razón del deber de colaboración que les asiste a las diferentes 
entidades del Estado49, a éstas les es exigible que las actuaciones que 
adelanten sean conocidas por aquellas otras que puedan tener un interés 
directo o indirecto en su resultado, máxime si se trata de organismos 
estatales que pertenecen al mismo orden, de tal manera que las 
consecuencias de una eventual descoordinación en las actividades de 
los estamentos del Estado, no puede hacerse recaer sobre los 
administrados, quienes en muchas ocasiones encuentran serias 
dificultades para lograr repetir nuevamente dentro del proceso judicial 
contencioso administrativo, aquellas declaraciones juramentadas que ya 
reposan en los trámites administrativos que han sido adelantados por las 
entidades correspondientes”. 

 

Con base en la anterior decisión, esta Sala, en providencia del 7 de septiembre de 

2015, Rad. 52.892, consideró que los medios probatorios trasladados a los cuales 

no puede dárseles valor probatorio por no cumplir los requisitos de ley, deben 

apreciarse como indicios. Así discurrió la Subsección:  

 

“Con base en los anteriores criterios, la Sala al no encontrar reunidos 
alguno de los supuestos de excepción no dará valor probatorio a 
medios probatorios trasladados desde el proceso penal ordinario, sin 
perjuicio de lo cual la Sala constata que examinados los mismos se 
valoraran como indicios, especialmente aquellos que establecen las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que falleció violentamente 
ADRIÁN VÉLEZ LONDOÑO, ya que pueden ser útiles, pertinentes y 
conducentes para determinar la vulneración de derechos humanos y 
las violaciones al derecho internacional humanitario o a otras normas 
convencionales que habrá que establecer con posterioridad, y para lo 
que es necesario tener en cuenta como indicio lo contenido en las 
mencionadas declaraciones, dando prevalencia a lo sustancial por 
sobre el excesivo rigorismo procesal”. 

 

Así las cosas, las pruebas trasladas del proceso penal, se valorarán conforme a lo 

expresado en líneas precedentes.  

 

2.3. Valoración de los recortes de prensa  

                                                           
49 Tal como lo ordena el artículo 113 de la Constitución Política al decir que “Los diferentes órganos 
del Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus 
fines”. 



 

En reciente jurisprudencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo50, la 

Corporación se pronunció sobre el valor probatorio de las noticias o reportajes 

periodísticos en el sentido de señalar que los reportajes, fotografías, entrevistas 

entre otros, son representativos del hecho que se dice registrar pero para que 

tengan valor probatorio deben ser valoradas en conjunto con los demás medios de 

prueba que obran en el proceso con algunas excepciones. Al respecto, sostuvo:  

 

“La Sala Plena Contenciosa debe nuevamente pronunciarse sobre el 
alcance o valor probatorio de las noticias, opiniones, reportajes, 
columnas aparecidas en los diversos medios de comunicación, esta 
vez, para ampliar la regla que fijó la Sala en la sentencia de 29 de 
mayo de 201251, según la cual estas solo pueden “  … servir como 
indicador para el juez, quien a partir de ello, en concurrencia con otras 
pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, podría llegar a 
constatar la certeza de los hechos.” 

 

Es decir, aquellos solo podían ser apreciados si en conjunto con otras 
pruebas, se llegaba a la certeza del hecho registrado.  

 

En esta ocasión, la regla del valor probatorio de estos se ampliará 
para indicar que también se les reconoce este, cuando estemos en 
presencia de i) hechos notorios y/o públicos y ii) transcriban 
declaraciones o comunicaciones de servidores públicos.  

 

La regla general que se ha venido aplicando desde 2012 por esta 
Corporación, señala que los reportajes, fotografías, entrevistas, 
crónicas, noticias que aparecen en los diversos medios de 
comunicación  tiene valor probatorio si en conjunto con otros medios 
de prueba, permiten determinar o corroborar hechos alegados en el 
respectivo proceso.  

 

Por sí solos, entonces, solo sirven para determinar que un hecho se 
registró, sin que puedan tenerse como prueba de lo que en ellos se 
dice reproducir52.   

(…) 

Es decir, hasta la fecha se ha diferenciado entre la publicación en sí 
misma considerada y lo que en ella se divulga, para restarle valor 

                                                           
50 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 14 de julio de 
2015, Rad. 201400105. 
51 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 29 de mayo de 
2012. Expediente 110010315000201101378-00. Actor: Jairo Adbeel Ovalle Londoño. 
Demandados: Bernardo Miguel Elías Vidal y Musa Besaile Fayad. Consejera Ponente: Susana 
Buitrago Valencia. 
52 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia de junio 6 de 2007. Expediente AP-00029, 
Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez. 



probatorio a lo que en ella se registra sino está acompañada de otros 
medios probatorios.  

 

Por tanto, el convencimiento del juez frente a la entrevista, la columna 
o la declaración en el medio, no depende de lo que en ellas se dice, 
sino de los medios de prueba idóneos para determinar si lo que en 
ellos se plasma es veraz.   

 

Razón por la que generalmente se exige el testimonio, por ejemplo, 
del que ofreció la declaración, entrevista, crónica, reportaje, para que 
ratifique lo que enunció en el medio, así como otras circunstancias 
para lograr o llegar a la llamada verdad procesal. 

 

La regla expuesta será reiterada por la Sala Plena Contenciosa en 
esta ocasión, pero a partir de esta decisión, aquella será 
complementada en estos dos eventos: i) cuando en dichos medios se 
reproducen hechos públicos y/o notorios y ii) cuando en ellos se 
reproducen declaraciones y/o manifestaciones de servidores públicos, 
Vgr. Congresistas, Presidente de la República, Ministros, Alcaldes, 
Gobernadores, etc.,  

 

Estas excepciones son las mismas que introdujo la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en su jurisprudencia53 y que en 
razón de su relevancia e importancia, serán acogidas por la Sala 
Plena de lo Contencioso a partir de esta decisión.  

 

En efecto, según el criterio de ese órgano de justicia, cuando en 
dichos medios se recojan hechos públicos o notorios, declaraciones o 
manifestaciones públicas de funcionarios del Estado, estos deben ser 
valorados, razón por la que su inserción en el respectivo medio de 
comunicación es una prueba del hecho y no simplemente de su 
registro. 

 

4. Acervo probatorio 

 

De los medios de prueba allegados al expediente, la Sala resalta:  

 

4.1. Copia de los registros civiles de nacimiento de los señores Luz Adriana 

Infante Largo, Samuel Nahum Infante Largo, Alba Lucía Infante Álvarez, Leidy 

Viviana Largo Guapacha, Pedro Antonio Infante Largo, Luis Alberto Infante Largo, 

                                                           
53 CORTE INTERAMERICA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Velásquez Rodríguez Vs. 
Honduras, supra nota 24, párr. 146; Caso Fairen Garbi y Solis Corrales, de 15 de marzo de 1989, 
párr. 145. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú, supra nota 44, párr. 25, Caso Garibaldi Vs. Brasil, supra 
nota 32, párr. 70. Caso Radilla Pacheco Vs. Estado Unidos Mexicanos. Igualmente, Caso Vélez 
Restrepo y Familiares Vs. Colombia, caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia 



Diego Alejandro Alvarán Infante, Camila Andrea Jaramillo Infante y Oscar Andrés 

Alvarán Infante, que dan cuenta que la víctima era hijo de Jeremías Infante 

Álvarez, hermano de Luz Adriana, Samuel, Alba Lucía, Leidy Viviana y Luis 

Alberto y tío de Diego Alejandro, Camila Andrea y Oscar Andrés [fl. 67,68, 69, 70, 

72, 75, 79, 80 c1]. Respecto a la señora María Nelly Largo Guapacha, madre de la 

víctima, se tiene que en el registro civil de nacimiento del señor Pedro Antonio 

Infante Largo aparece con el nombre de Marleny Largo de Infante, sin embargo, el 

número de cédula de ciudadanía coincide con el de la cédula de la señora María 

Nelly aportada con la demanda, así como con el poder otorgado en el proceso [fls. 

2 y 14 c1]. Por tanto, se tendrá por acreditada su calidad de madre de la víctima 

directa.  

 

Finalmente, la Sala pone de presente que obra registro civil de nacimiento del 

señor Alquer Miguel Infante Largo, hermano de la víctima, sin embargo no obra en 

el proceso como parte demandante [fl. 73 c1]. 

 

4.2. Copia auténtica del registro civil de defunción de Pedro Antonio Infante Largo, 

en el que se hace constar que falleció el 18 de diciembre de 2007, en el municipio 

de Buenos Aires, Cauca [fl.76 c1]. 

 

4.3. Recorte de prensa sin identificación del medio de comunicación, cuya nota se 

titula “`Mama Juana´ secuestró a los ex diputados del Valle” y en la cual se 

informó sobre la captura de unos presuntos guerrilleros y la muerte en combate de 

alias `JJ´ y `el negro´ [Fl. 24, c1]. 

 

4.4. Noticia obtenida de la página web de El País, publicada el 7 de noviembre de 

2008, bajo el título “Nuevo caso reportado como `falso positivo´, en el que se 

relatan los hechos de la demanda [fl. 25 c1]. 

 

4.5. Noticia de la página Web de la Organización Nacional Indígena de Colombia – 

ONIC – que se titula “!!Sindicación (sic) de Guerrilleros: Argumento Efectivo en 

Colombia Civiles!!!”. En la nota de prensa se informó acerca del asesinato de los 

jóvenes Aleyser Ordóñez, José Ermides Escue y Edwin Guerrero, en los primeros 

días de enero de 2008, quienes habían sido detenidos por soldados del batallón 

Codazzi, en el municipio de Buenos Aires, Cauca; así como la muerte de Pedro 

Antonio Infante y Yobanino Chocó a manos de miembros del Ejército Nacional. La 



organización etnias de Colombia reportó información similar en su página Web [fls. 

27 a 44 c1]. 

 

4.6. Testimonio rendido por la señora María Omaira Castrillón Atehortúa, en cuya 

casa pernoctó la víctima la noche antes de su muerte. Al respecto indicó: “(…) el 

día lunes a la cuatro de la mañana no cuerdo la fecha (sic) y ello o sea Pedro y un 

amigo de él de nombre Giovanni se levantaron a las cuatro de la mañana de mi 

casa en donde durmieron porque les cogió la tarde arreglando un televisor y yo les 

di posada porque se les hizo tarde y se levantaron a las cuatro de la mañana para 

poder viajar y Giovanni le dijo a Pedro que lo llevara a la finca del papá de 

Giovanni y antes de salir yo les di cafecito y ellos salieron y al poco tiempo de 

haber salido de mi casa se escucharon tiros y de allí no sé más”. A la pregunta 

sobre la forma en que se movilizaba el señor Infante, contestó: “en una moto que 

era de él”; respecto a si lleva armamento respondió: “no, no portaba ningún arma”. 

Asimismo, sostuvo que las muertes se dieron como a una cuadra de su casa [fls. 

14 y 15, c. de pruebas 1]. 

 

4.7. Declaraciones de los señores Jesús Mejía y Luz Marleny Suárez Soto, 

quienes conocían a la víctima y sabían de su oficio reparando electrodomésticos 

incluso desde antes de que se trasladara a Santander de Quilichao [fls. 17 a 24, c. 

de pruebas 1]. 

 

4.8. Copia auténtica de un informe de los hechos ocurrido el 18 de diciembre de 

2007, suscrita por el Comandante de la Compañía A del Batallón de Ingenieros No 

3 “Coronel Agustín Codazzi”, en el que se relató: 

“Aproximadamente a las 4:30 horas en la vereda Aventura Jurisdicción 
del Municipio de Buenos Aires (…), la compañía “A” con el 
destacamento especial de combate Antorcha 1, sostuvo contacto 
armado con terroristas integrantes dela COMPAÑÍA MOVIL MILLER 
PERDOMO  de las ONT-FARC dejando como resultado dos terroristas 
muertos en combate. Los particulares muertos en combate se 
desplazaban de oriente a occidente por un sendero, en dirección 
contraria al eje de avance de las unidades militares sobre la vía que 
conduce de la vereda el Sedal a la población de Timba.  
 
Al parecer era un grupo conformado por tres o cuatro sujetos lo cual 
no se pudo establecer por la dificultad del terreno y las limitaciones de 
visibilidad del área; inmediatamente la unidad se choco (sic) de frente 
con los terroristas se lanzó la proclama ordenándoles alto que se 
detuvieran y se identificaran, identificando la unidad militar y estos 
hicieron caso omiso a esta orden, abrieron fuego hacía el personal 
orgánico de la unidad quienes al ser atacados respondieron con fuego 
para repeler al enemigo.  



(…) 
Los sujetos muertos en combate vestían ropa particular: uno de ellos 
vestía pantalón jean color azul con chaqueta de jean del mismo color 
camisa de rayas azules con amarillas y botas de caucho tipo 
pantaneras, así mismo (sic) portaba una escopeta repetición tipo 
guacharaca marca remington con capacidad para seis cartuchos 
calibre 12 con guardamano y cantonera de madera y una granada de 
mano tipo fragmentación de marca desconocida color verde oliva. El 
otro sujeto vestía pantalón azul con suéter tipo cami-buso se 
encontraba descalzo dentro de un caño que conduce al río timba ya 
que al parecer se desprendió de su calzado para poder atravesar este 
obstáculo, así mismo (sic) portaba un revolver calibre 38 con 
capacidad para seis cartuchos con cacha de madera sin nomenclatura 
[fl. 27, c de pruebas 1]. 
 

4.9. Copia auténtica de la investigación penal 6791, surtida por la Fiscalía 

Especializada 71 e iniciada ante la justicia penal militar, con ocasión de los hechos 

ocurridos el 17 de diciembre de 2007, en el que perdió la vida el señor Pedro 

Antonio Infante Largo, del que se resalta:   

 Informe ejecutivo de los hechos rendido por la Fiscalía General de la 

Nación, en el que se narraron los hechos de la siguiente manera: 

“Siendo las 08:00 horas de día 18 de diciembre del año 2007, fuimos 
informando por el jefe de unidad del C.T.I de Puerto Tejada 
solicitando el apoyo de la unidad de URI de Santander de Quilichao 
para la inspección de dos cadáveres en el municipio de Buenos 
Aires, corregimiento de Timba; iniciamos el desplazamiento a dicho 
lugar con tropas del ejército nacional al lugar de los hechos, más 
exactamente en la vía que conduce del corregimiento de Timba a la 
vereda la Ventura, finca el Palmar; se hallaron dos cuerpo sin vida 
abatidos con arma de fuego, el primero de ellos según información 
del ejército se trataba del comandante JJ hombre de una edad 
aproximada de 35 años, se le realizó al cadáver prueba de absorción 
de residuos de disparo con kit No. 090295; en el momento de la 
diligencia se le halló una escopeta de repetición de calibre 12 con 
cinco cartuchos para la misma, uno de ellos disparado, en la cintura 
se le encontró en la parte derecha una granada de fragmentación de 
color verde, evidencias que han sido sometidas a rotulación y 
cadena de custodia;  su identificación se logró establecer en la 
morgue del hospital de Buenos Aires (Cauca), la cual fue realizada 
por parte de su hermana Luz Adriana Infante Largo. El cuerpo fue 
encontrado a 50 metros aproximadamente, de la vía carreteable en 
margen derecha, en posición de cubito dorsal, brazo derecho en 
extensión la escopeta; cabeza al sur-occidente y pies al nor-oriente; 
al realizar inspección al cadáver no se encontraron documentos de 
identificación. El segundo cuerpo, fue encontrado a unos 50 metros 
hacia el occidente cerca de una casa abandonada en una zona 
pantanosa, en posición de cubito lateral derecho, pies al norte, 
cabeza al sur-occidente, según el Ejército Nacional ésta persona 
pertenecía al grupo subversivo de las Farc; su identificación se logró 
establecer en la morgue del hospital de Buenos Aires, por medio de 
su hermana Olivia Choco Arara; le fue encontrado en su mano 
derecha un revolver calibre 38 largo y un teléfono celular de marca 



Nokia 1100 en su bolsillo delantero izquierdo del pantalón, con tres 
cartuchos sin percutir y uno percutido, se le realizó al cadáver 
prueba de absorción de residuos de disparo con kit No. 090302; al 
llegar a la escena a eso de la 09:00 horas, no se encontró la escena 
protegida, por lo que no se diligenció acta de primer respondiente. A 
los dos cuerpos que yacían muertos, se les realizó la prueba de 
absorción atómica o residuos de disparo en el lugar de los hechos. 
Apareció una motocicleta AX 100 de placas FTG61A la cual 
encontraron cerca al lugar de los hechos por la misma vía, de 
acuerdo a información aportada por la hermana del occiso Pedro 
Antonio Infante Largo corresponde al mismo vehículo en el que se 
movilizaba dicha persona. (…)” [fl. 54 a 58, c de pruebas 1].  

 

 Entrevistas rendidas ante la Policía Judicial, el día de los hechos, por los 

señores Nelly Johana Quintero García, compañera sentimental del señor 

Pedro Infante, quien relató que la víctima fue el día anterior a la vereda La 

Ventura a arreglar un televisor y avisó que como era tarde iba a dormir en el 

lugar, sostuvo que era un hombre de hogar que se dedicaba al arreglo de 

electrodomésticos [fl. 59, c de pruebas 1]; Luz Adriana Infante Largo, 

hermana del señor Infante, quien señaló que su hermano vivía de arreglar 

televisores, no tenía ningún apodo y sus amistades eran los residentes de 

Timba [fl. 61, c de pruebas 1];José Carlos López Humanez, comandante de 

la compañía del Ejército Nacional que realizó la operación, quien sostuvo 

que los hechos ocurrieron hasta las 4:20 de la mañana, que por el número 

de disparos los sujetos que dispararon eran dos, que alias J.J. pudo 

identificarse por los moradores del sector pero que no había sido posible 

verificar dicha información, asimismo señaló que a la segunda víctima no se 

le pudo identificar armamento porque su cuerpo estaba sumergido en un rio 

[fls. 62 a 64, c de pruebas 1]. 

 Formatos de inspección a los cadáveres de las víctimas, realizado el 18 de 

diciembre de 2007, a las 9:45 am, donde se dejó constancia del armamento 

que les fue hallado, el cual coincide con el reportado en el informe del 

Ejército Nacional, así: “escopeta calibre 12 recortada y una granada de 

(ilegible) de fragmentación al cinto derecho y en su bolsillo izquierdo dos 

cartuchos calibre 12 (bolsillo trasero) y un cartucho calibre 12 en su bolsillo 

izquierdo delantero” [fls. 69 a 80, c de pruebas 1]. 

 Informe técnico al vehículo moto de placa FTG61A, ubicado en el 

parqueadero de bomberos de Santander de Quilichao, del cual solo se 

encuentra aportado un folio en el cual se describe el automotor [fl. 86, c de 

pruebas 1]. 



 Oficio manuscrito del 18 de diciembre de 2007, mediante el cual el sargento 

segundo del Batallón Codazzi Erley Díaz Penagos, solicita al cuerpo de 

bomberos de Santander de Quilichao, asignar custodia de la motocicleta 

FTG-16A, la cual hace parte del proceso 200780199, por el delito de 

homicidio [fl. 87, c de pruebas 1]. 

 Testimonio rendido por la señora María Fernanda León Mosquera, 

compañera permanente de Yobanino Chocó Ararat, ante la Fiscalía 

Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Seccional 01 Santander de 

Quilichao, quien relató sobre la muerte de su compañero: 

“(…) tenía como una cortada a un lado de la frente, tenía los 
dedos chuzados, como cortados en las yemas de los dedos, y 
como moretones o golpes en el cuerpo, en las muñecas de las 
manos, yo no quize (sic) o no tuve el valor de verle las heridas de 
bala del cuerpo porque cuando lo destapo EDINSON CHOCO 
ARARAT, el hermano, yo me retire ( se deja constancia de que 
en el transcurso de la presente entrevista, la declarante llora 
insistentemente). El esa noche se quedó en la casa de una 
señora llamada MAIRA, que es muy conocida de allá, y allá 
estaba PEDRO INFANTE que tenía moto YOBANINO le pidió el 
favor de que lo llevara a la finca del papá, y salieron como a las 4 
o 5 de la mañana, esto me lo contó la señora MAIRA donde él se 
quedó. (…) 

El dejó guardando la moto en la casa de MAIRA y se fueron en la 
de PEDRO INFANTE. El salió ese martes a esas horas tan 
temprano porque tenía que llegar a la finca del papá donde él 
trabajaba temprano, por que inclusive iban a cosechar café y 
habían contratado más trabajadores para empezar el lunes y 
YOBANINO no había ido por quedarse en Timba conmigo y con 
los niños. (…) 

El día que mi cuñada fue a Buenos Aires a recibir el cuerpo de mi 
esposo, estaba el C.T.I. le habían dicho que él era un alias JJ 
escolta de MAMAJUANA y mi cuñada le aclaro que él no era 
ningún JJ sino que el nombre era Yobanino y el conocimiento 
que yo tengo es que por que dizque él era el escolta de 
Mamajuana y que lo estaban cuidando, y después de que los 
mataron el Ejercito bajo hasta el pueblo de Timba C. y se llevaron 
a cinco personas detenidas, que supuestamente entre ellos iba 
Mamajuana supuestamente el que mi marido estaba cuidando, 
eso queda retirado, como a media hora en carro, y eso es 
totalmente falso porque mi esposo se dedicaba a la agricultura, 
más en la finca, el papá le pagaba partiendo la ganancia, de 
acuerdo a lo que cosecharan y el producto lo vendían en Suarez, 
donde compran café. Yo llevaba viviendo con él tres años y 
desde que lo conocí ha trabajado en la finca cosechando café 
con el papá quien se llama SABINO CHOCO, muy conocido en 
Timba C. Yobanino nunca andaba armado, nunca le conocí 
armas. (…)” [fl. 90 a 91, c de pruebas 1]. 

 



 Testimonio rendido por la señora Luz Adriana Infante Largo, hermana de 

Pedro Antonio Infante, ante la Fiscalía Delegada ante los Jueces Penales 

del Circuito Seccional 01 Santander de Quilichao, quien relató sobre los 

hechos: 

“(…) después ya como a las dos de la tarde me dirigí al hospital 
de Buenos Aires a reconocerlo a ver si era él, cuando yo me 
cuenta (sic) él era, y cuando comencé a detallarlo como le 
había quedado el cuerpo, y detalle que estaba bastante 
torturado, tenía los dedos de la mano derecha de la parte de la 
raíz cortados y chuzados como si hubiera sido con aguja 
grande , la espalada estaba moreteada, como si le hubieran 
dado con una vara o varilla, la pierna la tenía totalmente partida 
por recibir varios tiros de arma de fuego, y en la espalda tenía 
muchos impactos de arma de fuego, cuando él salió de la casa 
fue con zapatos de material y cuando fui a reconocerlo tenía 
botas de caucho o plásticas, si el ejército dice que era un 
miliciano porque le colocaron un arma de fuego en la mano 
izquierda, porque era manejaba (sic) la mano derecha, si el 
supuestamente tuvieron (sic) enfrentamientos con el ejército 
porque le pusieron un arma de fuego en la mano izquierda si él 
era derecho y como iba a disparar con la mano derecha si tenía 
los dedos cortados desde la raíz el nunca portaba armas un 
munición, él no prestó servicio militar. (…) 

Yo he recibí (sic) una llamada a mi celular, diciéndome ¨es 
usted hermana de PEDRO ANTONIO es mejor que deje las 
cosas así, no le meta Ley al caso de mi hermano, que es mejor 
que no juegue con candela, porque usted está corriendo 
peligro¨ yo le pregunte que quien era y me colgaron, en el 
identificador de mi celular salió registrado sin número y privado. 
(…)”. [fl. 92 y 93 c de pruebas 1] 

 

 Diligencia de entrega definitiva de la motocicleta marca Suzuki AX-100, de 

placas FTG-61A, a la señora Mireya Rico Elejalde, propietaria, la cual se 

encontraba dentro del asunto 200780199, desde el 18 de diciembre de 

2007, la cual se encuentra en el parqueadero de bomberos [fl. 99, c de 

pruebas 1]. 

 Oficio de 14 de febrero de 2008, dirigido por la fiscal 01 seccional ante los 

Jueces Penales del Circuito de Santander de Quilichao, en el que solicita 

que el caso sea conocido Unidad Nacional de Derechos Humanos y 

derecho Internacional Humanitario, dado lo relatado por los familiares de la 

víctimas y el gran interés de “los señores integrantes del Ejército Nacional, 

quienes hacen presencia constante en este Despacho a fin de enterarse del 

estado de la investigación” [fl. 94 y 95, c de pruebas 1]. 

 Análisis de residuos de disparo en mano del señor Yobanino Chocó Arara, 

quien resultó positivo para bario y negativo para antimonio, plomo, relación 



antimonio / baro, en dorso y palma derecha e izquierda; en consecuencia 

se concluyó “incompatible con residuos de disparo en mano” [fl. 107, c de 

pruebas 1]. 

 Entrevista rendida por María Omaira Castrillón de Atehortúa, quien sostuvo: 

“(…) entonces ese día ya eran como las 5:30 am y cuando ya se escuchó 

fue la balacera, a ellos los mataron más arriba de mi casa, como a una 

cuadrita, eso no era enfrentamiento como dicen por que (sic) a Pedro no le 

vi armas, él vació toda la herramienta en el piso y no llevaba armas y 

además también se quitó la camisa y YOBANI no llevaba bolso ni nada y 

tampoco tenía armas. Pues por ahí dice (sic), a uno no le consta, dicen que 

fue la tropa que los mató, como ellos estaban ahí, por la parte de arriba de 

la casa esa noche (…) a mi me dijeron, porque yo no me fui a asomar 

porque me da mierdo, me dijeron que a PEDRO le habían puesto una 

metralleta en las manos, no supe nada más” [fl. 116, c de pruebas 1]. 

 Auto del 19 de mayo de 2008, proferido por el Juez 52 de Instrucción Penal 

Militar mediante el cual declara legalmente incorporado al expediente, la 

prueba documental anticipada proveniente de la Fiscalía General de la 

Nación [fl.118 y 119, c de pruebas 1]. 

 Declaración rendida por el señor Carlos López Humanez, Orgánico del 

Batallón de Ingenieros 3 “Agustín Codazzi”, ante el Juzgado 52 de 

Instrucción Penal Militar, quien comandó la compañía el día de los hechos y 

manifestó que los sujetos muertos hicieron caso omiso al alto al fuego y 

dispararon hacía la tropa, por lo que se reaccionó en estado de defensa. 

Afirmó que los particulares se desplazaban a pie y no recuerda si se 

incautaron motocicletas. Manifestó que no llevaban ninguna guía pero 

posteriormente llevaron a una desertora de la guerrilla para que identificara 

a los capturados de una operación que se realizó horas después; en cuanto 

a la identificación de los occisos señaló que fue la población quien 

suministró los alias [fl. 124 a 129, c de pruebas 1]. 

 Declaración rendida por el Cabo Segundo Manuel Octavio Sepúlveda Avila, 

Orgánico del Batallón de Ingenieros 3 “Agustín Codazzi”, ante el Juzgado 

52 de Instrucción Penal Militar, quien indicó que se realizó una operación 

para encontrar una caleta de la guerrilla; al momento de los hechos todo se 

encontraba muy oscuro y con poca visibilidad, él ordenó el alto al fuego y 

lanzó la proclama del Ejército Nacional a lo cual les contestaron con 

disparos de escopeta y fusil a lo cual reaccionaron. Indició que no observó 

motocicletas de los fallecidos [fls. 130 a 133, c de pruebas 1]. 



 Misión táctica de la Tercera División, Tercera Brigada del Batallón de 

Ingenieros N. 3 “Coronel Agustín Codazzi”, a partir del 17 de diciembre de 

2007, a las 22:00, en  el área de Timba, Buenos Aires y Santander de 

Quilichao, para neutralizar las estructuras de la columna móvil Miller 

Perdomo de las FARC [fls. 169 a 171, c de pruebas 1]. 

 Informe de patrullaje  del 18 de diciembre de 2007, de la Compañía A, del 

Batallón de Ingenieros N. 3 “Coronel Agustín Codazzi”, dentro de la misión 

táctica iniciada el 17 de diciembre de 2007, a las 22:00; se deja constancia 

de un combate de encuentro aproximadamente a las 4:30 horas, “arrojando 

como resultado dos terroristas integrantes de la columna móvil Miller 

Perdomo dela ONT-FARC muertos en combante” [fls. 172 a 174, c de 

pruebas 1]. 

 Protocolo de necropsia 002 de Pedro Antonio Infante Largo, de la que se 

resalta que en la mano derecha se observa laceración, pérdida de tejido y 

fractura multifragmentaria de cuarto y quinto dedo [fl. 214 a 218, c de 

pruebas de 2]. 

 Testimonio rendido por la señora Luz Adriana Infante Largo, hermana de la 

víctima, ante el Juzgado 52 de Instrucción Penal Militar, quien sostuvo que 

su hermano había sido torturado, que los dedos de la mano los tenía 

cortados [fl. 247 a 252, c de pruebas de 2].  

 Diligencia de versión libre rendida por Luis Enrique Valoyes Mena, ante el 

Juzgado 52 de Instrucción Penal Militar, quien manifestó que en la 

operación tenían como guía a la guerrillera que había desertado y fue quien 

reconoció a los fallecidos como guerrilleros. Asimismo, indicó que al 

amanecer se encontró una motocicleta en la berma de la carretera [fl. 254 a 

261, c de pruebas 2]. 

 Diligencia de versión libre rendida por Manuel Antonio Sepúlveda Ávila, 

ante el Juzgado 86 de Instrucción Penal Militar – por comisión, quien indicó 

que en el operativo no hubo muertos ni heridos de la tropa y que no 

llevaban guía [fls. 267 a 270, c de pruebas 2]. 

 Declaración rendida por Saulo Alarcón, desmovilizado de las FARC, quien 

afirmó que alias JJ y Jeobanino Chocó, alias Kaiser, habían sido dados de 

baja por el Ejército. Le pusieron a disposición unas fotografías en las que 

identificó a algunas personas, ninguna de ellas correspondía a alias JJ ni a 

Pedro Antonio Infante Largo [fl. 277 a 281, c de pruebas 2]. 

 Declaración rendida por José Raúl Manrique Triana, investigador del CTI, 

quien realizó el levantamiento de los cadáveres; al respecto afirmó que la 



diligencia se hizo en forma rápida porque, conforme a lo informado por el 

Ejército, en la zona había presencia de subversivos y por tanto no pudo 

determinar si había huellas de tortura, sin embargo sostuvo que en uno de 

los cadáveres se encontró la destrucción de dos dedos que impidieron 

tomar en buena forma la necrodactilia [fl. 335 a 337, c de pruebas 2]. 

 Oficio DAS SVAC GOPE IDEN 38931-1 del Departamento Administrativo de 

Seguridad – DAS mediante el cual se certificó que Yobanino Chocó Ararat 

había sido condenado por fabricación, tráfico y porte de armas de fuego y 

Pedro Antonio Infante Largo no registraba antecedentes [fl. 338, c de 

pruebas 2]. 

 Oficio del 19 de enero de 2011, sin que sea legible la entidad que lo profirió, 

en el que se hace constar que en las bases de datos no figuran órdenes de 

captura o medida de aseguramiento contra Yobanino Chocó Ararat y Pedro 

Antonio Infante Largo [fl. 406, c de pruebas 4]. 

 Decisión del 2 de marzo de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional 

Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, mediante la cual 

resolvió el conflicto de competencias suscitado entre la Fiscalía 71 

Especializada de Cali y el Juzgado 3° de Instancia de Brigada, mediante la 

cual se resolvió dirimir el mismo atribuyendo el conocimiento a la 

jurisdicción ordinaria. El Consejo Superior consideró que hay duda sobre el 

verdadero motivo de la muerte de los señores Infante Largo y Chocó Ararat 

y por tanto debe ser la justicia ordinaria quien conozca del delito [fls. 422 a 

445, c de pruebas 3]. 

 Informe de análisis a documentos del proceso Rad. 6791, realizado por un 

funcionario de la Fiscalía General y oficial de la reserva del Ejército 

Nacional quien concluyó que existe contradicción entre las declaraciones de 

los militares en relación a: 1) no haber visto la moto en que se desplazaban 

las víctimas y posteriormente la moto es entregada por el Sargento Díaz 

Penagos en los bomberos de Santander de Quilichao; 2) la inconsistencia 

en cuanto a los hombres que participaron en el operativo; 3) la mayoría de 

declarantes afirmaron que no llevaban guía pero uno dice que sí, además 

que reconoció en el lugar los cuerpos de los muertos; 4) en las 

declaraciones, los militares coinciden en afirmar que el contacto duró entre 

3 a 10 minutos, lo que no coincide con la cantidad de munición gastada – 

450 cartuchos de ametralladora y 485 de fusiles, además de dos granadas 

de mano; la misión era recuperar un fusil abandonado por una 



desmovilizada pero se terminó dando de bajo a dos guerrilleros y 

capturando otros en zona urbana de Timba (fl. 489 a 494, c de pruebas 3).  

 Oficio S-2012 40677 SIJIN del 11 de septiembre de 2012, en el que se 

informa que el señor Yobanino Chocó Ararat registra sentencia 

condenatoria por el delito de fabricación, tráfico y porte de armas y Pedro 

Antonio Infante Largo, no registra antecedentes [fl. 523, c de pruebas 3]. 

 Testimonios rendidos por los militares Erley Díaz Penagos y Ricardo Ortiz 

Bautista, en relación con la motocicleta del señor Infante Largo. Díaz 

Penagos manifestó que no había estado en el lugar de los hechos y en 

cuanto al documento de entrega de la motocicleta en el cuerpo de 

bomberos, sostuvo que era su firma pero no la letra, pero adujo que alguien 

pudo haberle ayudado porque sus escritos son ilegibles. Ortiz Bautista 

sostuvo que le informaron que la mota pertenecía a las personas con las 

que se había enfrentado el Ejército y la ordenaron poner a disposición de la 

policía Judicial [fls 554 a 560, c de pruebas 3]. 

 Entrevista rendida por el soldado voluntario Miguel Ángel Caicedo Cuero, 

quien afirmó que sintió disparos de pistola o revólver pero no de fusil [fls. 

579 y 580, c de pruebas 3]. 

 Informe rendido por el laboratorio de balística forense del CTI, en el que se 

concluyó:  

“Los orificios producidos por proyectiles disparados en armas de 
fuego encontrados en los cuerpos de los occisos (protocolos de 
necropsía) fueron enumerados del 1 al 8 según su orden. 
Teniendo en cuenta la ausencia de información referente a si se 
encontró o no particulas de residuo de disparo (tatuajes y 
ahumamiento) sobre la periferia de los orificios de entrada 
descritos en los protocolos de necropsía analizados en el 
presente informe, occisos Yobanino Chocó Ararat y Pedro 
Antonio Infante Largo, se concluye entonces que por dicha 
ausencia, los disparos fueron realizados a larga distancia. 
De acuerdo a lo anterior, la larga distancia en balística es 
aquella que excede a los 3 metros entre la boca de fuego del 
arma y el blanco impactado (para armas largas, sin obstáculo 
entre la boca de fuego del arma y la zona impactada). No se 
tuvo en cuenta el estudio de prendas; no se encontró registro si 
hubo o no dicho estudio. 
Con base en los protocolos de necropsía, al realizar 
diagramación de trayectorias según ubicación de los orificios 
sobre la anatomía humana, los dos occisos presentan 
recepción de disparos de pie. Además el primero (Choco) en 
posición inclinado o agachado y de cubito abdominal. Mientras 
que el segundo (Infante) además de la de pie, de cubito dorsal 
o boca arriba. (…) 



Tras lo anterior, es generada la conclusión de la presencia de 
más de un tirador al momento de los disparos, o que sus 
cuerpos tuvieron movimientos al momento de los mismos.  
La posición del cuerpo hallada en la imagen digital 0220-03 del 
informe fotográfico (…), no es coincidente con la recepción de 
disparos de las posibles posiciones 2 y 3 del protocolo de 
necropsía del occiso Choco Ararat. 
Los orificios ubicados en miembros superiores del occiso 1, no 
fueron diagramados debido a que se encuentra en región 
anatómica móvil, la cual puede adquirir innumerables 
posiciones al momento de recibir los disparos. 
Los orificios de cuello, tórax y dorso del occiso 2 Infante Largo, 
presentan inconsistencias en cuanto a la ubicación con 
respecto al orificio de salida. Razón por la cual no se 
diagramaron sus trayectorias.  
Tanto el informe fotográfico número 0220, como las dos actas 
de inspección técnica a cadáver y el bosquejo topográfico del 
lugar de los hechos referencian dos armas de fuego y munición. 
Elementos de los que se desconoce su ubicación o si se realizó 
análisis balístico” [fls. 595 a 600, c de pruebas 3 y 601 a 604, c 
de pruebas 4]. 
 

 Informe fotográfico 0220 (23 imágenes) realizado por el CTI, al momento de 

la inspección de los cadáveres, el 18 de diciembre de 2007. En las 

imágenes 06 y 07 se observa a Pedro Antonio Infante Largo, con un arma 

de fuego en su mano derecha [fls. 642 a 645, c de pruebas 4]. 

 

5. Análisis de responsabilidad 

 

Toda vez que la sentencia de primera instancia denegó las pretensiones de la 

demanda y fue apelada por la parte actora al considerar que se trataba de un caso 

de violación a los derechos humanos, que exige flexibilidad de la prueba, la Sala 

procede a analizar los elementos de la responsabilidad del Estado y en caso que 

el daño antijurídico sea imputable a la entidad demanda, a realizar la tasación de 

los perjuicios solicitados y la medidas de reparación integral que estime 

pertinentes.  

 

Sin embargo, antes de abordar el estudio de los fundamentos de la 

responsabilidad y su acreditación para el caso en concreto, debe tenerse en 

cuenta que en esta providencia la Sala ejerce un control de convencionalidad en 

los siguientes términos. 

 

5.1. Control oficioso de convencionalidad54. 

 

                                                           
54 Puede verse: Sección Tercera, Sala de Sub-sección C en la sentencia de 3 de diciembre de 
2014, expediente 35413. 



El control de convencionalidad55 es una manifestación de lo que se ha dado en 

denominar la constitucionalización del derecho internacional, también llamado con 

mayor precisión como el “control difuso de convencionalidad,” e implica el deber 

de todo juez nacional de “realizar un examen de compatibilidad entre las 

disposiciones y actos internos que tiene que aplicar a un caso concreto, con los 

tratados internacionales y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos.”56 

 

Si bien, como construcción jurídica, el control de convencionalidad parece tener su 

origen en la sentencia proferida en el “caso Almonacid Arellano y otros vs Chile,”57 

lo cierto es que desde antes del 2002,58 e incluso en la jurisprudencia de los años 

noventa de la Corte Interamericana de Derechos, ya se vislumbraban ciertos 

elementos de este control de convencionalidad. 

 

Se trata, además, de un control que está dirigido a todos los poderes públicos del 

Estado,59 aunque en su formulación inicial se señalaba que eran los jueces los 

llamados a ejercerlo. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar cómo en el “caso Almonacid Arellano y 

otros vs. Chile,” la Corte Interamericana de Derechos Humanos proyecta el control 

de convencionalidad, pues allí se afirma que constituye una obligación en cabeza 

del poder judicial ya que “cuando el Legislativo falla en su tarea de suprimir y/o no 

adoptar leyes contrarias a la Convención Americana, el Judicial permanece 

vinculado al deber de garantía establecido en el artículo 1.1 de la misma60 y, 

                                                           
55 Cfr. SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. “La cláusula constitucional de la responsabilidad 
del Estado: Estructura, régimen y el principio de convencionalidad como pilar de su construcción 
dogmática”, en BREWER CARÍAS, Allan R., SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando (Autores). 
Control de Convencionalidad y Responsabilidad del Estado, 1 ed. Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, 2013. Págs. 175-181 
56 “Lo anterior implica reconocer la fuerza normativa de tipo convencional, que se extiende a los 
criterios jurisprudenciales emitidos por el órgano internacional que los interpreta. Este nuevo tipo 
de control no tiene sustento en la CADH, sino que deriva de la evolución jurisprudencial de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”. FERRER MAcGREGOR, Eduardo. “El control difuso de 
convencionalidad en el estado constitucional”, en 
[http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2873/9.pdf; consultado 9 de febrero de 2014]. 
57 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 
sentencia de 26 de septiembre de 2006. 
58 “[…] El control de convencionalidad que deben realizar en el sistema del Pacto de San José de 
Costa Rica los jueces nacionales, parte de una serie de votos singulares del juez de la Corte 
Interamericana Sergio García Ramírez, v.gr., en los casos Myrna Mack Chang (25 de noviembre de 
2003, considerando 27) y Tibi (7 de septiembre de 2004, considerandos 3 y 4)”. SAGÜÉS, Néstor 
Pedro, “El control de convencionalidad en el sistema interamericano, y sus anticipos en el ámbito 
de los derechos económico-sociales, concordancias y diferencias con el sistema europeo”, en 
[http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3063/16.pdf; consultado el 9 de febrero de 2014]. 
59 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 
sentencia de 26 de septiembre de 2006, párrafo 123: “El cumplimiento por parte de agentes o 
funcionarios del Estado de una ley violatoria de la Convención produce responsabilidad 
internacional del Estado, y es un principio básico del derecho de la responsabilidad internacional 
del Estado, recogido en el derecho internacional de los derechos humanos, en el sentido de que 
todo Estado es internacionalmente responsable por actos u omisiones de cualesquiera de sus 
poderes u órganos en violación de los derechos internacionales consagrados, según el artículo 1.1 
de la Convención Americana”. 
60 “[…] El control de convencionalidad es consecuencia directa del deber de los Estados de tomar 
todas las medidas que sean necesarias para que los tratados internacionales que han firmado se 



consecuentemente, debe abstenerse de aplicar cualquier normativa contraria a 

ella.”61  

 

Lo anterior indica claramente que el juez nacional no sólo está llamado a aplicar y 

respetar su propio ordenamiento jurídico, sino que también debe realizar una 

“interpretación convencional”  para determinar si aquellas normas son 

“compatibles” con los mínimos previstos en la Convención Americana de Derechos 

Humanos y en los demás tratados y preceptos del derecho internacional de los 

derechos humanos y del derecho internacional humanitario.62 

 

Ese control de convencionalidad por parte de los jueces nacionales lo señala la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, así: 

 

“[…] La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos 
al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 
vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un 
tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte 
del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a 
velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde 
un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas 
jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención 
Americana de Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener 
en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del 
mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana”63. 

                                                                                                                                                                                 
apliquen cabalmente”. CARBONELL, Miguel, “Introducción general al control de convencionalidad”, 
en [http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3271/11.pdf; consultado el 9 de febrero de 2014]. 
61 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 
sentencia de 26 de septiembre de 2006, párrafo 123. 
62 “[…] Se trata de un estándar “mínimo” creado por dicho tribunal internacional, para que en todo 
caso sea aplicado el corpus iuris interamericano y su jurisprudencia en los Estados nacionales que 
han suscrito o se han adherido a la CADH y con mayor intensidad a los que han reconocido la 
competencia contenciosa de la Corte IDH; estándar que, como veremos más adelante, las propias 
Constituciones o la jurisprudencia nacional pueden válidamente ampliar, para que también forme 
parte del “bloque de constitucionalidad/convencionalidad” otros tratados, declaraciones e 
instrumentos internacionales, así como informes, recomendaciones, observaciones generales y 
demás resoluciones de los organismos y tribunales internacionales”. FERRER MAcGREGOR, 
Eduardo, “Interpretación conforme y control difuso de convencionalidad. El nuevo paradigma para 
el juez mexicano”, en [http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3033/14.pdf; consultado el 9 de 
febrero de 2014]. 
63 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 
sentencia de 26 de septiembre de 2006, párrafo 124. En opinión de Ferrer MacGregor: “Si 
observamos los alcances del “control difuso de convencionalidad”, podemos advertir que en 
realidad no es algo nuevo. Se trata de una especie de “bloque de constitucionalidad” derivado de 
una constitucionalización del derecho internacional, sea por las reformar que las propias 
Constituciones nacionales han venido realizando o a través de los avances de la jurisprudencia 
constitucional que la han aceptado. La novedad es que la obligación de aplicar la CADH y la 
jurisprudencia convencional proviene directamente de la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
como un “deber” de todos los jueces nacionales; de tal manera que ese imperativo representa un 
“bloque de convencionalidad” para establecer “estándares” en el continente o, cuando menos, en 
los países que han aceptado la jurisdicción de dicho tribunal internacional”. FERRER 



 

En suma, dada la imperiosa observancia de la convencionalidad basada en los 

Derechos reconocidos en la Convención Americana de Derechos Humanos y la 

jurisprudencia decantada por la Corte Interamericana, como criterio interpretativo 

vinculante, es que se encuentra suficiente fundamento para estructurar el deber 

jurídico oficioso de las autoridades estatales –y en particular de los jueces- de 

aplicar la excepción de in-convencionalidad para favorecer las prescripciones 

normativas que emanan de la Convención por sobre los actos jurídicos del 

derecho interno.  

 

Esta afirmación se fundamenta no sólo en la prohibición que tiene todo Estado 

parte de un tratado de no oponer su derecho interno para incumplir los acuerdos 

internacionales,64 sino también en la pretensión de justicia que intrínsecamente 

encierran las disposiciones convencionales, comoquiera que el telos de ésta y de 

su interprete último es el de privilegiar la vigencia de los Derechos Humanos y del 

principio democrático en cada uno de los países firmantes de la Convención. 

 

Dicho con otras palabras, no es la autoridad local quien determina la medida y 

alcance de la Convención, sino que es la Convención la que les determina a las 

autoridades nacionales su medida y alcance competencial a la luz de sus 

disposiciones. 

 

El control de convencionalidad como construcción jurídica no se agota en el 

ámbito del derecho interamericano de los derechos humanos, sino que ha tenido 

cabida cuestionada en el derecho comunitario europeo, en el que se planteó la 

denominada doctrina “Simmenthal”. Se trata del caso “Administration des finances 

italiennes c. Simmenthal”, sentencia del 9 de marzo de 1978 del Tribunal de 

Justicia de las Comunidades Europeas, en el que consideró: 

 

“[…] El juez nacional encargado de aplicar, en el marco de su 
competencia, las disposiciones del Derecho comunitario, está obligado 
a garantizar la plena eficacia de dichas normas dejando, si procede, 
inaplicarlas, por su propia iniciativa, cualesquiera disposiciones 
contrarias de la legislación nacional, aunque sean posteriores, sin que 
esté obligado a solicitar o a esperar la derogación previa de éstas por 
vía legislativa o por cualquier otro procedimiento constitucional”65 

 

En tanto que en el derecho europeo de los derechos humanos, se encuentra que 

la Corte Europea de Derechos Humanos ha venido aplicando el control de 

convencionalidad, operándolo tanto frente Constituciones, como respecto de leyes 

                                                                                                                                                                                 
MAcGREGOR, Eduardo. “El control difuso de convencionalidad en el estado constitucional”, en 
[http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2873/9.pdf; consultado 9 de febrero de 2014]. 
64 Se trata del artículo 27 de la Convención de Viena de 1969 sobre el derecho de los tratados, que 
establece: “El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las 
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta 
norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.” 
65 Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, caso “administration des finannces 
italinennes c. Simmenthal, sentencia de 9 de marzo de 1978, en FERNANDEZ SEGADO, 
Francisco, La justicia constitucional. Una visión de derecho comparado, Madrid, Dykinson, 2009, 
p.1207. 



de los Estados miembros de la Convención Europea de Derechos Humanos. En 

ese sentido se puede citar los siguientes casos: a) Partie communiste unifié de 

Turquie, sentencia de 20 de noviembre de 1998; b) caso Zielinski et Pradal et 

Gonzalez et autres, sentencia de 28 de octubre de 199966; c) caso Open Door y 

Dublin Well Woman67 

 

Como puede observarse, el control de convencionalidad no es una construcción 

jurídica aislada, marginal o reducida a sólo el ámbito del derecho interamericano 

de los derechos humanos. Por el contrario, en otros sistemas de derechos 

humanos, como el europeo, o en un sistema de derecho comunitario también ha 

operado desde hace más de tres décadas, lo que implica que su maduración está 

llamada a producirse en el marco del juez nacional colombiano. 

 

Y justamente esta Corporación ya ha hecho eco de la aplicabilidad oficiosa e 

imperativa del control de convencionalidad conforme a la cual ha sostenido el 

deber de los funcionarios en general, y en particular de los jueces, de proyectar 

sobre el orden interno y dar aplicación directa a las normas de la Convención y los 

criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; tales 

cuestiones han sido abordadas en aspectos tales como los derechos de los niños, 

la no caducidad en hechos relacionados con actos de lesa humanidad, los 

derechos a la libertad de expresión y opinión, los derechos de las víctimas, el 

derecho a la reparación integral, el derecho a un recurso judicial efectivo, el 

derecho al a protección judicial, entre otros asuntos68. 

 

Así mismo, cabe examinar que por las circunstancias en que ocurrió la muerte 

violenta de Pedro Antonio Infante Largo, el 18 de diciembre de 2007 en la 

vereda La Ventura del municipio de Timba, Cauca, y por las condiciones en las 

que este tipo de eventos se viene produciendo en el Estado colombiano en el 

marco del conflicto armado interno, los fundamentos para su encuadramiento 

                                                           
66 Puede verse en: SUDRE, Frédéric, Droit européen et international des droits de l’homme, 8eme 
ed, Paris, PUF, 2006, p.191-2. 
67 Puede verse: RUIZ MIGUEL, Carlos, La ejecución de las sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, Madrid, Tecnos, 1997, p.42. 
68 Véase, entre otras, las siguientes providencias: sentencia de 25 de mayo de 2011 (expediente 
15838), sentencia de 25 de mayo de 2011 (expediente 18747), sentencia de 8 de junio de 2011 
(expediente 19772), sentencia de 31 de agosto de 2011 (expediente 19195), sentencia de 1° de 
febrero de 2012 (expediente 21274), sentencia de 18 de julio de 2012 (expediente 19345), 
sentencia de 22 de octubre de 2012 (expediente 24070), sentencia de 19 de noviembre de 2012 
(expediente 25506), sentencia de 27 de febrero de 2013 (expediente 24734), sentencia de 20 de 
junio de 2013 (expediente 23603), sentencia de 24 de octubre de 2013 (expediente 25981), 
sentencia de 12 de febrero de 2014 (expediente 40802), sentencia de 12 de febrero de 2014 
(expediente 26013), sentencia de 12 de febrero de 2014 (expediente 25813), sentencia de 3 de 
marzo de 2014 (expediente 47868), sentencia de 26 de marzo de 2014 (expediente 29129), 
sentencia de 8 de abril de 2014 (expediente 28330), sentencia de 8 de abril de 2014 (expediente 
28318), sentencia de 14 de mayo de 2014 (28618), sentencia de 9 de julio de 2014 (expediente 
30823), sentencia de 9 de julio de 2014 (expediente 28318), sentencia de 12 de julio de 2014 
(expediente 28433), sentencia de 28 de agosto de 2014 (expediente 26251), sentencia de 20 de 
octubre de 2014 (expediente 31250), sentencia de 12 de noviembre de 2014 (expediente 28505). 
Auto de 24 de septiembre de 2012 (expediente 44050), Auto de Sala Plena de Sección Tercera de 
6 de diciembre de 2012 (expediente 45679), Auto de 17 de septiembre de 2013 (expediente 
45092), Auto de Sala Plena de Sección de 17 de octubre de 2013 (expediente 45679), Auto de 26 
de septiembre de 2013 (expediente 42402), entre otras providencias.  



como un caso constitutivo de una grave vulneración de los derechos humanos, 

violación del derecho internacional humanitario, y configuración como acto de lesa 

humanidad. 

 

Luego, la Sala examina la imputación en el caso en concreto como primera 

medida. 

 

5.2. Presupuestos del daño antijurídico. 

 

5.2.1. La noción de daño en su sentido general.  

 

Daño ha de entenderse como la lesión definitiva a un derecho o a un interés 

jurídicamente tutelado de una persona. Sin embargo, el daño objeto de la 

reparación sólo es aquel que reviste la característica de ser antijurídico. En este 

sentido, el daño sólo adquirirá el carácter de antijurídico y en consecuencia será 

indemnizable, si cumple una serie de requisitos como lo son, el de ser personal, 

cierto y directo, tal y como lo explica Mazeaud:  

 

“Es un principio fundamental del derecho francés, aun cuando no esté 
formulado en ningún texto legal, que, para proceder judicialmente, hay 
que tener un interés: «Donde no hay interés, no hay acción». Una vez 
establecido el principio, ha surgido el esfuerzo para calificar ese interés 
que es necesario para dirigirse a los tribunales: debe ser cierto, debe 
ser personal. Pero se agrega: debe ser «legítimo y jurídicamente 
protegido» […]”69. 

 

Ahora bien, los elementos constitutivos del daño son: (1) la certeza del daño; (2) el 

carácter personal, y (3) directo. El carácter cierto, como elemento constitutivo del 

daño se ha planteado por la doctrina tanto colombiana como francesa, como aquel 

perjuicio actual o futuro, a diferencia del eventual70. En efecto, el Consejo de 

Estado, ha manifestado que para que el daño pueda ser reparado debe ser 

cierto71-72, esto es, no un daño genérico o hipotético sino específico, cierto: el que 

sufre una persona determinada en su patrimonio:  

 

“[…] tanto doctrinal como hipotéticamente ha sido suficientemente 
precisado que dentro de los requisitos necesarios para que proceda la 
reparación económica de los perjuicios materiales, es indispensable 
que el daño sea cierto; es decir, que no puede ser eventual, hipotético, 
fundado en suposiciones o conjeturas; aunque no se opone a dicha 

                                                           
69 MAZEAUD. Lecciones de derecho civil. Parte primera. Volumen I. Introducción al estudio del 
derecho privado, derecho objetivo y derechos subjetivos. Traducción de Luis Alcalá-Zamora y 
Castillo. Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 1959, p.510. 
70 CHAPUS. “Responsabilité Publique et responsabilité privée”., ob., cit., p.507. 
71 Sección Tercera, sentencia de 2 de junio de 1994, expediente 8998. 
72 Sección Tercera, sentencia de 19 de octubre de 1990, expediente 4333. 



certeza la circunstancia de que el daño sea futuro. Lo que se exige es 
que no exista duda alguna sobre su ocurrencia73”. 

 

La existencia es entonces la característica que distingue al daño cierto, pero, si la 

existencia del daño es la singularidad de su certeza no se debe sin embargo 

confundir las diferencias entre la existencia del perjuicio y la determinación en su 

indemnización74. De igual forma, para que el daño se considere existente es 

indiferente que sea pasado o futuro, pues el problema será siempre el mismo: 

probar la certeza del perjuicio, bien sea demostrando que efectivamente se 

produjo, bien sea probando que, el perjuicio aparezca como la prolongación cierta 

y directa de un estado de cosas actual75. 

 

5.2.2. La noción de daño antijurídico. 

 

Se considera como tal, la afectación, menoscabo, lesión o perturbación a la esfera 

personal [carga anormal para el ejercicio de un derecho o de alguna de las 

libertades cuando se trata de persona natural], a la esfera de actividad de una 

persona jurídica [carga anormal para el ejercicio de ciertas libertades], o a la 

esfera patrimonial [bienes e intereses], que no es soportable por quien lo padece 

bien porque es irrazonable, o porque no se compadece con la afirmación de 

interés general alguno. 

 

Así pues, daño antijurídico es aquél que la persona no está llamada a soportar 

puesto que no tiene fundamento en una norma jurídica, o lo que es lo mismo, es 

aquel que se irroga a pesar de que no exista una ley que justifique o imponga la 

obligación de soportarlo. 

 

El daño antijurídico comprendido desde la dogmática jurídica de la responsabilidad 

civil extracontractual76 y del Estado, impone considerar dos componentes: a) el 

                                                           
73 Salvamento de voto del Consejero de Estado Joaquín Barreto al fallo del 27 de marzo de 1990 
de la Plenaria del Consejo de Estado, expediente S-021. 
74 CHAPUS. “Responsabilité Publique et responsabilité privée”., ob., cit., p.403. En el mismo 
sentido el profesor CHAPUS ha manifestado “lo que el juez no puede hacer, en ausencia de la 
determinación del perjuicio, es otorgar una indemnización que repare, y ello por la fuerza misma de 
las cosas, porque la realidad y dimensión del perjuicio son la medida de la indemnización. Pero 
bien puede reconocer que la responsabilidad se compromete cuando la existencia del perjuicio se 
establece, sin importar las dudas que se tengan acerca de su extensión exacta”. 
75 HENAO, Juan Carlos, El Daño- Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en derecho colombiano y francés, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2007, 
p.131 
76 PANTALEON, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de 
las Administraciones públicas)”, en Anuario de Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma 
de Madrid, No.4, 2000, p.185. “[…] el perjudicado a consecuencia del funcionamiento de un 
servicio público debe soportar el daño siempre que resulte (contrario a la letra o al espíritu de una 
norma legal o) simplemente irrazonable, conforme a la propia lógica de la responsabilidad 
patrimonial, que sea la Administración la que tenga que soportarlo”. MARTIN REBOLLO, Luis. “La 
responsabilidad patrimonial de la administración pública en España: situación actual y nuevas 
perspectivas”, en BADELL MADRID, Rafael (Coord). Congreso Internacional de Derecho 
Administrativo (En Homenaje al PROF. LUIS H. FARIAS MATA). Caracas, Universidad Católica 
Andrés Bello, 2006, pp.278 y 279. Martín Rebollo se pregunta: “¿Cuándo un daño es antijurídico? 



alcance del daño como entidad jurídica, esto es, “el menoscabo que a 

consecuencia de un acaecimiento o evento determinado sufre una persona ya en 

sus bienes vitales o naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio”77; o la 

“lesión de un interés o con la alteración “in pejus” del bien idóneo para satisfacer 

aquel o con la pérdida o disponibilidad o del goce de un bien que lo demás 

permanece inalterado, como ocurre en supuestos de sustracción de la posesión 

de una cosa”78; y, b) aquello que derivado de la actividad, omisión, o de la 

inactividad de la administración pública no sea soportable i) bien porque es 

contrario a la Carta Política o a una norma legal, o ii) porque sea “irrazonable”79, 

en clave de los derechos e intereses constitucionalmente reconocidos80; y, iii) 

porque no encuentra sustento en la prevalencia, respeto o consideración del 

interés general81, o de la cooperación social82. 

 

                                                                                                                                                                                 
Se suele responder a esta pregunta diciendo que se trata de un daño que el particular no está 
obligado a soportar por no existir causas legales de justificación en el productor del mismo, esto es, 
en las Administraciones Públicas, que impongan la obligación de tolerarlo. Si existe tal obligación el 
daño, aunque económicamente real, no podrá ser tachado de daño antijurídico. Esto es, no cabrá 
hablar, pues, de lesión”. 
77 LARENZ. “Derecho de obligaciones”, citado en DÍEZ PICAZO, Luis. Fundamentos de derecho 
civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. T.V. 1ª ed. Navarra, Thomson-Civitas, 
2011, p.329. 
78 SCONAMIGLIO, R. “Novissimo digesto italiano”, citado en DÍEZ PICAZO, Luis. Fundamentos de 
derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. T.V. 1ª ed. Navarra, Thomson-
Civitas, 2011, p.329. 
79 PANTALEON, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de 
las Administraciones públicas)”., ob., cit., p.186. “[…] que lo razonable, en buena lógica de 
responsabilidad extracontractual, para las Administraciones públicas nunca puede ser hacerlas 
más responsables de lo que sea razonable para los entes jurídico-privados que desarrollan en su 
propio interés actividades análogas”. 
80 MILL, John Stuart, Sobre la libertad, 1ª reimp, Alianza, Madrid, 2001, pp.152 y 153. “Cuál es 
entonces el justo límite de la soberanía del individuo sobre sí mismo? ¿Dónde empieza la 
soberanía de la sociedad? ¿Qué tanto de la vida humana debe asignarse a la individualidad y qué 
tanto a la sociedad? […] el hecho de vivir en sociedad hace indispensable que cada uno se obligue 
a observar una cierta línea de conducta para con los demás. Esta conducta consiste, primero, en 
no perjudicar los intereses de otro; o más bien ciertos intereses, los cuales, por expresa 
declaración legal o por tácito entendimiento, deben ser considerados como derechos; y, segundo, 
en tomar cada uno su parte (fijada según un principio de equidad) en los trabajos y sacrificios 
necesarios para defender a la sociedad o sus miembros de todo daño o vejación”. 
81 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. La cláusula constitucional de la responsabilidad del 
Estado: estructura, régimen y principio de convencionalidad como pilares en su construcción, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2013. 
82 RAWLS, John, Liberalismo político, 1ª ed, 1ª reimp, Fondo de Cultura Económica, Bogotá, 1996, 
p.279. Este presupuesto puede orientar en lo que puede consistir una carga no soportable, 
siguiendo a Rawls: “la noción de cooperación social no significa simplemente la de una actividad 
social coordinada, organizada eficientemente y guiada por las reglas reconocidas públicamente 
para lograr determinado fin general. La cooperación social es siempre para beneficio mutuo, y esto 
implica que consta de dos elementos: el primero es una noción compartida de los términos justos 
de la cooperación que se puede esperar razonablemente que acepte cada participante, siempre y 
cuando todos y cada uno también acepte esos términos. Los términos justos de la cooperación 
articulan la idea de reciprocidad y mutualidad; todos los que cooperan deben salir beneficiados y 
compartir las cargas comunes, de la manera como se juzga según un punto de comparación 
apropiado […] El otro elemento corresponde a “lo racional”: se refiere a la ventaja racional que 
obtendrá cada individuo; lo que, como individuos, los participantes intentan proponer. Mientras que 
la noción de los términos justos de la cooperación es algo que comparten todos, las concepciones 
de los participantes de su propia ventaja racional difieren en general. La unidad de la cooperación 
social se fundamenta en personas que aceptan su noción de términos justos. Ahora bien, la noción 
apropiada de los términos justos de la cooperación depende de la índole de la actividad 
cooperativa misma: de su contexto social de trasfondo, de los objetivos y aspiraciones de los 
participantes, de cómo se consideran a sí mismos y unos respecto de los demás como personas”. 



En cuanto al daño antijurídico, la jurisprudencia constitucional señala que la 

“antijuridicidad del perjuicio no depende de la licitud o ilicitud de la conducta 

desplegada por la Administración sino de la no soportabilidad del daño por parte 

de la víctima”83. Así pues, y siguiendo la jurisprudencia constitucional, se ha 

señalado “que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de 

reparación estatal armoniza plenamente con los principios y valores propios del 

Estado Social de Derecho debido a que al Estado corresponde la salvaguarda de 

los derechos y libertades de los administrados frente a la propia Administración”84. 

 

De igual manera, la jurisprudencia constitucional considera que el daño antijurídico 

se encuadra en los “principios consagrados en la Constitución, tales como la 

solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del patrimonio 

de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución”85. 

 

Se precisa advertir que en la sociedad moderna el instituto de la responsabilidad 

extracontractual está llamada a adaptarse, de tal manera que se comprenda el 

alcance del riesgo de una manera evolutiva, y no sujetada o anclada al modelo 

tradicional. Esto implica, para el propósito de definir el daño antijurídico, que la 

premisa que opera en la sociedad moderna es aquella según la cual a toda 

actividad le son inherentes o intrínsecos peligros de todo orden, cuyo 

desencadenamiento no llevará siempre a establecer o demostrar la producción de 

                                                           
83 Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. Así mismo, se considera: “El artículo 90 de la 
Carta, atendiendo las (sic) construcciones jurisprudenciales, le dio un nuevo enfoque normativo a la 
responsabilidad patrimonial del Estado desplazando su fundamento desde la falla del servicio hasta 
el daño antijurídico. Ello implica la ampliación del espacio en el que puede declararse la 
responsabilidad patrimonial del Estado pues el punto de partida para la determinación de esa 
responsabilidad ya no está determinado por la irregular actuación estatal – bien sea por la no 
prestación del servicio, por la prestación irregular o por la prestación tardía- sino por la producción 
de un daño antijurídico que la víctima no está en el deber de soportar, independientemente de la 
regularidad o irregularidad de esa actuación”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002. 
PANTALEÓN, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las 
Administraciones públicas)”, ob., cit., p.168. Debe advertirse que revisada la doctrina de la 
responsabilidad civil extracontractual puede encontrarse posturas según las cuales “debe 
rechazarse que el supuesto de hecho de las normas sobre responsabilidad civil extracontractual 
requiera un elemento de antijuricidad (sic)”. 
84 Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996. Puede verse también: Corte Constitucional, 
sentencia C-918 de 2002. A lo que se agrega: “El artículo 90 de la Constitución Política le 
suministró un nuevo panorama normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado. En primer 
lugar porque reguló expresamente una temática que entre nosotros por mucho tiempo estuvo 
supeditada a la labor hermenéutica de los jueces y que sólo tardíamente había sido regulada por la 
ley. Y en segundo lugar porque, al ligar la responsabilidad estatal a los fundamentos de la 
organización política por la que optó el constituyente de 1991, amplió expresamente el ámbito de la 
responsabilidad estatal haciendo que ella desbordara el límite de la falla del servicio y se 
enmarcara en el más amplio espacio del daño antijurídico”. Corte Constitucional, sentencia C-285 
de 2002. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil 
extracontractual, ob., cit., p.297. Sin embargo, cabe advertir, apoyados en la doctrina iuscivilista 
que “no puede confundirse la antijuridicidad en materia de daños con lesiones de derechos 
subjetivos y, menos todavía, una concepción que los constriña, al modo alemán, a los derechos 
subjetivos absolutos, entendiendo por tales los derechos de la personalidad y la integridad física, el 
honor, la intimidad y la propia imagen y los derechos sobre las cosas, es decir, propiedad y 
derechos reales”. 
85 Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996; C-832 de 2001. Cabe afirmar, que en la doctrina 
del derecho civil se advierte que “la antijuridicidad del daño no se produce porque exista violación 
de deberes jurídicos”, definiéndose como “violación de una norma especial o de la más genérica 
alterum non laedere”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La 
responsabilidad civil extracontractual., ob., cit., p.298. 



un daño antijurídico. Si esto es así, sólo aquellos eventos en los que se encuentre 

una amenaza inminente, irreversible e irremediable permitirían, con la prueba 

correspondiente, afirmar la producción de una daño cierto, que afecta, vulnera, 

aminora, o genera un detrimento en derechos, bienes o interese jurídicos, y que 

esperar a su concreción material podría implicar la asunción de una situación más 

gravosa para la persona que la padece86. 

 

Debe quedar claro que es un concepto que es constante en la jurisprudencia del 

Consejo Estado, que debe ser objeto de adecuación y actualización a la luz de los 

principios del Estado Social de Derecho, ya que como lo señala el precedente de 

la Sala un “Estado Social de Derecho y solidario y respetuoso de la dignidad de la 

persona humana, no puede causar daños antijurídicos y no indemnizarlos” 87. 

Dicho daño tiene como características que sea cierto, presente o futuro, 

determinado o determinable88, anormal89 y que se trate de una situación 

jurídicamente protegida90. 

 

5.2.3. El daño antijurídico cuando se producen violaciones en derechos 

humanos y en el derecho internacional humanitario. 

 

En aquellos especiales y singulares eventos donde la producción de daños 

antijurídicos comprende la vulneración de derechos humanos y la violación de 

                                                           
86 HENAO, Juan Carlos, “De la importancia de concebir la amenaza y el riesgo sobre derechos 
ambientales como daño cierto. Escrito a partir del derecho colombiano y del derecho francés”, en 
VVAA, Daño ambiental, T.II, 1ª ed, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2009, pp.194, 196 
y 203. "[…] el daño que se presenta a partir de la simple amenaza que permite inferir el 
agravamiento de la violación del derecho, sin que suponga su destrucción total, no se incluye en 
los estudios de la doctrina sobre el carácter cierto del perjuicio. Y sin embargo, esta situación 
también se expresa en el carácter cierto del perjuicio. La única diferencia radica en que la 
proyección en el futuro se hará a partir de la amenaza y hasta la lesión definitiva y no respecto de 
las consecuencias temporales de esta última. Por esta razón es necesario tener en cuenta esta 
nueva situación y hacer una proyección en el futuro partiendo de la amenaza del derecho que 
implicará un agravamiento de la lesión del mismo […] Se parte, en acuerdo con C. THIBIERGE 
cuando expone las carencias actuales de la responsabilidad civil, de tener en cuenta “el desarrollo 
filosófico del principio de responsabilidad y la idea de una responsabilidad orientada hacia el futuro 
que le permitiría al derecho liberarse de la necesidad de un perjuicio consumado y de crear una 
responsabilidad sólo por la simple amenaza del daño, con la condición de que éste último sea 
suficientemente grave” […] La alteración del goce pacífico de un derecho es un perjuicio cierto. 
Aunque se pudiere reprochar que la amenaza de un derecho es por definición contraria a su 
violación, y por consecuencia, es contraria (sic) a la noción de daño, se reitera que la mera 
amenaza de violación es de por sí un daño cierto y actual. En efecto, el sentido común indica que 
el uso alterado de un derecho no es un goce pleno y pacífico de este, precisamente porque supone 
que se encuentra disminuido […] La necesidad de estudiar la amenaza de agravación del derecho 
en la certeza del daño. Los desarrollos de esta primera parte nos permiten concluir que la amenaza 
de daño pertenece al ámbito del régimen jurídico del daño y por ende de la responsabilidad civil. 
Excluirla de la materia deja una parte esencial del daño sin estudio, permitiendo que se instauren 
concepciones en las cuales el derecho procesal limita el derecho sustancial”. 
87 Sección Tercera, sentencia de 9 de febrero de 1995, expediente 9550. Agregándose: “Para 
eludir el cumplimiento de sus deberes jurídicos no puede exigirle al juez que, como no le alcanzan 
sus recursos fiscales, no le condene por ejemplo, por los atentados de la fuerza pública, contra la 
dignidad de la persona humana". 
88 Sección Tercera, sentencia de 19 de mayo de 2005, expediente 2001-01541 AG. 
89 Sección Tercera, sentencia de 14 de septiembre de 2000, expediente 12166. “por haber 
excedido los inconvenientes inherentes al funcionamiento del servicio”. 
90 Sección Tercera, sentencia de 2 de junio de 2005, expediente 1999-02382 AG. 



normas y obligaciones del derecho internacional humanitario91, convencionalmente 

y constitucionalmente [por virtud de los artículos 2, 29, 93 y 229 de la Carta 

Política; 1.1, 2 y 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 

12 del Convenio I de Ginebra de 1949 “para aliviar la suerte que corren los heridos 

y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña”, y el artículo 4.2 del Protocolo 

II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, “relativa a la protección de las 

víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional” de 1977] el juez 

administrativo debe y puede pronunciarse sobre tal vulneración y hacerla parte del 

daño tanto por su despliegue directo en las víctimas, como en sus familiares. 

 

La muerte de personas en el marco de un conflicto armado interno no puede tener 

como unívoca lectura la constatación del fallecimiento material, sino que exige 

asociarlo al respeto de la dignidad humana, como principio democrático sustancial, 

el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el derecho al trabajo, el derecho 

constituir una familia y el derecho a la libertad. Se trata de afirmar que todo 

ciudadano que fallece en el marco del conflicto armado, sin perjuicio de su 

                                                           
91 Entendido el derecho internacional humanitario como un conjunto de normas que “por razones 
humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las personas que no 
participan o que ya no participan en los combates y limita los medios y métodos de hacer la guerra. 
El DIH se suele llamarse también “derecho de la guerra” y “derecho de los conflictos armados” […] 
El DIH se aplica en situaciones de conflicto armado […] El origen del DIH se remonta a las normas 
dictadas por las antiguas civilizaciones y religiones. La guerra siempre ha estado sujeta a ciertas 
leyes y costumbres. La codificación del DIH a nivel universal comenzó en el siglo XIX. Desde 
entonces, los Estados han aceptado un conjunto de normas basado en la amarga experiencia de la 
guerra moderna, que mantiene un cuidadoso equilibrio entre las preocupaciones de carácter 
humanitario y las exigencias militares de los Estados […] El DIH se encuentra esencialmente 
contenido en los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, en los que son parte casi todos los 
Estados. Estos Convenios se completaron con otros dos tratados: los Protocolos adicionales de 
1977 relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados. Hay asimismo otros textos 
que prohíben el uso de ciertas armas y tácticas militares o que protegen a ciertas categorías de 
personas o de bienes. Son principalmente: - la Convención de la Haya de 1954 para la protección 
de los bienes culturales en caso de conflicto armado y sus dos Protocolos; - la Convención de 1972 
sobre Armas Bacteriológicas; - la Convención de 1980 sobre Ciertas Armas Convencionales y sus 
cinco Protocolos; - la Convención de 1993 sobre Armas Químicas; - el Tratado de Ottawa de 1997 
sobre las Minas Antipersonal; - el Protocolo facultativo de la Convención de sobre los Derechos del 
Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados. Ahora se aceptan muchas 
disposiciones del DIH como derecho consuetudinario, es decir, como normas generales aplicables 
a todos los Estados. El DIH sólo se aplica en caso de conflicto armado. No cubre las situaciones de 
tensiones internas ni de disturbios interiores, como son los actos aislados de violencia. Sólo es 
aplicable cuando se ha desencadenado un conflicto y se aplica por igual a todas las partes, sin 
tener en cuenta quien lo inició. El DIH distingue entre conflicto armado internacional y conflicto 
armado sin carácter internacional […] En los conflictos armados sin carácter internacional se 
enfrentan, en el territorio de un mismo Estado, las fuerzas armadas regulares y grupos disidentes, 
o grupos armados entre sí. En ellos se aplica una serie más limitada de normas, en particular las 
disposiciones del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II. Es 
importante hacer distinción entre derecho internacional humanitario y derecho de los derechos 
humanos. Aunque algunas de sus normas son similares, estas dos ramas del derecho internacional 
se han desarrollado por separado y figuran en tratados diferentes. En particular, el derecho de los 
derechos humanos, a diferencia del DIH, es aplicable en tiempo de paz y muchas de sus 
disposiciones pueden ser suspendidas durante un conflicto armado […] En particular, está 
prohibido matar o herir a un adversario que haya depuesto las armas o que esté fuera de combate. 
Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos por la parte beligerante en cuyo poder 
estén. Se respetarán el personal y el material médico, los hospitales y las ambulancias […] El DIH 
prohíbe, entre otras cosas, los medios y los métodos militares que: - no distinguen entre las 
personas que participan en los combates y las personas que no toman parte en los combates, a fin 
de respetar la vida de la población civil, de las personas civiles y los bienes civiles; - causan daños 
superfluos o sufrimientos innecesarios; causan daños graves y duraderos al medio ambiente” 
COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA, “¿Qué es el derecho humanitario?”, en 
[https://www.icrc.org/spa/assets/files/other/dih.es.pdf; consultado 25 de junio de 2015]. 



situación frente al mismo, encuentra cercenados los anteriores derechos 

humanos, porque (1) la forma violenta en que fallece puede en sí misma 

comprender una vulneración de tal tipo que se ofende el principio de humanidad y 

de dignidad; (2) se desprende como efecto inmediato e indiscutible que se 

entorpece cualquier elección del sujeto que fallece en tales condiciones, desde la 

perspectiva de vida personal, familiar, social y económica92; (3) se hace extinguir, 

abruptamente, cualquier capacidad laboral, productiva o económica de la persona, 

que en condiciones normales las podría haber desplegado; (4) se niega la 

posibilidad de constituir una familia, o se limita la posibilidad de disfrutar de la 

misma y de todas las virtudes y obligaciones que en dicha figura existe; (5) la 

persona se somete arbitrariamente a la limitación absoluta de la libertad como 

expresión plena de la entidad de la persona, y, (6) los familiares de las personas 

sometidas a la tal cercenamiento de derechos, también padecen un impacto en la 

dignidad colectiva93, al encontrar que sus hijos, hermanos o nietos fueron objeto 

de actos que violentaron todos los mínimos de respeto que esto produce una 

limitación o restricción indebida en la esfera de sus propios derechos, de su 

calidad de vida, de su identidad social, y de su posibilidad de superación como 

individuos de la sociedad democrática. 

 

Desde la perspectiva del derecho internacional humanitario debe examinarse, 

también, por el juez administrativo si su vulneración produce un daño antijurídico, 

especialmente cuando la muerte violenta está precedida de una seria 

antijuridicidad al contravenirse la prohibición de atentar contra la vida de quien en 

el marco del conflicto está confrontación, bien sea porque no se respete 

cometiendo un homicidio, o sometiendo a la persona a su eliminación en su valor 

como ser humano. 

 

Con base en la motivación y justificación anterior, y ateniéndose estrictamente a 

las pruebas obrantes en el proceso, la Sala de Sub-sección analizará el daño 

antijurídico en el caso concreto, en la doble dimensión material y de protección de 

los derechos. 

                                                           
92 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Artavia Murillo y otros (“fecundación in vitro”) 
vs. Costa Rica, sentencia de 28 de noviembre de 2012. “[…] 143. El ámbito de protección del 
derecho a la vida privada ha sido interpretado en términos amplios por los tribunales 
internacionales de derechos humanos, al señalar que éste va más allá del derecho a la privacidad 
[caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile]. La protección a la vida abarca una serie de factores 
relacionados con la dignidad del individuo, incluyendo, por ejemplo, la capacidad para desarrollar la 
propia personalidad y aspiraciones, determinar su propia identidad y definir sus propias relaciones 
personales. El concepto de vida privada engloba aspectos de la identidad física y social, incluyendo 
el derecho a la autonomía personal, desarrollo personal y derecho a establecer y desarrollar 
relaciones con otros seres humanos y con el mundo exterior. La efectividad del ejercicio del 
derecho a la vida privada es decisiva para la posibilidad de ejercer la autonomía personal sobre el 
futuro curso de eventos relevantes para la calidad de vida de la persona. La vida privada incluye la 
forma en que el individuo se ve a sí mismo y cómo decide proyectarse hacia los demás, y es una 
condición indispensable para el libre desarrollo de la personalidad”. Puede verse: Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, case Dudgeon vs. United Kingdom, sentencia de 22 de octubre de 1981, 
asunto 7525/76; case X and Y vs. Netherlands, sentencia de 26 de marzo de 1985, asunto 
8978/80; case Niemietz vs. Germany, sentencia de 16 de diciembre de 1992, asunto 13710/88; 
case Peck vs. United Kingdom, sentencia de 28 de abril de 2003, asunto 44647/98; case Pretty vs 
United Kingdom, sentencia de 29 de julio de 2002, asunto 2346/02. 
93 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños 
vs. El Salvador, sentencia de 25 de octubre de 2012, párrafo 351. 



 

5.2.4. El daño antijurídico en el caso concreto. 

 

De acuerdo con la demanda el daño antijurídico se hizo consistir en la muerte 

violenta del ciudadano Pedro Antonio Infante Largo, en hechos ocurridos el 18 

de diciembre de 2007 en el municipio de Timba, Cauca. Este ámbito material del 

daño mediante el análisis de los medios de prueba obrantes en el expediente se 

encuentra demostrado, ya que se cuenta con el registro civil de defunción; el acta 

de inspección de cadáver y el protocolo de necropsia, tal como se relacionó en el 

acervo probatorio. 

 

La muerte violenta del ciudadano Pedro Antonio Infante Largo, en los hechos 

ocurridos el 18 de diciembre de 2007 en desarrollo de una operación y acción 

militar de miembros del Ejército Nacional del Batallón de Ingeniería N. 3 “Coronel 

Agustín Codazzi”, representó en la esfera de la víctima, de sus familiares y de la 

comunidad una carga no soportable al haberse suprimido anticipada, arbitraria y 

absolutamente su derecho a la vida, lo que no puede comprenderse como una 

carga normal y soportable, atendiendo a las circunstancias especiales y singulares 

en las que ocurrió su fallecimiento. 

 

Sin embargo, no siendo suficiente constatar la existencia del daño antijurídico, es 

necesario realizar el correspondiente juicio de imputación, que permita determinar 

si cabe atribuirlo fáctica y jurídicamente a la entidad demandada Nación - 

Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional. 

 

5.3. La imputación de la responsabilidad. 

 

5.3.1. Presupuestos para la configuración de la responsabilidad 

extracontractual del Estado. 

 

La cláusula constitucional de la responsabilidad del Estado que consagra en la 

Carta Política colombiana de 1991 viene a reflejar, sin duda alguna, la 

consolidación del modelo de Estado Social de Derecho, y la superación de la idea 

de la irresponsabilidad de la administración pública. Se trata de afirmar los 

presupuestos en los que se sustenta el Estado moderno, donde la primacía no se 

agota al respeto de los derechos, bienes e intereses consagrados en las cartas 

constitucionales, sino que se desdobla de tal manera que implica, también, su 

reconocimiento, medidas y objeto de protección por parte de las normas de 

derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional 

humanitario, con lo que el ámbito de indagación de la responsabilidad se ha 



venido ampliando de tal manera que permita lograr un verdadero “garantismo 

constitucional”94. 

 

Lo anterior no debe extrañar a nadie, ya que la responsabilidad como instituto 

viene a aflorar, frente al ejercicio del poder de la administración pública, “durante 

la denominada etapa del Estado-policía (Polizeistaat) cuando aparece el 

reconocimiento de ciertas especies de indemnización debidas a los particulares 

como consecuencia del ejercicio del poder”95. Por el contrario, cuando se llega al 

modelo del Estado Social de Derecho, la premisa nos lleva a la construcción de 

los clásicos alemanes administrativistas según la cual la administración pública ya 

no está llamada a “no” reprimir o limitar las libertades, sino a procurar su eficaz, 

efectiva y proporcional protección, de tal manera que el Estado debe obedecer al 

cumplimiento de obligaciones positivas con las que se logre dicha procura, de lo 

contrario sólo habría lugar a la existencia de los derechos, pero no a su 

protección. 

 

La premisa inicial para abordar el tratamiento del régimen de responsabilidad del 

Estado parte de la lectura razonada del artículo 90 de la Carta Política, según la 

cual a la administración pública le es imputable el daño antijurídico que ocasiona. 

En la visión humanista del constitucionalismo contemporáneo, no hay duda que en 

la construcción del régimen de responsabilidad, la posición de la víctima adquirió 

una renovada relevancia, sin que pueda afirmarse que con ello se llegue a concluir 

que desde la nueva carta constitucional el régimen se orienta hacia una 

responsabilidad objetiva96. 

 

En el moderno derecho administrativo, y en la construcción de la responsabilidad 

extracontractual del Estado lo relevante es la “víctima” y no la actividad del Estado, 

ya que prima la tutela de la dignidad humana, el respeto de los derechos 

constitucionalmente reconocidos, y de los derechos humanos. Su fundamento se 

encuentra en la interpretación sistemática del preámbulo, de los artículos 1, 2, 4, 

13 a 29, 90, 93 y 94 de la Carta Política, y en el ejercicio de un control de 

convencionalidad de las normas, que por virtud del bloque ampliado de 

constitucionalidad, exige del juez contencioso observar y sustentar el juicio de 

responsabilidad en los instrumentos jurídicos internacionales [Tratados, 

Convenios, Acuerdos, etc.] de protección de los derechos humanos97 y del 

                                                           
94 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando, “Régimen de víctimas y responsabilidad del Estado. 
Una aproximación al derecho de daños desde la convencionalidad y la constitucionalidad”, 
Ponencia presentada en el Foro Interamericano De Derecho Administrativo, Ciudad de México, 
2014. 
95 GARRIDO FALLA, Fernando. “La constitucionalización de la responsabilidad patrimonial del 
Estado”, en Revista de Administración Pública. No.119, mayo-agosto, 1989, p.8. “En la base de la 
teoría estaba la consideración de que muchas actuaciones del poder no se diferenciaban en 
absoluto de las que hubiese podido realizar un particular”. 
96 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando, “Régimen de víctimas y responsabilidad del Estado. 
Una aproximación al derecho de daños desde la convencionalidad y la constitucionalidad”, 
Ponencia presentada en el Foro Interamericano De Derecho Administrativo, Ciudad de México, 
2014. 
97 Al analizar el caso Cabrera García y Montiel contra México de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, Ferrer Mac-Gregor consideró: “La actuación de los órganos nacionales 
(incluidos los jueces), además de aplicar la normatividad que los rige en sede doméstica, tienen la 



derecho internacional humanitario, bien sea que se encuentren incorporados por 

ley al ordenamiento jurídico nacional, o que su aplicación proceda con efecto 

directo atendiendo a su carácter de “ius cogens”.  

 

Esta visión, en la que el ordenamiento jurídico colombiano [y su jurisprudencia 

contencioso administrativa] está en el camino de consolidarse, responde al 

respeto de la cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho y al principio 

“pro homine”98, que tanto se promueve en los sistemas internacionales de 

                                                                                                                                                                                 
obligación de seguir los lineamientos y pautas de aquellos pactos internacionales que el Estado, en 
uso de su soberanía, reconoció expresamente y cuyo compromiso internacional asumió. A su vez, 
la jurisdicción internacional debe valorar la legalidad de la detención a la luz de la normatividad 
interna, debido a que la propia Convención Americana remite a la legislación nacional para poder 
examinar la convencionalidad de los actos de las autoridades nacionales, ya que el artículo 7.2 del 
Pacto de San José remite a las “Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas” para poder resolver sobre la legalidad de la detención como parámetro 
de convencionalidad. Los jueces nacionales, por otra par- te, deben cumplir con los demás 
supuestos previstos en el propio artículo 7 para no violentar el derecho convencional a la libertad 
personal, debiendo atender de igual forma a la interpretación que la Corte IDH ha realizado de los 
supuestos previstos en dicho numeral”. FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. “Reflexiones sobre el 
control difuso de convencionalidad a la luz del caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México”, 
en Boletín Mexicano de Derecho Comparado. No.131, 2011, p.920. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso Almonacid Arellano contra Chile argumentó: “124. La Corte es 
consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están 
obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del 
aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su 
objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que 
aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta 
tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana”. Caso Almonacid Arellano vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006, serie C, núm. 154, párrs. 123 a 125. En tanto que 
en el caso Cabrera García y Montiel contra México la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
consideró: “Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente que las 
autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordena- miento jurídico. Pero cuando un Estado es parte de un tratado 
internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, también 
están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los 
jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos judiciales 
vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana”. Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Cabrera García y 
Montiel Flores vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
26 de noviembre de 2010, párrs. 12 a 22. 
98 En la jurisprudencia constitucional colombiana dicho principio se entiende como aquel que 
“impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus 
derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la 
dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos 
humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional. Este principio se 
deriva de los artículos 1º y 2º Superiores, en cuanto en ellos se consagra el respeto por la dignidad 
humana como fundamento del Estado social de Derecho, y como fin esencial del Estado la 
garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, así como la 
finalidad de las autoridades de la República en la protección de todas las personas en su vida, 
honra, bienes y demás derechos y libertades”. Corte Constitucional, sentencia T-191 de 2009. 



protección de los derechos humanos99. Cabe, por lo tanto, examinar cada uno de 

los elementos con base en los cuales se construye el régimen de responsabilidad 

extracontractual del Estado, fundado en el artículo 90 de la Carta Política: el daño 

antijurídico, y la imputación100. 

 

Con la Carta Política de 1991 se produjo la “constitucionalización”101 de la 

responsabilidad del Estado102 y se erigió como garantía de los derechos e 

intereses de los administrados103 y de su patrimonio104, sin distinguir su condición, 

situación e interés105. De esta forma se reivindica el sustento doctrinal según el 

cual la “acción administrativa se ejerce en interés de todos: si los daños que 

resultan de ella, para algunos, no fuesen reparados, éstos serían sacrificados por 

la colectividad, sin que nada pueda justificar tal discriminación; la indemnización 

                                                                                                                                                                                 
Puede verse también: Corte Constitucional, sentencias C-177 de 2001; C-148 de 2005; C-376 de 
2010. 
99 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-5/85 “La colegiación 
obligatoria de periodistas (artículos 13 y 29, Convención Americana de Derechos Humanos”, del 13 
de noviembre de 1985. Serie A. No.5, párrafo 46. Principio que “impone que siempre habrá de 
preferirse la hermenéutica que resulte menos restrictiva de los derechos establecidos en ellos”. 
100 Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002; C-918 de 2002. 
101 Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001. En la jurisprudencia constitucional se indica: “El 
Estado de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de legalidad y la responsabilidad 
patrimonial del Estado. La garantía de los derechos y libertades de los ciudadanos no se preserva 
solamente con la exigencia a las autoridades públicas que en sus actuaciones se sujeten a la ley 
sino que también es esencial que si el Estado en ejercicio de sus poderes de intervención causa un 
daño antijurídico o lesión lo repare íntegramente”. 
102 Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996. La “responsabilidad patrimonial del Estado se 
presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la 
actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de 
la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por 
lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el 
actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del estado de 
responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea 
imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por 
medio del deber de indemnización”. Postura que fue seguida en la sentencia C-892 de 2001, 
considerándose que el artículo 90 de la Carta Política “consagra también un régimen único de 
responsabilidad, a la manera de una cláusula general, que comprende todos los daños antijurídicos 
causados por las actuaciones y abstenciones de los entes públicos”. Corte Constitucional, 
sentencia C-892 de 2001. 
103 ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; 
ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés. 1ª reimp. México, Fontamara, 
2007, p.49. Derechos e intereses que constitucional o sustancialmente reconocidos “son derechos 
de defensa del ciudadano frente al Estado”. MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la 
responsabilidad patrimonial de la administración. Un balance y tres reflexiones”, en AFDUAM. 
No.4, 2000, p.308. La “responsabilidad es, desde luego, en primer lugar una garantía del 
ciudadano, pero, coincidiendo en esto con otros autores (sobre todo franceses: Prosper Weil, 
André Demichel), creo que la responsabilidad es también un principio de orden y un instrumento 
más de control del Poder”. 
104 Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001. “La responsabilidad patrimonial del Estado en 
nuestro ordenamiento jurídico tiene como fundamento un principio de garantía integral del 
patrimonio de los ciudadanos”. 
105 Sección Tercera, sentencia de 26 de enero de 2006, expediente AG-2001-213. La “razón de ser 
de las autoridades públicas es defender a todos los ciudadanos y asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado. Omitir tales funciones entraña la responsabilidad institucional y la 
pérdida de legitimidad. El estado debe utilizar todos los medios disponibles para que el respeto de 
la vida y derechos sea real y no solo meramente formal”. En la doctrina puede verse STARCK, 
Boris. Essai d une théorie general de la responsabilité civile considerée en sa doublé fonction de 
garantie et de peine privée. Paris, 1947. 



restablece el equilibrio roto en detrimento de ellos”106. Como bien se sostiene en la 

doctrina, la “responsabilidad de la Administración, en cambio, se articula como una 

garantía de los ciudadanos, pero no como una potestad107; los daños cubiertos por 

la responsabilidad administrativa no son deliberadamente causados por la 

Administración por exigencia del interés general, no aparecen como un medio 

necesario para la consecución del fin público”108. 

 

De esta forma se reivindica el sustento doctrinal según el cual la “acción 

administrativa se ejerce en interés de todos: si los daños que resultan de ella, para 

algunos, no fuesen reparados, éstos serían sacrificados por la colectividad, sin 

que nada pueda justificar tal discriminación; la indemnización restablece el 

equilibrio roto en detrimento de ellos”109. La constitucionalización de la 

responsabilidad del Estado no puede comprenderse equivocadamente como la 

consagración de un régimen objetivo, ni permite al juez contencioso administrativo 

deformar el alcance de la misma. 

 

Según lo prescrito en el artículo 90 de la Constitución, la cláusula general de la 

responsabilidad extracontractual del Estado110 tiene como fundamento la 

determinación de un daño antijurídico causado a un administrado, y la imputación 

del mismo a la administración pública111 tanto por la acción, como por la omisión 

                                                           
106 RIVERO, Jean. Derecho administrativo. 9ª ed. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
1984, p.293. Puede verse también esta construcción doctrinal en: BERLIA. “Essai sur les 
fondements de la responsabilité en droit public francais”, en Revue de Droit Public, 1951, p.685; 
BÉNOIT, F. “Le régimen et le fondement de la responsabilité de la puissance publique”, en 
JurisClasseur Publique, 1954. T.I, V.178. 
107 MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo 
sistema. 1ª ed. Madrid, Civitas, 2001, p.120. “La responsabilidad, a diferencia de la expropiación, 
no representa un instrumento en manos de la Administración para satisfacer el interés general, una 
potestad más de las que ésta dispone al llevar a cabo su actividad, sino un mecanismo de garantía 
destinado a paliar, precisamente, las consecuencias negativas que pueda generar dicha actividad. 
La responsabilidad, por así decirlo, no constituye una herramienta de actuación de la 
Administración, sino de reacción, de reparación de los daños por ésta producidos”. 
108 MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo 
sistema., ob., cit., pp.120-121. 
109 RIVERO, Jean. Derecho administrativo. 9ª ed. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
1984, p.293. Puede verse también esta construcción doctrinal en: BERLIA. “Essai sur les 
fondements de la responsabilité en droit public francais”, en Revue de Droit Public, 1951, p.685; 
BENOIT, Francis-Paul. “Le regime et le fondement de la responsabilité de la puissance publique”, 
en JurisClasseur Administratif. Fasc. 700, 715, 716, 720, No.1178, 1954, p.1. 
110 Corte Constitucional, sentencia C-864 de 2004. “3- Hasta la Constitución de 1991, no existía en 
la Constitución ni en la ley una cláusula general expresa sobre la responsabilidad patrimonial del 
Estado. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, en especial, del Consejo 
de Estado encontraron en diversas normas de la constitución derogada –en especial en el artículo 
16- los fundamentos constitucionales de esa responsabilidad estatal y plantearon, en particular en 
el campo extracontractual, la existencia de diversos regímenes de responsabilidad, como la falla en 
el servicio, el régimen de riesgo o el de daño especial. Por el contrario, la actual Constitución 
reconoce expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado”. Puede verse también Corte 
Constitucional, sentencia C-037 de 2003. 
111 Sección Tercera, sentencia de 21 de octubre de 1999, expedientes 10948-11643. Conforme a lo 
establecido en el artículo 90 de la Carta Política “los elementos indispensables para imputar la 
responsabilidad al estado son: a) el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”. Sección 
Tercera, sentencia de 13 de julio de 1993. Es, pues “menester, que además de constatar la 
antijuridicidad del [daño], el juzgador elabore un juicio de imputabilidad que le permita encontrar un 



de un deber normativo112, argumentación que la Sala Plena de la Sección Tercera 

acogió al unificar la jurisprudencia en las sentencias de 19 de abril de 2012113 y de 

23 de agosto de 2012114.  

 

En cuanto a la imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito fáctico, y; b) la 

imputación jurídica115, en la que se debe determinar la atribución conforme a un 

deber jurídico [que opera conforme a los distintos títulos de imputación 

consolidados en el precedente de la Sala: falla o falta en la prestación del servicio 

–simple, presunta y probada-; daño especial –desequilibrio de las cargas públicas, 

daño anormal-; riesgo excepcional]. Adicionalmente, resulta relevante tener en 

cuenta los aspectos de la teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad 

patrimonial del Estado. Precisamente, en la jurisprudencia constitucional se 

sostiene, que la “superioridad jerárquica de las normas constitucionales impide al 

legislador diseñar un sistema de responsabilidad subjetiva para el resarcimiento 

de los daños antijurídicos que son producto de tales relaciones sustanciales o 

materiales que se dan entre los entes públicos y los administrados. La 

responsabilidad objetiva en el terreno de esas relaciones sustanciales es un 

imperativo constitucional, no sólo por la norma expresa que así lo define, sino 

también porque los principios y valores que fundamentan la construcción del 

Estado116 según la cláusula social así lo exigen”117. 

                                                                                                                                                                                 
título jurídico distinto de la simple causalidad material que legitime la decisión; vale decir, ‘la 
imputatio juris’ además de la ‘imputatio facti’”. Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002. En 
el precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “En efecto, el artículo de la Carta señala 
que para que el Estado deba responder, basta que exista un daño antijurídico que sea imputable a 
una autoridad pública. Por ello, como lo ha reiterado esta Corte, esta responsabilidad se configura 
“siempre y cuando: i) ocurra un daño antijurídico o lesión, ii) éste sea imputable a la acción u 
omisión de un ente público”. Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia C-918 de 2002. 
112 MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho administrativo. México, Edinal, 1975, pp.212 y 213. 
“Toda acción administrativa concreta, si quiere tenerse la certeza de que realmente se trata de una 
acción administrativa, deberá ser examinada desde el punto de vista de su relación con el orden 
jurídico. Sólo en la medida en que pueda ser referida a un precepto jurídico o, partiendo del 
precepto jurídico, se pueda derivar de él, se manifiesta esa acción como función jurídica, como 
aplicación del derecho y, debido a la circunstancia de que ese precepto jurídico tiene que ser 
aplicado por un órgano administrativo, se muestra como acción administrativa. Si una acción que 
pretende presentarse como acción administrativa no puede ser legitimada por un precepto jurídico 
que prevé semejante acción, no podrá ser comprendida como acción del Estado”. 
113 Sección Tercera, sentencia 19 de abril de 2012, expediente 21515. 
114 Sección Tercera, sentencia 23 de agosto de 2012, expediente 23492. 
115 SANCHEZ MORON, Miguel. Derecho administrativo. Parte general., ob., cit., p.927. “La 
imputación depende, pues, tanto de elementos subjetivos como objetivos”. 
116 FERRAJOLI, Luigi, Derechos y garantías. La ley del más débil, 7ª ed, Trotta, Madrid, 2010, p.22. 
“[…] El paradigma del Estado constitucional de derecho –o sea, el modelo garantista- no es otra 
cosa que esta doble sujeción del derecho al derecho, que afecta ambas dimensiones de todo 
fenómeno normativo: la vigencia y la validez, la forma y la sustancia, los signos y los significados, 
la legitimación formal y la legitimación sustancial o, si se quiere, la <<racionalidad formal>> y la 
<<racionalidad material>> weberianas. Gracias a la disociación y a la sujeción de ambas 
dimensiones a dos tipos de reglas diferentes, ha dejado de ser cierto que la validez del derecho 
dependa, como lo entendía Kelsen, únicamente de requisitos formales, y que la razón jurídica 
moderna sea, como creía Weber, sólo una <<racionalidad formal>>; y también que la misma esté 
amenazada, como temen muchos teóricos actuales de la crisis, por la inserción en ella de una 
<<racionalidad material>> orientada a fines, como lo sería la propia del moderno Estado social. 
Todos los derechos fundamentales –no sólo los derechos sociales y las obligaciones positivas que 
imponen al Estado, sino también los derechos de libertad y los correspondientes deberes negativos 
que limitan sus intervenciones –equivalen a vínculos de sustancia y no de forma, que condicionan 
la validez sustancial de las normas producidas y expresan, al mismo tiempo, los fines a que está 
orientado ese moderno artificio que es el Estado constitucional de derecho” [subrayado fuera de 
texto]. 



Sin duda, en la actualidad todo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado 

exige la afirmación del principio de imputabilidad118, según el cual, la 

indemnización del daño antijurídico cabe achacarla al Estado cuando haya el 

sustento fáctico y la atribución jurídica119. Debe quedar claro, que el derecho no 

puede apartarse de las “estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las 

mismas”120. 

 

En cuanto a esto, cabe precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado 

en la actualidad está marcada por la imputación objetiva que “parte de los límites 

de lo previsible por una persona prudente a la hora de adoptar las decisiones”121. 

Siendo esto así, la imputación objetiva implica la “atribución”, lo que denota en 

lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más que una descripción. Luego, la 

contribución que nos ofrece la imputación objetiva, cuando hay lugar a su 

aplicación, es la de rechazar la simple averiguación descriptiva, instrumental y 

empírica de “cuando un resultado lesivo es verdaderamente obra del autor de una 

determinada conducta”122. 

 

Esto, sin duda, es un aporte que se representa en lo considerado por Larenz 

según el cual había necesidad de “excluir del concepto de acción sus efectos 

imprevisibles, por entender que éstos no pueden considerarse obra del autor de la 

                                                                                                                                                                                 
117 Corte Constitucional, sentencia C-043 de 2004. 
118 KANT, I. La metafísica de las costumbres. Madrid, Alianza, 1989, p.35. En los términos de Kant, 
dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es el juicio por medio del 
cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama acto 
(factum) y está sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias jurídicas del 
acto, es una imputación judicial (imputatio iudiciaria), en caso contrario, sólo una imputación 
dictaminadora (imputatio diiudicatoria)”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. En nuestro 
precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “La jurisprudencia nacional ha recabado en 
ello al sentar la tesis de que la base de la responsabilidad patrimonial del Estado la constituye la 
imputabilidad del daño. En efecto, con fundamento en la jurisprudencia del Consejo de Estado, la 
Corte Constitucional ha sostenido que la responsabilidad patrimonial del Estado y de las demás 
personas jurídicas públicas se deriva de la imputabilidad del perjuicio a una de ellas, lo cual impide 
extenderla a la conducta de los particulares o a las acciones u omisiones que tengan lugar por 
fuera del ámbito de la administración pública”. 
119 Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. El “otro principio de responsabilidad patrimonial 
del Estado es el de imputabilidad. De conformidad con éste, la indemnización del daño antijurídico 
le corresponde al estado cuando exista título jurídico de atribución, es decir, cuando de la voluntad 
del constituyente o del legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública 
compromete al Estado con sus resultados”. 
120 MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, en 
Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 05-05-2003 [http://criminet.urg.es/recpc], pp.6 
y 7. “Tenía razón Welzel al considerar que el Derecho debe respetar estructuras antropológicas 
como la capacidad de anticipación mental de objetivos cuando se dirige al hombre mediante 
normas. Desde luego, si el ser humano no tuviera capacidad de adoptar o dejar de adoptar 
decisiones teniendo en cuenta motivos normativos, sería inútil tratar de influir en el comportamiento 
humano mediante normas prohibitivas o preceptivas”. 
121 GIMBERNAT ORDEIG, E. Delitos cualificados por el resultado y relación de causalidad. Madrid, 
1990, pp.77 ss. “El Derecho se dirige a hombre y no a adivinos. Declarar típica toda acción que 
produzca un resultado dañoso, aun cuando éste fuese imprevisible, significaría que la ley no tiene 
en cuenta para nada la naturaleza de sus destinatarios; pues una característica del hombre es 
precisamente la de que no puede prever más que muy limitadamente las consecuencias 
condicionadas por sus actos. Vincular un juicio de valor negativo (el de antijuridicidad) a la 
producción de un resultado que el hombre prudente no puede prever sería desconocer la 
naturaleza de las cosas (más concretamente): la naturaleza del hombre”. 
122 MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, ob., 
cit., p.7. 



acción, sino obra del azar”123. Con lo anterior, se logra superar, definitivamente, en 

el juicio de responsabilidad, la aplicación tanto de la teoría de la equivalencia de 

condiciones, como de la causalidad adecuada, ofreciéndose como un correctivo 

de la causalidad124, donde será determinante la magnitud del riesgo125 y su 

carácter permisible o no126. Es más, se sostiene doctrinalmente “que la 

responsabilidad objetiva puede llegar a tener, en algunos casos, mayor eficacia 

preventiva que la responsabilidad por culpa. ¿Por qué? Porque la responsabilidad 

objetiva, aunque no altere la diligencia adoptada en el ejercicio de la actividad [no 

afecte a la calidad de la actividad], sí incide en el nivel de la actividad [incide en la 

cantidad de actividad] del sujeto productor de daños, estimulando un menor 

volumen de actividad [el nivel óptimo] y, con ello, la causación de un número 

menor de daños”127. 

 

Dicha tendencia es la que marcó la jurisprudencia constitucional, pero ampliando 

la consideración de la imputación [desde la perspectiva de la imputación objetiva] 

a la posición de garante donde la exigencia del principio de proporcionalidad128 es 

                                                           
123 LARENZ, K. “Hegelszurechnungslehre”, en MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la 
imputación objetiva en el derecho penal”, ob., cit., p.7. 
124 FABRA ZAMORA, Jorge, “Estudio introductorio. Estado del arte de la filosofía de la 
responsabilidad extracontractual”, en BERNAL PULIDO, Carlos, FABRA ZAMORA, Jorge (eds), La 
filosofía de la responsabilidad civil. Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la 
responsabilidad civil extracontractual, 1ª ed, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2013, 
pp.25 y 26. “[…] Varios factores, como el acelerado desarrollo industrial y la intervención del 
Estado en la economía, pusieron en jaque a diferentes nociones y conceptos de la sociedad liberal 
clásica, sin mencionar los cambios en el paradigma filosófico, con la consolidación de la filosofía 
analítica como la escuela dominante de pensamiento. El problema de la causalidad jugó un papel 
muy importante en espolear este tipo de visión filosófica. En particular, la obra de H.L.A. HART y 
ANTHONY HONORÉ sobre la causalidad desde la perspectiva de la filosofía analítica demostró 
que la “dogmática tradicional (principalmente ocupada de la coherencia y la explicación de la 
doctrina de la responsabilidad extracontractual) se había agotado así misma”” [subrayado fuera de 
texto]. 
125 FABRA ZAMORA, Jorge, “Estudio introductorio. Estado del arte de la filosofía de la 
responsabilidad extracontractual”, en BERNAL PULIDO, Carlos, FABRA ZAMORA, Jorge (eds), La 
filosofía de la responsabilidad civil. Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la 
responsabilidad civil extracontractual, ob., cit., p.103. “[…] Para una teoría adecuada, entonces, 
propone conceptualizar el estándar de debido cuidado (en su concepto, el fundamento de la 
compensación), en términos de una imposición razonable de riesgos, en vez de una imposición 
racional de riesgos, de una forma que determine estándares de conducta y sea compatible con el 
contrato social”. 
126 JAKOBS, G. La imputación objetiva en el derecho penal. Bogotá, Universidad Externado, 1994. 
Sin embargo, como lo sostiene el precedente de la Sala: “De conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 90 de la Constitución Política, el Estado tiene el deber de responder patrimonialmente por 
los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, norma que le sirve de fundamento al artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo… No obstante que la norma constitucional hace énfasis en la existencia del daño 
antijurídico como fuente del derecho a obtener la reparación de perjuicios siempre que el mismo le 
sea imputable a una entidad estatal, dejando de lado el análisis de la conducta productora del 
hecho dañoso y su calificación como culposa o no, ello no significa que la responsabilidad 
patrimonial del Estado se haya tornado objetiva en términos absolutos, puesto que subsisten los 
diferentes regímenes de imputación de responsabilidad al Estado que de tiempo atrás han 
elaborado tanto la doctrina como la jurisprudencia”. Sección Tercera, sentencia de 24 de febrero de 
2005, expediente 14170. 
127 MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo 
sistema., ob., cit., p.171. 
128 ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; 
ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés., ob., cit., p.62. “El principio de 
proporcionalidad se compone de tres subprincipios: el principio de idoneidad; el de necesidad y el 
de proporcionalidad en sentido estricto. Estos principios expresan la idea de optimización  (…) En 
tanto que exigencias de optimización, los principios son normas que requieren que algo sea 



necesario para considerar si cabía la adopción de medidas razonables para 

prevenir la producción del daño antijurídico, y así se motivara el juicio de 

imputación. Dicho juicio, en este marco, obedece sin lugar a dudas a un ejercicio 

de la ponderación129 que el juez está llamado a aplicar, de tal manera que se 

aplique como máxima que: “Cuanto mayor sea el grado de la no satisfacción o del 

detrimento de un principio, mayor debe ser la importancia de satisfacción del 

otro”130. 

 

En ese sentido, la jurisprudencia constitucional indica que “el núcleo de la 

imputación no gira en torno a la pregunta acerca de si el hecho era evitable o 

cognoscible. Primero hay que determinar si el sujeto era competente para 

desplegar los deberes de seguridad en el tráfico o de protección131 frente a 

determinados bienes jurídicos con respecto a ciertos riesgos, para luego contestar 

si el suceso era evitable y cognoscible132. Ejemplo: un desprevenido transeúnte 

encuentra súbitamente en la calle un herido en grave peligro [situación de peligro 

generante del deber] y no le presta ayuda [no realización de la acción esperada]; 

posteriormente fallece por falta de una oportuna intervención médica que el peatón 

tenía posibilidad de facilitarle trasladándolo a un hospital cercano [capacidad 

individual de acción]. La muerte no le es imputable a pesar de la evitabilidad y el 

                                                                                                                                                                                 
realizado en la mayor medida de lo posible, dadas sus posibilidades normativas y fácticas. Los 
principios de idoneidad y de necesidad se refieren a la optimización relativa a lo que es 
fácticamente posible por lo que expresan la idea de optimalidad de Pareto. El tercer subprincipio, el 
de proporcionalidad en sentido estricto, se refiere a la optimización respecto de las posibilidades 
normativas. Las posibilidades normativas vienen definidas, fundamentalmente, por la concurrencia 
de otros principios; de modo que el tercer subprincipio podría formularse mediante la siguiente 
regla: Cuanto mayor ser el grado de la no satisfacción o del detrimento de un principio, mayor debe 
ser la importancia de satisfacción del otro. Esta regla puede denominarse: “ley de la ponderación”. 
129 ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; 
ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés., ob., cit., p.64. “La ley de la 
ponderación pone de manifiesto que la ponderación puede fraccionarse en tres pasos. El primero 
consiste en establecer el grado de insatisfacción o de detrimento del primer principio; el segundo, 
consiste en establecer la importancia de la satisfacción del segundo principio, que compite con el 
primero y, finalmente, el tercer paso consiste en determinar si, por su importancia, la satisfacción 
del segundo principio justifica la no satisfacción del primero”. 
130 ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; 
ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés., ob., cit., p.62. Sin embargo, se 
advierte que Habermas ha planteado objeciones a la ponderación: “[…] la aproximación de la 
ponderación priva de su poder normativo a los derechos constitucionales. Mediante la ponderación 
–afirma Habermas- los derechos son degradados a nivel de los objetivos, de las políticas y de los 
valores; y de este modo pierden la “estricta prioridad” característica de los “puntos de vista 
normativos”. HABERMAS, Jürgen. Between Facts and Norms, Trad. William Rehg, Cambridge, 
1999, p.259. A lo que agrega: “… no hay criterios racionales para la ponderación: Y porque para 
ello faltan criterios racionales, la ponderación se efectúa de forma arbitraria o irreflexiva, según 
estándares y jerarquías a los que está acostumbrado”. Para concluir que: “La decisión de un 
tribunal es en sí misma un juicio de valor que refleja, de manera más o menos adecuada, una 
forma de vida que se articula en el marco de un orden de valores concreto. Pero este juicio ya no 
se relaciona con las alternativas de una decisión correcta o incorrecta”. HABERMAS, Jürgen. 
“Reply to Symposium Participants”, en ROSENFELD, Michel; ARATO, Andrew. Habermas on Law 
and Democracy. Los Angeles, Berkeley, 1998, p.430. 
131 CASAL H, Jesús María. Los derechos humanos y su protección. Estudios sobre derechos 
humanos y derechos fundamentales. 2ª ed. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2008, 
p.31. Deberes de protección que es “una consecuencia de la obligación general de garantía que 
deben cumplir las autoridades públicas y se colige claramente de los artículos 2.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que regulan el derecho a disponer de un recurso efectivo en caso de violaciones a los 
derechos humanos”. 
132 Cfr. Günther Jakobs. Regressverbot beim Erfolgsdelikt.Zugleich eine Untersuchung zum Gruñd 
der strafrechtlichen Haftung bei Begehung. ZStW 89 (i977). Págs  1 y ss. 



conocimiento. En efecto, si no tiene una posición de garante porque él no ha 

creado el riesgo para los bienes jurídicos, ni tampoco tiene una obligación 

institucional de donde surja un deber concreto de evitar el resultado mediante una 

acción de salvamento, el resultado no le es atribuible. Responde sólo por la 

omisión de socorro y el fundamento de esa responsabilidad es quebrantar el deber 

de solidaridad que tiene todo ciudadano”133. 

En una teoría de la imputación objetiva construida sobre las posiciones de 

garante, predicable tanto de los delitos de acción como de omisión, la forma de 

realización externa de la conducta, es decir, determinar si un comportamiento fue 

realizado mediante un curso causal dañoso o mediante la abstención de una 

acción salvadora, pierde toda relevancia porque lo importante no es la 

                                                           
133 Corte Constitucional, Sentencia SU-1184 de 2001. A lo que se agrega por el mismo precedente: 
“En la actualidad, un sector importante de la moderna teoría de la imputación objetiva (la nueva 
escuela de Bonn: Jakobs, Lesch, Pawlik, Müssig, Vehling) estudia el problema desde una 
perspectiva distinta a la tradicional de Armin Kaufmann: el origen de las posiciones de garante se 
encuentra en la estructura de la sociedad�, en la cual existen dos  fundamentos de la 
responsabilidad, a saber: 1) En la interacción social se reconoce una libertad de configuración del 
mundo (competencia por organización) que le permite al sujeto poner en peligro los bienes 
jurídicos ajenos; el ciudadano está facultado para crear riesgos, como la construcción de viviendas 
a gran escala, la aviación, la exploración nuclear, la explotación minera, el tráfico automotor etc. 
Sin embargo, la contrapartida a esa libertad es el surgimiento de deberes de seguridad en el 
tráfico, consistentes en la adopción de medidas especiales para evitar que el peligro creado 
produzca daños excediendo los límites de lo permitido. Vg. Si alguien abre una zanja frente a su 
casa, tiene el deber de colocar artefactos que impidan que un transeúnte caiga en ella. Ahora bien, 
si las medidas de seguridad fracasan y el riesgo se exterioriza amenazando con daños a terceros o 
el daño se produce – un peatón cae en la zanja- surgen los llamados deberes de salvamento, en 
los cuales el sujeto que ha creado con su comportamiento peligroso anterior (generalmente 
antijurídico) un riesgo para los bienes jurídicos, debe revocar el riesgo – prestarle ayuda al peatón 
y trasladarlo a un hospital si es necesario- (pensamiento de la injerencia). Esos deberes de 
seguridad en el tráfico, también pueden surgir por asunción de una función de seguridad o de 
salvamento, como en el caso del salvavidas que se compromete a prestar ayuda a los bañistas en 
caso de peligro. Los anteriores deberes nacen porque el sujeto ha configurado un peligro para los 
bienes jurídicos y su fundamento no es la solidaridad sino la creación del riesgo. Son deberes 
negativos porque su contenido esencial es no perturbar o inmiscuirse en los ámbitos ajenos. 
Corresponde a la máxima del derecho antiguo de no ocasionar daño a los demás. 2) Pero frente a 
la libertad de configuración, hay deberes que proceden de instituciones básicas para la estructura 
social (competencia institucional) y que le son impuestas al ciudadano por su vinculación a ellas. 
Por ejemplo, las relaciones entre padres e hijos y ciertas relaciones del estado frente a los 
ciudadanos. Estos deberes se caracterizan, porque el garante institucional tiene la obligación de 
configurar un mundo en común con alguien, de prestarle ayuda y protegerlo contra los peligros que 
lo amenacen, sin importar que el riesgo surja de un tercero o de hechos de la naturaleza. Vg. El 
padre debe evitar que un tercero abuse sexualmente de su hijo menor y si no lo hace, se le imputa 
el abuso. Los deberes institucionales se estructuran aunque el garante no haya creado el peligro 
para los bienes jurídicos y se fundamentan en la solidaridad que surge por pertenecer a ciertas 
instituciones básicas para la sociedad. Se trata de deberes positivos, porque contrario a los 
negativos en los cuales el garante no debe invadir ámbitos ajenos, en éstos debe protegerlos 
especialmente contra ciertos riesgos (Cfr. Günther Jakobs. Strafrecht Allgemeiner Teil.Die 
Grundlagen und die Zurechnungslehre (studienausgabe). 2 Auflage.Walter de Gruyter.Berlin.New 
York. 1993.Pags. 796 y ss)”. JAKOBS, Günther. Injerencia y dominio del hecho. Dos estudios sobre 
la parte general del derecho penal. 1ª reimp. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2004, 
p.16. En la doctrina se afirma que la “posición de garantía” debe modularse: “(…) todos deben 
procurar que su puño no aterrice violentamente en la cara de su congénere, o que su dedo índice 
no apriete el gatillo de un arma de fuego cargada apuntada sobre otra persona, etc. Sin embargo, 
también aparecen sin dificultad algunos fundamentos de posiciones de garantía referidas a 
supuestos de omisión: quien asume para sí una propiedad, debe procurar que de ésta no emanen 
riesgos para otras personas. Se trata de los deberes de aseguramiento en el tráfico, deberes que 
de modo indiscutido forman parte de los elementos de las posiciones de garantía y cuyo panorama 
abarca desde el deber de aseguramiento de un animal agresivo, pasando por el deber de asegurar 
las tejas de una casa frente al riesgo de que caigan al suelo hasta llegar al deber de asegurar un 
carro de combate frente a la posible utilización por personas no capacitadas o al deber de asegurar 
una central nuclear frente a situaciones críticas”. 



configuración fáctica del hecho, sino la demostración de sí una persona ha 

cumplido con los deberes que surgen de su posición de garante”134. 

 

Dicha formulación no debe suponer, lo que debe remarcarse por la Sala, una 

aplicación absoluta o ilimitada de la teoría de la imputación objetiva que lleve a un 

desbordamiento de los supuestos que pueden ser objeto de la acción de 

reparación directa, ni a convertir a la responsabilidad extracontractual del Estado 

como herramienta de aseguramiento universal135, teniendo en cuenta que el 

riesgo, o su creación, no debe llevar a “una responsabilidad objetiva global de la 

Administración, puesto que no puede considerarse […] que su actuación [de la 

administración pública] sea siempre fuente de riesgos especiales”136, y que 

además debe obedecer a la cláusula del Estado Social de Derecho137. 

 

Debe, sin duda, plantearse un juicio de imputación en el que demostrado el daño 

antijurídico, deba analizarse la atribución fáctica y jurídica en tres escenarios: 

peligro, amenaza y daño. En concreto, la atribución jurídica debe exigir la 

motivación razonada, sin fijar un solo criterio de motivación de la imputación en el 

que deba encuadrarse la responsabilidad extracontractual del Estado138, sino que 

cabe hacer el proceso de examinar si procede encuadrar, en primer lugar, en la 

falla en el servicio sustentada en la vulneración de deberes normativos139, que en 

                                                           
134 Corte Constitucional, Sentencia SU-1184 de 2001. 
135 LEGUINA VILLA, Jesús. “Prólogo”, en BELADIEZ ROJO, Margarita. Responsabilidad e 
imputación de daños por el funcionamiento de los servicios públicos. Con particular referencia a los 
daños que ocasiona la ejecución de un contrato administrativo. Madrid, Tecnos, 1997, p.23. “La 
profesora BELADIEZ comparte sin reservas la preocupación por los excesos que desfiguran la 
institución, admite que con alguna frecuencia se producen <<resultados desproporcionados e 
injustos>> para la Administración e insiste en advertir que la responsabilidad objetiva no es un 
seguro universal que cubra todos los daños que se produzcan con ocasión de las múltiples y 
heterogéneas actividades que la Administración lleva cotidianamente a cabo para satisfacer los 
interese generales”. 
136 MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo 
sistema., ob., cit., p.204. 
137 MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la administración: Un 
balance y tres reflexiones”., ob., cit., p.308. “[…] el tema de la responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas ha sido abordado tradicionalmente desde la óptica de las garantías 
individuales. Se trata de una institución que protege al individuo frente a los daños causados por 
las Administraciones Públicas como consecuencia de la amplia actividad que éstas desarrollan. 
Pero, desde la perspectiva de la posición de la Administración, la responsabilidad está en el mismo 
centro de su concepción constitucional como derivación de la cláusula del Estado social de 
Derecho; derivación que, en hipótesis extrema, puede conllevar que los límites del sistema 
resarcitorio público estén condicionados por los propios límites del llamado Estado social de 
Derecho”. 
138 Sección Tercera, sentencias de 19 de abril de 2012, expediente 21515; de 23 de agosto de 
2012, expediente 23492. 
139 MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho administrativo. México, Edinal, 1975, p.211. Merkl 
ya lo señaló: “El hombre jurídicamente puede hacer todo lo que no le sea prohibido expresamente 
por el derecho; el órgano, en fin de cuentas, el estado, puede hacer solamente aquello que 
expresamente el derecho le permite, esto es, lo que cae dentro de su competencia. En este 
aspecto el derecho administrativo se presenta como una suma de preceptos jurídicos que hacen 
posible que determinadas actividades humanas se atribuyan a los órganos administrativos y, en 
último extremo, al estado administrador u otros complejos orgánicos, como puntos finales de la 
atribución. El derecho administrativo no es sólo la conditio sine qua non, sino condijo per quam de 
la administración”. Para Martín Rebollo: “Un sistema de responsabilidad muy amplio presupone un 
estándar medio alto de calidad de los servicios. Y si eso no es así en la realidad puede ocurrir que 
el propio sistema de responsabilidad acabe siendo irreal porque no se aplique con todas sus 
consecuencias o se diluya en condenas a ojo, sin reglas fijas o casi con el único criterio de que las 



muchas ocasiones no se reducen al ámbito negativo, sino que se expresan como 

deberes positivos en los que la procura o tutela eficaz de los derechos, bienes e 

intereses jurídicos es lo esencial para que se cumpla con la cláusula del Estado 

Social y Democrático de Derecho; en caso de no poder hacer su encuadramiento 

en la falla en el servicio, cabe examinar si procede en el daño especial, sustentado 

en la argumentación razonada de cómo [probatoriamente] se produjo la ruptura en 

el equilibrio de las cargas públicas; o, finalmente, si encuadra en el riesgo 

excepcional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección 

Tercera “en lo que se refiere al derecho de daños, el modelo de responsabilidad 

estatal que adoptó la Constitución de 1.991 no privilegió ningún régimen en 

particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso en concreto, 

la construcción de una motivación que consulte las razones tanto fácticas como 

jurídicas que den sustento a la decisión que habrá que adoptar. Por ello, la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización de 

diversos “títulos de imputación” para la solución de los casos propuestos a su 

consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de 

un mandato que imponga la obligación al juez de utilizar frente a determinadas 

situaciones fácticas –a manera de recetario- un específico título de imputación”140. 

 

Asimismo, debe considerarse que la responsabilidad extracontractual no puede 

reducirse a su consideración como herramienta destinada solamente a la 

reparación, sino que debe contribuir con un efecto preventivo141 que permita la 

mejora o la optimización en la prestación, realización o ejecución de la actividad 

administrativa globalmente considerada. 

 

                                                                                                                                                                                 
solicitudes indemnizatorias no «parezcan» excesivamente arbitrarias o desproporcionadas. 
Aunque, claro está, lo que sea proporcionado o no, en ausencia de referentes externos sobre cómo 
debe ser y actuar la Administración, acaba siendo también una decisión subjetiva. De ahí la 
conveniencia de la existencia de parámetros normativos que señalen cuál es el nivel, la pauta o la 
cota de calidad de los servicios, es decir, el elemento comparativo y de cotejo sobre cómo debe ser 
la Administración”. MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la 
administración: Un balance y tres reflexiones”., ob., cit., p.311. 
140 Sección Tercera, sentencias de 19 de abril de 2012, expediente 21515; de 23 de agosto de 
2012, expediente 24392. “En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse 
en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera 
que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de 
la responsabilidad extracontractual del Estado”. 
141 PANTALEÓN, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de 
las Administraciones públicas)”, ob., cit., p.174. “En consecuencia, la función de la responsabilidad 
extracontractual (sic) no puede ser ni única ni primariamente indemnizatoria. Tiene que ser, ante 
todo, preventiva o disuasoria, o se trataría de una institución socialmente absurda: ineficiente”. De 
acuerdo con Martín Rebollo “(…) es que la responsabilidad pública es un tema ambivalente que, a 
mi juicio, no debe ser enfocado desde el estricto prisma de la dogmática jurídico-privada. Esto es, 
no debe ser analizado sólo desde la óptica de lo que pudiéramos llamar la justicia conmutativa, 
aunque tampoco creo que éste sea un instrumento idóneo de justicia distributiva. La 
responsabilidad es, desde luego, siempre y en primer lugar, un mecanismo de garantía. Pero es 
también un medio al servicio de una política jurídica. Así lo señala Ch. Eisenmann: el fundamento 
de la responsabilidad puede ser la reparación del daño, pero su función «remite a la cuestión de los 
fines perseguidos por el legislador cuando impone una obligación de reparar. En este sentido –
concluye– la responsabilidad es un medio al servicio de una política jurídica o legislativa»”. 
MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la administración: Un 
balance y tres reflexiones”, en Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de 
Madrid, no.4, 2000, p.307. 



En los anteriores términos, cabe estudiar la responsabilidad extracontractual del 

Estado analizando: si desde el ámbito fáctico de la imputación se concretó el 

hecho o culpa exclusiva de la víctima; el régimen de responsabilidad aplicable 

cuando se produce la muerte y lesiones de miembros de la población civil durante 

una operación militar, bien sea como consecuencia de la acción, omisión o 

inactividad en los deberes de protección, seguridad y ejercicio de la soberanía, o 

bien de la ruptura del equilibrio de las cargas públicas de los miembros de la 

población civil afectados, y derivados de la misma operación militar; la 

consideración de la responsabilidad por la realización de “falsas acciones de 

cumplimiento de los mandatos constitucionales por miembros de las fuerzas 

militares” que se concretan a un ejecución extrajudicial; y, la realización del juicio 

de imputación para el caso en concreto. 

 

5.3.2. La imputación en el caso en concreto  

 

En primer lugar, se tiene que el daño antijurídico, esto es la muerte del señor 

Pedro Antonio Infante Largo, se tiene debidamente acreditado conforme al registro 

civil de defunción obrante a folio 76 del cuaderno 1.  

 

Respecto a la imputación, del acervo probatorio obrante en el expediente, se 

puede concluir que en la madrugada del 18 de diciembre de 2007, los señores 

Pedro Antonio Infante Largo y Yobanino Chocó Ararat, se desplazaban por la 

vereda La Ventura del Municipio de Timba, Cauca, provenientes de la vivienda de 

la señora María Omaira Castrillón Atehortúa, donde habían pasado la noche pues 

ésta contrató al primero para que le arreglara su televisor, ya que este era su 

oficio, tal como se desprende de las declaraciones rendidas por la señora 

Castrillón tanto en el proceso de reparación directa como penal; testimonio que 

puede ser valorado pues fue tenido como elemento probatorio en la actuación 

surtida por la justicia penal militar, que hace parte integral de la Nación – Ministerio 

de Defensa. 

 

Lo dicho por María Omaira Castrillón en el proceso penal es concordante con lo 

afirmado en el proceso de reparación directa y coherente con lo manifestado por 

los familiares de la víctima sobre el lugar y el motivo en que se encontraban previo 

a su fallecimiento. Resalta la Sala que en la entrevista obrante en el proceso 

penal, la declarante señala que oyó los disparos hacía las 5:30 am y conforme a 

los informes militares las muertes ocurrieron alrededor de las 4:30 am, sin 

embargo, esta diferencia de tiempo, no puede ser concluyente, porque, como se 

expondrá más adelante, las pruebas provenientes de los miembros del Ejército 

Nacional no dan certeza sobra las circunstancias que rodearon los hechos.  

 

En cuanto a lo actividad desempeñada por la víctima – reparar electrodomésticos 

– no solo obra en el plenario lo expresado por la señora Castrillón en cuanto a que 

el señor Infante le estaba arreglando un televisor, sino que los declarantes en el 

sub judice afirmaron de forma uniforme que conocían que ese fue el oficio  de 

Pedro Antonio durante varios años.  



 

Según el informe rendido por el Comandante de la Compañía A del Batallón de 

Ingenieros N. 3 del Ejército Nacional, así como las declaraciones y versiones libres 

rendidas por los miembros de la entidad demandada al interior del proceso penal 

surtido ante el Juzgado 52 de Instrucción Penal Militar, al amanecer del 18 de 

diciembre de 2007, se dirigían a realizar una operación de rescate de un arma de 

una guerrillera desmovilizada, cuando sintieron un grupo de personas – afirman 

que tres o cuatro, sin embargo ninguno da certeza al respecto pues se aduce que 

estaba oscuro y existía poca visibilidad – quienes no respondieron a la proclama 

de alto y respondieron con fuego, lo que obligó a los militares a defenderse, dando 

como resultado dos personas muertes, entre ellas, Pedro Antonio Infante Largo. 

 

No obstante lo anterior, en las declaraciones de quienes participaron en el 

operativo existieron contradicciones, tal como se afirma en un análisis de 

documentos realizados por la Fiscalía General de la Nación al interior de la 

investigación penal por los hechos sub judice, puesto que unos dicen que las 

víctimas se desplazan a pie y no observaron motocicletas en el sector, sin 

embargo, la moto del señor Infante fue llevada por miembros del Ejército a la 

estación de bomberos de Santander de Quilichao y luego entregada a su 

propietaria, aunado a lo declarado por la señora Castrillón en el sentido que los 

Infante Largo y Chocó Ararat salieron de su casa en la motocicleta del primero.  

 

También existió contradicción en cuanto a la desmovilizada cuya arma originó el 

operativo militar, pues algunos afirmaron que iba como guía y otros que no tenían 

ningún acompañante y de otro lado, algunos sostuvieron que fue ella quien 

identificó a los fallecidos como guerrilleros y otros adujeron que fue la comunidad.  

 

Aunado a lo expuesto, la misión táctica encargada al Batallón de Ingenieros N. 3 

“Coronel Agustín Codazzi”, en  el área de Timba, Cauca, fue neutralizar las 

estructuras de la columna móvil Miller Perdomo de las FARC y según el informe 

de patrullaje  del 18 de diciembre de 2007, de la Compañía A, dentro de dicha 

misión se aduce que se presentó un combate con dos supuestos terroristas 

integrantes de la mencionada columna guerrillera, sin mencionar nada relacionado 

al rescate del fusil de una desmovilizada. 

 

 

En cuanto a lo supuesta condición de guerrillero del señor Infante Largo, se tiene 

que no registraba ningún antecedente penal y como se expuso, se comprobó que 

se desempeñaba como electricista.  

 

Obra en el proceso penal declaración de un desmovilizado de las FARC, quien 

afirmó que alias JJ, como supuestamente se identificó a Pedro Antonio Infante 



Largo, había sido dado de baja por el Ejército sin embargo no lo identifica con 

Infante Largo, ni lo reconoce en las fotografías que le exhibieron en la diligencia. 

 

Ahora bien, en relación con el presunto ataque a la tropa, una vez lanzaron la 

proclama de alto, se tiene que i) no figura en el expediente la prueba de absorción 

atómica de Infante Largo, sin embargo la de Yobanino Chocó Ararat resultó 

incompatible con residuos de disparo de mano; ii) no resultó lesionado ni muerto 

ningún militar; iii) el armamento supuestamente encontrado a la víctima era una 

escopeta, de la cual no hay prueba si fue disparada; iv) la señora Omaira 

Castrillón sostuvo de manera fundamentada que Infante Largo no llevaba 

armamento alguno; v) la mano en la que se encontró el arma de Pedro Antonio, 

tenía múltiples heridas y dos dedos fracturados, vi) algunos militares afirman que 

hubo disparos de fusil, otros que solo sintieron unos disparos de revólver pero no 

de fusil; vii) no hay ningún elemento demostrativo de presencia de personas 

adicionales a las víctimas en el lugar de los hechos.   

 

De otro lado, en el informe rendido por el laboratorio de balística obrante en 

la actuación penal, que puede ser apreciado en los términos señalados en 

las consideraciones previas, indica que, por lo menos el cuerpo de Chocó 

Ararat fue cambiado de posición toda vez que se concluye: “la posición del 

cuerpo hallada en la imagen digital 0220-03 del informe fotográfico, no es 

coincidente con la recepción de disparos de las posibles posiciones 2 y 3 del 

protocolo de necropsía del occiso” y en relación a Infante Largo se determinó 

que recibió disparos en posición de cubito dorsal o boca arriba.  

 

Finalmente, se resalta que, conforme a declaración del investigador del CTI 

que realizó el levantamiento de los cadáveres, esta diligencia se realizó en 

forma rápida oorque el Ejército advirtió la presencia de subversivos en la 

zona.  

 

Lo anterior permite a la Sala concluir que no existió el aducido enfrentamiento 

entre grupos al margen de la ley y el Ejército Nacional toda vez que: el señor 

Pedro Antonio Infante Largo se desplazaba en motocicleta; no tenía armamento al 

salir de la casa donde pernoctó, momentos antes de la ocurrencia de su muerte; 

no está demostrado que haya disparado un arma; le dispararon cuando se 

encontraba tendido en el piso, su extremidad superior derecha presentaba heridas 

y fracturas lo que dificultaba que hubiera manipulado un arma; no pertenecía a 

ningún grupo guerrillero, por el contrario, residía en Santander de Quilichao y se 

ganaba su sustento reparando electrodomésticos; no se demostró la presencia de 

otras personas en el lugar ni disparos o atentados contra la tropa.   

 



Conforme a lo anterior, para encuadrar la responsabilidad de las entidades 

demandadas se precisa establecer la base convencional y constitucional cuyos 

deberes positivos fueron distorsionados grave, seria y radicalmente por las “falsas 

acciones para el cumplimiento de los mandatos constitucionales” por miembros de 

las fuerzas militares, en este caso el Batallón de Ingenieros N. 3 “Agustín 

Codazzi”. 

 

Las fuerzas militares, especialmente el Ejército Nacional como parte del Estado 

está sometido a los fines esenciales del Estado señalados en el artículo 2, inciso 

primero de nuestra Constitución, esto es, a “servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución”, así como están llamadas a “defender la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 

pacífica y la vigencia de un orden justo”. 

 

Este primer mandato positivo tiene en el inciso segundo del mismo artículo 2 de la 

Carta Política una dimensión sustancial al establecer que autoridades como el 

Ejército Nacional “están instituidas para proteger a todas las personas residentes 

en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 

libertades”. 

 

Tales mandatos positivos permiten concretar lo consagrado en el artículo 1.1 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos según el cual los Estados partes 

en la misma [Colombia lo es e incorporó la misma Convención por ley 16 de 1972] 

“se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 

garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin discriminación alguna”. 

 

Un segundo mandato positivo se encuentra en lo establecido en el inciso segundo 

del artículo 217 de la Carta Política según el cual las “Fuerzas Militares tendrán 

como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la 

integridad del territorio nacional y del orden constitucional”. Y si son guardianas del 

orden constitucional debe entenderse que están llamadas en todas sus acciones a 

corresponderse con ese mínimo que permite dotar no sólo de legitimidad 

democrática, sino de estabilidad y vigencia a todo el sistema. 

 

No obstante, cuando hechos como los ocurridos el 18 de diciembre de 2007 en la 

vereda La Ventura del municipio de Timba, Cauca, se producen se contradice no 

sólo los mandatos convencionales y constitucionales, sino que se genera una 

ruptura con todo el orden constitucional al realizarse “falsas acciones para el 

cumplimiento de los mandatos constitucionales”. Y no puede invocarse, siguiera, 

que el “fin justifica los medios”, porque la garantía y defensa de los derechos y 

libertades en el marco del conflicto armado nunca puede avalar que los de ciertos 

ciudadanos colombianos puedan ser renunciables o revocables por la sencilla 

razón que debe lograrse objetivos militares, estratégicos o de posicionamiento 

respecto de aquellos que están en confrontación. Ni siquiera encuentra 



justificación en lo consagrado en el artículo 27.1 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, según la cual en “caso de guerra, de peligro público o de otra 

emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado parte, éste 

podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente 

limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas 

en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean 

incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional 

y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión u origen social”, a lo que cabe agregarse según el numeral 

segundo de la misma norma que no procede la suspensión de los derechos a la 

vida y a la integridad personal. 

 

Bajo el anterior contexto y teniendo en cuenta la igualdad material que debe 

tenerse en cuenta respecto de la víctima, la Sala considera que la muerte violenta 

de Pedro Antonio Infante Largo no encuadra siquiera en el supuesto de 

suspensión de garantías mencionada, ya que tratándose de una persona que hace 

parte de la población civil está bajo la cobertura del artículo 3 común a los 

Convenios de Ginebra de 1949 y del artículo 13 del Protocolo Adicional II a los 

Convenios de 1977, por lo que no habría lugar a suspensión alguna de los 

derechos de la víctima ya que las obligaciones que se desprenden de tales 

normas son de naturaleza positiva e incompatibles con cualquier renuncia o 

suspensión a la que sea sometida una persona. 

 

Con base en este contexto, la Sala aprecia los criterios que convencional, 

constitucional y jurisprudencialmente se han establecido para poder adecuar la 

responsabilidad por falla en el servicio de las entidades demandadas por la muerte 

violenta de Pedro Antonio Infante Largo ocurrida el 18 de diciembre de 2007 en la 

vereda la Ventura, municipio de Timba, Cauca: (1) se produjo en el marco de una 

orden de operaciones de la Compañía A del Batallón de Ingenieros N.3 “Coronel 

Agustín Codazzi” para neutralizar a una columna guerrillera; (2) las declaraciones 

de los miembros de las tropas que participaron en los hechos no permiten 

establecer con un mínimo de certeza que hubo un combate por las razones 

expuestas; (3) se reportaron los hechos por el comandante de la unidad militar, 

afirmando que había tenido un contacto, combate o enfrentamiento armado, 

siendo identificada la víctima como miembro de la guerrilla de las FARC y dada de 

baja en el presunto combate; (4) no se demostró la actividad ilícita de Infante 

Largo, o participación en algún grupo armado insurgente; (5) la escena de los 

hechos al parecer fue modificada y el levantamiento de cadáver, realizado horas 

después por el CTI, fue llevada a cabo de forma rápida, lo que razonable y 

ponderadamente pudo afectar la preservación de las pruebas existentes,  

 

De esta manera, la Sala de Subsección examinadas conjunta, armónica, 

contrastada y coherentemente, y en aplicación del principio de la sana crítica a 

todos los medios probatorios, y basada en las anteriores conclusiones, encuentra 

que el daño antijurídico es atribuible fáctica y jurídicamente a la Nación - Ministerio 

de Defensa - Ejército Nacional por la falla en el servicio que derivó en la muerte 

violenta de Pedro Antonio Infante Largo. 



 

La responsabilidad atribuida a la entidad demandada se concretó por falla en el 

servicio en virtud de la omisión e inactividad de la entidad demandada en el 

cumplimiento de los deberes positivos de protección de la dignidad humana, vida e 

integridad personal de la víctima, cuya primera manifestación se concreta en la 

garantía de protección y seguridad de las mismas como miembros de la población 

civil, especialmente por parte del Ejército Nacional, al haberse practicado sobre él 

su muerte de carácter ilegal y haciéndola parecer como una baja en combate. 

 

Con relación a lo anterior, la Sala de Sub-sección C debe reiterar que el alcance 

de la obligación de seguridad y protección de la población civil dentro del contexto 

constitucional, tiene su concreción en las expresas obligaciones positivas 

emanadas de los artículos 1 [protección de la dignidad humana], 2 [las autoridades 

están instituidas “para proteger a todas personas residentes en Colombia, en su 

vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades], 217, inciso 2º [“Las 

Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, al 

independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional”], de 

la Carta Política de 1991. Las que no se agotan, sino que se amplían por virtud del 

artículo 93 constitucional, de tal manera que cabe exigir como deberes positivos 

aquellos emanados de derecho internacional humanitario y del derecho 

internacional de los derechos humanos. Con otras palabras, las “falsas e ilegales 

acciones so pretexto del cumplimiento de los mandatos constitucionales” 

ejecutadas por miembros de las fuerzas militares como acción sistemática 

constituyen actos de lesa humanidad que comprometen al Estado y que violan 

tanto el sistema de derechos humanos, como el de derecho internacional 

humanitario y el orden constitucional interno. 

 

Se trata de afirmar la responsabilidad del Estado en la medida en que a la 

administración pública le es imputable al tener una “posición de garante 

institucional”, del que derivan los deberes jurídicos de protección consistentes en 

la precaución y prevención de los riesgos en los que se vean comprometidos los 

derechos humanos de los ciudadanos que se encuentran bajo su cuidado, tal 

como se consagra en las cláusulas constitucionales, y en las normas de derecho 

internacional humanitario y de los derechos humanos. Luego, sustancial para 

endilgar la responsabilidad es que se deduzca a quién competía el deber de 

corresponder su actividad, sus acciones y ejecuciones en todo su alcance con los 

mandatos convencionales y constitucionales, de modo tal que los “fines 

institucionales” no pueden sean contradictorios con aquellos seria y gravemente, 

justificando esto en una política, estrategia o programa sistemático destinado a 

identificar a miembros de la población civil como presuntos integrantes de grupos 

armado insurgentes, o de bandas criminales al servicio del narcotráfico. Con otras 

palabras, no se puede justificar el cumplimiento del deber de protección de los 

derechos y libertades, así como de la soberanía territorial del Estado vulnerando 

tanto los derechos humanos de personas de la población civil, como las 

obligaciones del derecho internacional humanitario, tal como ocurre en el caso en 

concreto, deformando, distorsionando y quebrantando los fines institucionales y 

funcionales, rompiendo con la procura sustancial de protección y la primacía de la 

defensa de “todos” los ciudadanos sin lugar a discriminación alguna, por su 



condición social, discapacidad, raza, situación de marginalidad, etc. Así mismo, 

debe ofrecerse la oportuna investigación cuando se han cometido actos de lesa 

humanidad como la muerte violenta producto de “falsas e ilegales acciones so 

pretexto del cumplimiento de los mandatos constitucionales” por miembros de las 

fuerzas militares, como la desplegada por las tropas en el presente caso. 

 

En la jurisprudencia se señaló que la posición de garante ya ha sido acogida en la 

jurisprudencia interamericana de derechos humanos afirmándose que la 

“atribución de responsabilidad al Estado por actos de particulares puede darse en 

casos en que el Estado incumple, por acción u omisión de sus agentes cuando se 

encuentren en posición de garantes, esas obligaciones erga omnes contenidas en 

los artículos (sic) 1.1 y 2 de la Convención […] La responsabilidad internacional de 

los Estados Partes es, en este sentido, objetiva o ‘absoluta’, teniendo presentes 

conjuntamente los dos deberes generales, estipulados en los artículos 1(1) y 2 de 

la Convención Americana”142. 

 

De acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia interamericana de Derechos 

Humanos, no puede construirse una cláusula general de responsabilidad en 

cabeza del Estado cuando se produce todo tipo de violaciones a los derechos 

humanos en su territorio, por lo tanto “tratándose de hechos de terceros que no 

han actuado en connivencia con la fuerza pública, y, en los cuáles no hay un 

hecho imputable a un agente estatal, la jurisprudencia internacional estructura la 

responsabilidad sobre la base de que se reúnan dos elementos: i) que el Estado 

incumpla con los deberes de diligencia que le son exigibles en la evitación de 

graves violaciones a los derechos humanos, y ii) que se trate de riesgos 

inminentes y cognoscibles. Es decir, que en esta estructura el fundamento de la 

responsabilidad no es objetivo y está basado en la ausencia de una prevención 

razonable a las graves violaciones a los derechos humanos. Por ende, si se 

presenta la violación a pesar de que el Estado ha adoptado medidas adecuadas, 

orientadas a impedir la vulneración, el hecho no le es imputable al Estado”143. Por 

el contrario, cuando se emplean las mismas medidas invocando la defensa de los 

derechos y libertades y la integridad de la soberanía, pero vulnerando los 

derechos humanos y violando el derecho internacional humanitario debe operar 

bajo el principio de proporcionalidad. 

 

                                                           
142 “[...] Es irrelevante la intención o motivación del agente que materialmente haya violado los 
derechos reconocidos por la Convención, hasta el punto que la infracción a la misma puede 
establecerse incluso si dicho agente no está individualmente identificado. En definitiva, de lo que se 
trata es de determinar si la violación a los derechos humanos resulta de la inobservancia por parte 
de un Estado de sus deberes de respetar y de garantizar dichos derechos, que le impone el 
artículo 1.1 de la Convención. (...) En conclusión es independiente de que el órgano o funcionario 
haya actuado en contravención de disposiciones del derecho interno o desbordado los límites de 
su propia competencia, puesto que es un principio de Derecho internacional que el Estado 
responde por los actos de sus agentes realizados al amparo de su carácter oficial y por las 
omisiones de los mismos aun si actúan fuera de los límites de su competencia o en violación del 
derecho interno”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de la Masacre de Mapiripan, 
párr 110, Caso de los 19 comerciantes párr 141. 
143 MONTEALEGRE LYNETT, Eduardo. “La responsabilidad del Estado por el hecho de terceros”, 
trabajo de investigación suministrado por el autor. 



En su momento, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 

“Velásquez Rodríguez”, estableció que la aplicación del estándar de diligencia 

llevó a constatar que el “Estado permitió que el acto se realizara sin tomar las 

medidas para prevenirlo”. Esto permite reconducir el régimen de responsabilidad 

del Estado hacia la inactividad como presupuesto sustancial, sustentado en la 

existencia de obligaciones positivas de prevención y protección, con las que se 

busca afirmar el concepto de “capacidad de actuar” del Estado ante la violación, 

amenaza o lesión de los derechos humanos, incumpliéndose de modo “omisivo 

puro” el deber de poner fin o impedir hechos o actos ajenos a su actuación que 

pueden provocar situaciones que como el desplazamiento forzado afecta los 

derechos de las personas. 

 

Con base en lo anterior, cabe advertir que no puede ofrecerse como única vía la 

aplicación de la posición de garante ya que cuando dicha violación se produce 

como consecuencia de la acción de “actores-no estatales”, se exige determinar 

que la situación fáctica existió y que respecto a ella se concretaron tres elementos: 

“i) los instrumentos de prevención utilizados; ii) la calidad de la respuesta y iii) la 

reacción del Estado ante tal conducta”144, que en términos del Comité de 

Derechos Humanos de Naciones Unidas se entiende como el estándar de 

diligencia exigible al Estado145. 

 

Todo lo anterior lleva a concluir a la Sala, bajo el principio de proporcionalidad, (1) 

que si la actividad u operación militar desplegada por los miembros de las tropas 

“Compañía A, del Batallón de Ingenieros N. 3 “Coronel Agustín Codazzi”, era 

idónea en correspondencia de las garantías de tutela eficaz y efectiva de los 

derechos, procurando y promocionando estos y su mejora respecto de otros 

ciudadanos sin perjudicar los de aquellos de la víctima; (2) que haya sido 

necesario adoptar tales medidas en la realización de la actividad u operación 

militar, en consideración de otras opciones o alternativas para lograr el cometido 

de dotar de seguridad y protección a la población de Timba, Cauca, respecto de 

los fenómenos de violencia, delincuencia y terrorismo por los grupos armados 

insurgentes o de las bandas criminales al servicio del narcotráfico en una 

determinada zona, sin vulnerar o afectar seria y gravemente los derechos y 

libertades al vincular anormal e indebidamente a la víctima Infante Largo a 

acciones no verificadas de estos grupos, con el agravante de haber sido sujeto a 

                                                           
144 MONTEALEGRE LYNETT, Eduardo. “La responsabilidad del Estado por el hecho de terceros”, 
trabajo de investigación suministrado por el autor. 
145 Comité de Derechos Humanos, Comentario General 31: Nature of the General Legal Obligations 
Imposed on States Parties to the Covenant, P 11, U.N. Doc. CCPR/C/21/Rev.1/ Add.13 (May 26, 
2004). Precisamente la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado: “Que el artículo 
1.1 de la Convención establece las obligaciones generales que tienen los Estados Parte de 
respetar los derechos y libertades en ella consagrados y de garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción. En consecuencia, independientemente de la 
existencia de medidas provisionales específicas, el Estado se encuentra especialmente obligado a 
garantizar los derechos de las personas en situación de riesgo y debe impulsar las investigaciones 
necesarias para esclarecer los hechos, seguidas de las consecuencias que la legislación pertinente 
establezca. Para tal investigación el Estado en cuestión debe realizar sus mejores esfuerzos para 
determinar todos los hechos que rodearon la amenaza y la forma o formas de expresión que tuvo; 
determinar si existe un patrón de amenazas en contra del beneficiario o del grupo o entidad a la 
que pertenece; determinar el objetivo o fin de la amenaza; determinar quién o quiénes están detrás 
de la amenaza, y de ser el caso sancionarlos”. Resolución CIDH 8 julio 2009. Medidas 
provisionales respecto de Guatemala, Caso Masacre Plan de Sánchez. 



una identificación con actividades ilícitas que son sustanciales no sólo para el 

sacrificio de su vida, sino también la afectación a su honor, honra y buen nombre 

como miembro de la población civil; y, que la restricción o limitación de las 

garantías, derechos y libertades debe redundar en una mayor garantía de aquellos 

de otras personas de la comunidad de la mencionada vereda, que se hayan visto 

sometidas a la vulneración de los suyos por razón de la exigencia de perturbación 

del orden público, seguridad y tutela de sus derechos, sin que se haya llegado a 

una certeza probatoria que la víctima era un agente de las mismas directa o 

indirectamente, quebrando el balance entre los ámbitos de prerrogativas y 

reduciendo toda esperanza de efectividad de los mismos por la víctima. 

 

A lo que se agrega, la sistematicidad que este caso, como otros que en esta Sala 

se discuten y que han sido objeto de cuestionamiento tanto por órganos de 

derecho internacional público, como por autoridades nacionales, lo que implica la 

obligación del Estado de impedir este tipo de política, estrategia o programa, que 

debe ser reconducido y armonizado a la protección convencional, constitucional y 

racional de los derechos, ya que la preservación del orden público y la 

materialización de la seguridad no puede implicar la seria y grave vulneración de 

los derechos humanos y la sustancial violación del derecho internacional 

humanitario de sujetos de la población como en el caso de Pedro Antonio Infante 

Largo. Así como no puede prohijarse, ni debe continuarse con actuaciones 

relacionadas con el deber de custodia que pesa en cabeza de las demandadas, o 

de cualquier otro organismo del Estado de custodiar el cadáver de personas que 

fallecen por actividades que se despliegan militarmente, y menos permitir que su 

ocultamiento, como ocurre en este caso, pueda inducir a impedir la verificación de 

otras serias vulneraciones, como puede ser que se haya sometido a la víctima a 

tortura, o a tratos crueles o inhumanos, o a irrespeto del cuerpo, etc., lo que 

deberá ser investigado rigurosamente tanto en sede de la jurisdicción ordinaria 

para establecer los responsables y los móviles, como por las instancias 

disciplinarias ordinaria y militar 

 

Con relación a lo anterior, la Sala de Sub-sección C encuentra que la protección 

de la población civil, no está reducido a los contornos de nuestra Carta Política, 

sino que se extiende a las cláusulas que en el derecho internacional público se 

consagran tanto en el ámbito internacional humanitario, como en el de la 

protección de los derechos humanos146 [como se indicó al comienzo del juicio de 

imputación]. La Sala respecto de la protección de la población civil, y 

singularmente de los derechos humanos de las ciudadanos con ocasión de 

masacres como situaciones de vulneraciones sistemáticas de derecho 

internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, 

tiene en cuenta en su base normativa la protección de la población civil147 se 

                                                           
146 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Pon. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
147 “En su <Informe del Milenio> (‘Nosotros los pueblos’. La función de las Naciones Unidas en el 
siglo XXI), el Secretario General de las Naciones Unidas KOFI A ANNAN advierte cómo las 
principales amenazas para la paz y la seguridad internacionales provienen hoy, más que de las 
agresiones externas, de los conflictos intraestatales, produciéndose numerosas víctimas en 
guerras civiles, campañas de depuración étnica y actos de genocidio en que se usan armas que se 
pueden adquirir fácilmente en el bazar mundial de los armamentos”. PEREZ GONZALEZ, Manuel. 
“Introducción; El derecho internacional humanitario frente a la violencia bélica: una apuesta por la 



encuentra en la Carta Política en los artículos 1, 2, 93 y 94, así como en los 

instrumentos jurídicos internacionales  que en consideración del bloque ampliado 

de constitucionalidad y a su ratificación son aplicables las normas de derecho 

internacional humanitario148.  

 

En ese sentido, se considera necesario “asegurar, en el plano internacional y en el 

plano interno, su efectiva aplicación. Sobre todo si se considera la naturaleza del 

Derecho internacional imperativo (ius cogens) que poseen en su mayor parte 

dichas normas, lo que se expresa, entre otras cosas, en el hecho de quedar 

sustraída su aplicación a la lógica de la reciprocidad –el respeto de ciertas normas 

humanitarias básicas no queda supeditado a que el adversario las respete por su 

parte- y en el hecho de generar obligaciones erga omnes, esto es, frente a todos, 

que en cuanto tales excluyen la posibilidad de prescindir de su acatamiento 

incluso si las personas protegidas manifestaran la intención de renunciar a los 

derechos correlativos a esas obligaciones”149.  

 

El Estado debe propiciar que el ejercicio de los derechos de los ciudadanos, 

genéricamente, o en sus especiales condiciones, no se considere riesgoso, de 

manera que tanto su actividad, su desplazamiento, como la defensa de los 

derechos no este sometido a un desbalance en las relaciones asimétricas150 

Estado-ciudadano, máxime cuando del segundo extremo se encuentran presuntos 

miembros de grupos armados insurgente, a quienes debe combatirse con toda la 

carga de la legitimidad democrática reconocida convencional, constitucional y 

legalmente, y no por medidas, vías y acciones de hecho, que sólo repercuten en la 

indispensable legitimidad democrática de la toda administración pública debe estar 

revestida en su accionar. Deber que tiene que interpretarse en aplicación del 

principio de proporcionalidad, de lo contrario podría suponer la exigencia ilimitada 

al Estado de salvaguardar la seguridad a toda costa, a cualquier coste y en todo 

momento, lo que excede la realidad material y la capacidad de los aparatos 

estatales151. En esta motivación resulta absolutamente contrario a los mandatos 

                                                                                                                                                                                 
humanidad en situaciones de conflicto”, en RODRIGUEZ – VILLASANTE, José Luis (Coord) 
Derecho internacional humanitario. Valencia, Tirant lo Blanch, 2002, pp.42 y 43. 
148 “(…) el Derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados se concibe en la 
actualidad como un vasto conjunto normativo que persigue controlar jurídicamente el fenómeno 
bélico –reglamentando los métodos y medios de combate, distinguiendo entre personas y bienes 
civiles y objetivos militares, protegiendo a las víctimas y a quienes las asistan-, con vistas a limitar 
en la mayor medida posible los ingentes males que el mismo causa a los seres humanos”. PEREZ 
GONZALEZ, Manuel. “Introducción; El derecho internacional humanitario frente a la violencia 
bélica: una apuesta por la humanidad en situaciones de conflicto”, en RODRIGUEZ – 
VILLASANTE, José Luis (Coord) Derecho internacional humanitario., ob., cit., p.45. 
149 PEREZ GONZALEZ, Manuel. “Introducción; El derecho internacional humanitario frente a la 
violencia bélica: una apuesta por la humanidad en situaciones de conflicto”, en RODRIGUEZ – 
VILLASANTE, José Luis (Coord) Derecho internacional humanitario., ob., cit., p.46. Puede verse 
Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Pon. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa. 
150 “La concepción de la igualdad entre el estado y el individuo no logra explicar ni la especial 
necesidad de justificación en que ha de legitimarse toda acción estatal, ni tampoco la pretensión de 
validez y eficacia a la que aspiran las decisiones de todo poder legítimamente constituido (…) El 
individuo actúa en el marco de una libertad jurídicamente constituida. El estado actúa en el ámbito 
de una competencia jurídicamente atribuida”. SCHMIDT-ASSMANN, Eberhard, La teoría general 
del derecho administrativo como sistema, Marcial Pons, INAP, Madrid, 2003, pp.21 y 22. 
151 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Pon. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 



de los artículos 2, 29, 229 de la Carta Política, 8 y 25 de la Convención Americana 

de Derechos Humanos, que las fuerzas y cuerpos del Estado adelanten 

procedimientos con el único objetivo de aniquilar, suprimir o exterminar al 

“enemigo”, ya que se trata de una doctrina totalmente contraria al derecho 

internacional de los derechos humanos, pero especialmente opuesta al derecho 

internacional humanitario si se aplica estrictamente el artículo 3 común a las 

Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo Adicional II de 1977 en sus artículos 

4 y 5. 

 

Adicionalmente, la Sala como juez de convencionalidad y contencioso 

administrativo y para la tutela de los derechos humanos y el respeto del derecho 

internacional humanitario, ordenara que el Estado examine si hechos como los 

ocurridos el 18 de diciembre de 2007 hacen parte de una práctica denominada 

“falsas e ilegales acciones so pretexto del cumplimiento de mandatos 

constitucionales” y siendo constitutivos de actos de lesa humanidad [al dirigirse 

contra la población civil en Cauca y otras zonas, y por su sistematicidad, que parte 

del amparo en estructuras militares organizadas y planificadas que se distorsionan 

o deforman de los fines esenciales que la Constitución les ha otorgado], deben 

corresponderse con la obligación positiva del Estado de investigar y establecer si 

se produjo la comisión de conductas que vulneraran el trato digno y humano, de 

tal forma que se cumpla con el mandato convencional y constitucional de la 

verdad, justicia y reparación152. 

 

Con base en los anteriores argumentos, razonamientos y justificaciones la Sala de 

Sub-sección revocará la sentencia de primera instancia, para en su lugar declarar 

la responsabilidad de las entidades demandadas por la falla en el servicio 

consistente en el despliegue de “falsas e ilegales acciones so pretexto del 

cumplimiento de mandatos constitucionales” por parte de los miembros de la 

Compañía A del Batallón de Ingenieros N.3 “Coronel Agustín Codazzi”, que 

produjo la muerte violenta de Pedro Antonio Infante Largo, el 18 de diciembre de 

2007 en la vereda La Ventura, del municipio de Timba, Cauca, en los términos de 

la presente providencia. 

 

Como consecuencia de lo anterior, se procederá a determinar los perjuicios y 

reparaciones integrales a que haya lugar.  

 

6. Reconocimiento y liquidación de los perjuicios. 

 

6.1. Reconocimiento y liquidación de los perjuicios inmateriales, en la 

modalidad de perjuicios morales. 

 

                                                           
152 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Pon. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 



En la demanda se solicitó el reconocimiento de los perjuicios inmateriales, en la 

modalidad de perjuicios morales, por la suma equivalente a mil [1000] salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, a favor de: 

 Jeremías Infante Álvarez (Padre) 

 María Nelly Largo Guapacha (madre) 

 Luz Adriana Infante Largo (hermana) 

 Samuel Nahum Infante Largo (hermano) 

 Alba Lucía Infante Álvarez (hermana)  

 Leidy Viviana Largo Guapacha (hermana) 

 Luis Alberto Infante Largo (hermana) 

 Oscar Andrés Alvarán Infante (sobrino) 

 Diego Alejandro Alvarán Infante (sobrino) 

 Camila Andrea Jaramillo Infante (sobrina) 

 

Se entiende por perjuicio moral la aflicción, dolor, angustia y los otros 

padecimientos que sufre la persona con ocasión del evento dañoso y que deben 

ser indemnizados en aplicación del principio general de reparación integral.  

 

En relación con este punto, se presume que cuando hay un daño antijurídico 

inferido a una persona éste genera dolor y aflicción entre sus parientes hasta el 

segundo grado de consanguinidad y primero civil, ya sean ascendientes, 

descendientes o colaterales153. 

 

Sobre los perjuicios morales en caso de muerte, la Sala en la providencia de 

agosto 28 de 2014, unificó su posición, así:  

 

“A fin de que en lo sucesivo, se indemnicen de manera semejante los perjuicios 

morales reclamados por la muerte de una persona, como en el presente caso, la 

Sala, a manera de complemento de lo decidido en la sentencia mencionada en el 

párrafo que antecede, decide unificar su jurisprudencia sobre el particular, a partir 

del establecimiento de cinco niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa 

del daño o causante y quienes acuden a la justicia en calidad de perjudicados o 

víctimas indirectas; así: 

 

Nivel 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y 

paterno – filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. 

                                                           
153 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de julio 17 de 1992, Rad 6750, C.P. Daniel 
Suárez Hernández.  



grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes o estables). A 

este nivel corresponde el tope indemnizatorio de 100 SMLMV154. 

 

Nivel 2. Se refiere a la relación afectiva propia del segundo grado de 

consanguinidad o civil (hermanos, abuelos y nietos). A este nivel corresponde una 

indemnización equivalente al 50% del tope indemnizatorio. 

 

Nivel 3. Abarca la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o 

civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 35% del tope 

indemnizatorio. 

 

Nivel 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de 

consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 

25% del tope indemnizatorio. 

 

Nivel 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). 

A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 15% del tope 

indemnizatorio. 

 

La siguiente tabla recoge lo expuesto: 

 

 

REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE MUERTE 

 NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5 

Regla 

general en 

el caso de 

muerte 

Relación 

afectiva 

conyugal 

y paterno 

– filial 

Relación 

afectiva del 2° 

de 

consanguinida

d o civil  

Relación 

afectiva del 3er 

de 

consanguinida

d o civil  

Relación 

afectiva del 

4° de 

consanguini

dad o civil. 

Relación 

afectiva 

no 

familiar 

(terceros 

damnifica

dos) 

Porcentaje  100% 50% 35% 25% 15% 

Equivalencia 

en salarios 

mínimos 

100 50 35 25 15 

 

 

                                                           
154 Consejo de Estado, Sección Tercera, rad 27709 C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 



Para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de 

los compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la 

relación afectiva. Para el nivel 5, deberá ser probada la relación afectiva``. 

 

Ahora bien, la Sala Plena de la Sección Tercera de 28 de agosto de 2014, en el 

expediente 32988, así como el Documento Final aprobado mediante Acta del 28 

de agosto de 2014 “Referentes para la reparación de perjuicios inmateriales”, 

determinó que “en casos excepcionales, como los de graves violaciones a los 

derechos humanos, entre otros, podrá otorgarse una indemnización mayor de la 

señalada en todos los eventos en los anteriores, cuando existan circunstancias 

debidamente probadas de una mayor intensidad y gravedad del daño moral sin 

que en tales casos el monto total de la indemnización pueda superar el triple de 

los montos indemnizatorios antes señalados. Este quantum deberá motivarse por 

el juez y ser proporcional a la intensidad del daño”. 

 

De las pruebas obrantes en el proceso, se encuentra acreditado el parentesco 

existente entre la víctima y sus padres Jeremías Infante Álvarez y María Nelly 

Largo Guapacha, de quien ya se determinó su debida legitimación en la causa por 

activa; así como sus hermanos Luz Adriana Infante Largo, Samuel Nahum Infante 

Largo, Alba Lucía Infante Álvarez, Leidy Viviana Largo Guapacha y Luis Alberto 

Infante Largo. 

 

Respecto a los sobrinos del señor Pedro Antonio, se encuentra acreditado el 

parentesco frente a Diego Alejandro Alvarán Infante, Camila Andrea Jaramillo 

Infante y Oscar Andrés Alvarán Infante, sin embargo, no se encuentra acreditada 

la aflicción por ellos sufrida en virtud de la muerte de su tío y la relación afectiva, la 

cual no se presume al encontrarse en el tercer nivel de cercanía afectiva, 

conforme a lo expuesto.  

 

Ahora bien, como se atribuyó responsabilidad del Estado  por las “falsas e ilegales 

acciones so pretexto del cumplimiento de mandatos constitucionales”, y en las 

especiales circunstancias en que ocurrió la muerte violenta de la víctima, la Sala 

considera procedente incrementar en el doble del porcentaje señalado como regla 

general para la indemnización por perjuicios morales, en atención a las graves, 

serias y sustanciales violaciones a los derechos humanos y al derecho 

internacional humanitario que se concretan en todos y cada uno de los familiares 

de Pedro Antonio Infante Largo. Luego, siguiendo las exigencias previstas en la 

unificación jurisprudencial se liquidará así este rubro indemnizatorio: 

 

Víctima Porcentaje SMLMV 

Jeremías Infante Álvarez (Padre) 100 % 

Incremento 100 

200 

 

María Nelly Largo Guapacha (madre) 100% 200 



 Incremento 100 

Luz Adriana Infante Largo (hermana) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

Samuel Nahum Infante Largo (hermano) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

Alba Lucía Infante Álvarez (hermana)  50% 

Incremento 50 

100 

Leidy Viviana Largo Guapacha (hermana) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

Luis Alberto Infante Largo (hermana) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

 

6.2. Medidas de reparación no pecuniarias por afectación relevante a bienes 

o derechos convencional o constitucionalmente amparados. 

 

Si bien estas medidas no fueron solicitadas en la demanda, la Sala de Sub-

sección al tener acreditadas las violaciones a los derechos humanos, y al derecho 

internacional humanitario producidas con ocasión de la muerte violenta de Pedro 

Antonio Infante Largo, considera procedente la adopción de medidas de 

reparación no pecuniarias por este concepto. 

 

Por la envergadura de las vulneraciones a los derechos humanos y al derecho 

internacional humanitario de la víctima, la Sala procede a examinar su posición 

como víctima en el sistema jurídico colombiano y en el régimen de responsabilidad 

patrimonial del Estado, para luego estudiar el alcance de las medidas de 

reparación no pecuniarias ordenadas por el a quo. 

 

6.2.1. La posición de la víctima en el conflicto armado. 

 

La Sala de Subsección resalta la posición de las víctimas en el moderno derecho 

de daños y hace sustancial su identificación, valoración y reconocimiento, más 

cuando se trata de personas que se han visto afectadas por el conflicto armado 

con las acciones, omisiones o inactividades estatales, o con las acciones de 

grupos armados insurgentes, o cualquier otro actor del mismo. 

 

La premisa inicial para abordar el tratamiento del régimen de responsabilidad del 

Estado parte de la lectura razonada del artículo 90 de la Carta Política, según la 

cual a la administración pública le es imputable el daño antijurídico que ocasiona. 

En la visión humanista del constitucionalismo contemporáneo, no hay duda que en 

la construcción del régimen de responsabilidad, la posición de la víctima adquirió 



una renovada relevancia, por el sentido de la justicia que las sociedades 

democráticas modernas exigen desde y hacia el individuo155. 

 

Pero el concepto de víctima en el marco de los conflictos armados o guerras no es 

reciente, su construcción se puede establecer en el primer tratado relacionado con 

“la protección de las víctimas militares de la guerra”, que se elaboró y firmó en 

Ginebra en 1864. Dicha definición inicial fue ampliada en la Haya en 1899, 

extendiéndose la protección como víctima a los miembros de las fuerzas armadas 

en el mar, los enfermos y las náufragos. Ya en 1929, el derecho de Ginebra hizo 

incorporar como víctimas a los prisioneros de guerra, que luego se consolidará 

con los Convenios de Ginebra de 1949. Sin duda, se trata de la configuración de 

todo un ámbito de protección jurídica para las víctimas de las guerras, sin 

distinción de su envergadura, y que se proyecta en la actualidad como una 

sistemática normativa que extiende su influencia no sólo en los ordenamientos 

internos, sino en el modelo de reconocimiento democrático del papel de 

ciudadanos que como los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad militar 

y policial de los Estados nunca han renunciado a sus derechos y libertades, por lo 

que también son objeto de protección como víctimas de las agresiones, ofensas o 

violaciones de las que sean objeto en desarrollo de un conflicto armado, para 

nuestro caso interno. 

 

A la anterior configuración se debe agregar la delimitación de los titulares de los 

derechos en el derecho internacional de los derechos humanos, donde lejos de 

ser afirmada una tesis reduccionista, desde la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas de 1948, se promueve que todo ser 

humano es titular de derechos, como sujeto e individuo reconocido 

democráticamente con una posición en la sociedad y el Estado. 

 

De acuerdo con estos elementos, la Sala comprende como víctima a todo sujeto, 

individuo o persona que sufre un menoscabo, violación o vulneración en el goce o 

disfrute de los derechos humanos consagrados en las normas convencionales y 

constitucionales, o que se afecta en sus garantías del derecho internacional 

humanitario156. No se trata de una definición cerrada, sino que es progresiva, 

                                                           
155 RAWLS, John, Justicia como equidad. Materiales para una teoría de la justicia, 2ª ed, 1ª reimp, 
Madrid, Tecnos, 2002, p.121. “[…] La capacidad para un sentido de la justicia es, pues, necesaria y 
suficiente para que el deber de justicia se deba a una persona, esto es, para que una persona sea 
considerada como ocupando una posición inicial de igual libertad. Esto significa que la conducta de 
uno en relación con ella tiene que estar regulada por los principios de la justicia, o expresado de 
forma más general, por los principios que personas racionales y autointeresadas podrían reconocer 
unas ante otras en una tal situación”. 
156 SALVIOLI, Fabián Omar, “Derecho, acceso, y rol de las víctimas, en el sistema interamericano 
de protección a los derechos humanos”, en VVAA, El futuro del sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos”, San José de Costa Rica, Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, 1997, pp.293 a 342. “[…] En el Derecho Internacional Contemporáneo, puede 
definirse, en principio, como víctima de una violación a los derechos humanos, a aquella que ha 
sufrido un menoscabo en el goce o disfrute de alguno de los derechos consagrados en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, debido a una acción u omisión imputable al 
Estado”. 



evolutiva y que debe armonizarse en atención al desdoblamiento de los derechos 

y garantías. Y guarda relación con la postura fijada por la jurisprudencia 

constitucional en la sentencia C-781 de 2012, que procura precisar el concepto 

desde el contexto del conflicto armado, considerando que se “se trata de víctimas 

del conflicto armado cuando los hechos acaecidos guardan una relación de 

conexidad suficiente con este. Desde esa perspectiva ha reconocido como hechos 

acaecidos en el marco del conflicto armado (i) los desplazamientos intraurbanos, 

(ii) el confinamiento de la población; (iii) la violencia sexual contra las mujeres; (iv) 

la violencia generalizada; (v) las amenazas provenientes de actores armados 

desmovilizados; (vi) las acciones legítimas del Estado; (vi) las actuaciones atípicas 

del Estado; (viii) los hechos atribuibles a bandas criminales; (ix) los hechos 

atribuibles a grupos armados no identificados, y (x) por grupos de seguridad 

privados, entre otros ejemplos. Si bien algunos de estos hechos también pueden 

ocurrir sin relación alguna con el conflicto armado, para determinar quiénes son 

víctimas por hechos ocurridos en el contexto del conflicto armado interno, la 

jurisprudencia ha señalado que es necesario examinar en cada caso concreto si 

existe una relación cercana y suficiente con el conflicto armado interno”157. 

 

En el moderno derecho administrativo, y en la construcción de la responsabilidad 

extracontractual del Estado lo relevante es la “víctima” y no la actividad del Estado, 

ya que prima la tutela de la dignidad humana, el respeto de los derechos 

constitucionalmente reconocidos, y de los derechos humanos. Su fundamento se 

encuentra en la interpretación sistemática del preámbulo, de los artículos 1, 2, 4, 

13 a 29, 90, 93 y 94 de la Carta Política, y en el ejercicio de un control de 

convencionalidad de las normas, que por virtud del bloque ampliado de 

constitucionalidad, exige del juez contencioso observar y sustentar el juicio de 

responsabilidad en los instrumentos jurídicos internacionales [Tratados, 

Convenios, Acuerdos, etc.] de protección de los derechos humanos158 y del 

                                                           
157 Corte Constitucional, sentencia C-781 de 10 de octubre de 2012. 
158 Al analizar el caso Cabrera García y Montiel contra México de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, Ferrer Mac-Gregor consideró: “La actuación de los órganos nacionales 
(incluidos los jueces), además de aplicar la normatividad que los rige en sede doméstica, tienen la 
obligación de seguir los lineamientos y pautas de aquellos pactos internacionales que el Estado, en 
uso de su soberanía, reconoció expresamente y cuyo compromiso internacional asumió. A su vez, 
la jurisdicción internacional debe valorar la legalidad de la detención a la luz de la normatividad 
interna, debido a que la propia Convención Americana remite a la legislación nacional para poder 
examinar la convencionalidad de los actos de las autoridades nacionales, ya que el artículo 7.2 del 
Pacto de San José remite a las “Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas” para poder resolver sobre la legalidad de la detención como parámetro 
de convencionalidad. Los jueces nacionales, por otra par- te, deben cumplir con los demás 
supuestos previstos en el propio artículo 7 para no violentar el derecho convencional a la libertad 
personal, debiendo atender de igual forma a la interpretación que la Corte IDH ha realizado de los 
supuestos previstos en dicho numeral”. FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. “Reflexiones sobre el 
control difuso de convencionalidad a la luz del caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México”, 
en Boletín Mexicano de Derecho Comparado. No.131, 2011, p.920. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso Almonacid Arellano contra Chile argumentó: “124. La Corte es 
consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están 



derecho internacional humanitario, bien sea que se encuentren incorporados por 

ley al ordenamiento jurídico nacional, o que su aplicación proceda con efecto 

directo atendiendo a su carácter de “ius cogens”. 

 

Esta visión, en la que el ordenamiento jurídico colombiano [y su jurisprudencia 

contencioso administrativa] está en el camino de consolidarse, responde al 

respeto de la cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho y al principio 

“pro homine”159, que tanto se promueve en los sistemas internacionales de 

protección de los derechos humanos160. Cabe, por lo tanto, examinar cada uno de 

los elementos con base en los cuales se construye el régimen de responsabilidad 

extracontractual del Estado, fundado en el artículo 90 de la Carta Política: el daño 

antijurídico, y la imputación161. 

 

                                                                                                                                                                                 
obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del 
aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su 
objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que 
aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta 
tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana”. Caso Almonacid Arellano vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006, serie C, núm. 154, párrs. 123 a 125. En tanto que 
en el caso Cabrera García y Montiel contra México la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
consideró: “Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente que las 
autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordena- miento jurídico. Pero cuando un Estado es parte de un tratado 
internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, también 
están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los 
jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos judiciales 
vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana”. Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Cabrera García y 
Montiel Flores vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
26 de noviembre de 2010, párrs. 12 a 22. 
159 En la jurisprudencia constitucional colombiana dicho principio se entiende como aquel que 
“impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus 
derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la 
dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos 
humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional. Este principio se 
deriva de los artículos 1º y 2º Superiores, en cuanto en ellos se consagra el respeto por la dignidad 
humana como fundamento del Estado social de Derecho, y como fin esencial del Estado la 
garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, así como la 
finalidad de las autoridades de la República en la protección de todas las personas en su vida, 
honra, bienes y demás derechos y libertades”. Corte Constitucional, sentencia T-191 de 2009. 
Puede verse también: Corte Constitucional, sentencias C-177 de 2001; C-148 de 2005; C-376 de 
2010. 
160 Principio que “impone que siempre habrá de preferirse la hermenéutica que resulte menos 
restrictiva de los derechos establecidos en ellos”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Opinión Consultiva OC-5/85 “La colegiación obligatoria de periodistas (artículos 13 y 29, 
Convención Americana de Derechos Humanos”, del 13 de noviembre de 1985. Serie A. No.5, 
párrafo 46. 
161 Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002; C-918 de 2002. 



La reparación como elemento de la estructuración de la responsabilidad 

patrimonial y administrativa del Estado se reconoce bien como derecho, bien como 

principio, o como simple interés jurídico. En el marco del Estado Social de 

Derecho, debe comprenderse que la reparación es un derecho que tiene en su 

contenido no sólo el resarcimiento económico, sino que debe procurar dejar 

indemne a la víctima, especialmente cuando se trata del restablecimiento de la 

afectación de los derechos o bienes jurídicos afectados con ocasión del daño 

antijurídico y su materialización en perjuicios. Dicha tendencia indica, sin lugar a 

dudas, que no puede reducirse su contenido a un valor económico, sino que cabe 

expresarlo en todas aquellas medidas u obligaciones de hacer que permitan 

restablecer, o, con otras palabras, dotar de las mínimas condiciones para un 

ejercicio pleno y eficaz de los derechos, como puede ser a la vida, a la integridad 

persona, a la propiedad, al honor, a la honra. 

 

Se trata de la afirmación de una dimensión de la reparación fundada en el principio 

“pro homine”, donde la víctima no puede ser simplemente compensada 

económicamente, sino que tiene que tratarse de recomponer, o crear las 

condiciones mínimas para un ejercicio eficaz de los derechos que por conexidad, o 

de manera directa, resultan vulnerados, ya que una simple cuantificación 

económica puede desvirtuar la naturaleza misma de la reparación y de su 

integralidad. 

 

68 Determinada la posición de la víctima y reivindicando que Pedro Antonio 

Infante Largo no sólo era un miembro de una familia, sino un ciudadano que 

debía tener garantizados todos sus derechos y libertades, sin discriminación 

alguna y bajo presupuestos de estricto respeto a su dignidad humana, y a quien 

terminó de excluir de cara a la sociedad con el señalamiento por parte de los 

miembros del Ejército Nacional como “guerrillero”, por lo que ante la gravedad 

cabe estudiar a la Sala la procedencia del reconocimiento de los perjuicios 

inmateriales, en la modalidad de afectación relevante a bienes o derecho 

convencional o constitucionalmente amparados. 

 

6.2.2. Reconocimiento de los perjuicios inmateriales, en la modalidad de 

afectación relevante a bienes o derechos convencional y 

constitucionalmente amparados. 

 

De acuerdo con la unificación jurisprudencial de 28 de agosto de 2014, de la Sala 

Plena de la Sección Tercera, este tipo de perjuicios se “reconocerá, aun [sic] de 

oficio”, procediendo “siempre y cuando se encuentre acreditada dentro del proceso 

su concreción y se precise su reparación integral. Se privilegia la compensación a 

través de medidas reparatorias no indemnizatorias a favor de la víctima directa y a 

su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a) permanente o 

estable y los parientes hasta el primer grado de consanguinidad, en atención a las 

relaciones de solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. Debe entenderse 

comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y 

aquellas denominadas de ‘crianza’”. 



 

A lo que se agrega que las “medidas de reparación integral operarán teniendo en 

cuenta la relevancia del caso y la gravedad de los hechos, todo con el propósito 

de reconocer la dignidad de las víctimas, reprobar las violaciones a los derechos 

humanos y concretar la garantía de verdad, justicia, reparación, no repetición y las 

demás definidas por el derecho internacional. Para el efecto, el juez, de manera 

oficiosa o a solicitud de parte, decretará las medidas que considere necesarias o 

coherentes con la magnitud de los hechos probados (Artículo 8.1 y 63.1 de la 

Convención Interamericana de Derechos Humanos)” [sic]. 

 

Para el proceso se encuentra demostrado que el daño antijurídico no sólo se 

concretó en los perjuicios morales reclamados por los familiares Pedro Antonio 

Infante Largo, sino también en la producción de perjuicios concretados en la 

vulneración de la dignidad humana, al haber sido asesinado de manera violenta, 

con absoluto desprecio por la humanidad, en total condición de indefensión y 

despojado de todo valor como ser humano. De igual forma, se vulneró el derecho 

a la familia, ya que fueron extraídos violentamente se sus núcleos con su muerte, 

como se les violó la oportunidad de constituir una propia. Y, finalmente, se vulneró 

el derecho al trabajo, ya que seguía siendo persona laboral, económica y 

productivamente activa, sin que esto lo hayan podido concretar con su muerte 

prematura. Así mismo, se afectó también una dimensión sustancial de sus 

derechos y garantías, al haber por su señalamiento como miembro de un grupo 

armado insurgente sometido a una revictimización y a una mayor marginación 

como persona en la sociedad. 

 

La Sala estudia si procede en el presente caso ordenar medidas de reparación no 

pecuniarias, teniendo en cuenta las circunstancias específicas del caso y las 

afectaciones a las que fue sometidos los bienes e intereses de Pedro Antonio 

Infante Largo, que generaron la violación de los artículos 1, 2, 11, 16 y 44 de la 

Carta Política, 1.1, 2, 4, 5, 17, 22 y 25 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, las normas del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de 

las Convenciones y Protocolos de Ginebra [normas de derecho internacional 

humanitario]. Así mismo, se observa que para la consideración de este tipo de 

medidas la base constitucional se desprende los artículos 90, 93 y 214, la base 

legal del artículo 16 de la ley 446 de 1998 y 63.1 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos. Adicionalmente, y para garantizar el derecho a la reparación 

integral de la víctima, se tiene en cuenta que debe ceder el fundamento procesal 

del principio de congruencia ante la primacía del principio sustancial de la 

“restitutio in integrum”, máxime cuando existe la vulneración del derecho 

internacional humanitario y de los derechos humanos, como quedó verificado con 

ocasión de los hechos ocurridos el 28 de marzo de 2007. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Sección Tercera, toda “reparación, parte de 

la necesidad de verificar la materialización de una lesión a un bien jurídico tutelado 

[daño antijurídico], o una violación a un derecho que, consecuencialmente, implica 

la concreción de un daño que, igualmente, debe ser valorado como antijurídico 

dado el origen del mismo [una violación a un postulado normativo preponderante]. 



Así las cosas, según lo expuesto, es posible arribar a las siguientes conclusiones 

lógicas: Toda violación a un derecho humano genera la obligación ineludible de 

reparar integralmente los daños derivados de dicho quebrantamiento. No todo 

daño antijurídico reparable (resarcible), tiene fundamento en una violación o 

desconocimiento a un derecho humano y, por lo tanto, si bien el perjuicio padecido 

deber ser reparado íntegramente, dicha situación no supone la adopción de 

medidas de justicia restaurativa. Como se aprecia, en la primera hipótesis, nos 

enfrentamos a una situación en la cual el operador judicial interno, dentro del 

marco de sus competencias, debe establecer en qué proporción puede contribuir a 

la reparación integral del daño sufrido, en tanto, en estos eventos, según los 

estándares normativos vigentes [ley 446 de 1998 y 975 de 2005], se debe procurar 

inicialmente por la restitutio in integrum [restablecimiento integral] del perjuicio y de 

la estructura del derecho trasgredido, para constatada la imposibilidad de efectuar 

la misma, abordar los medios adicionales de reparación como la indemnización, 

rehabilitación, satisfacción, medidas de no repetición y, adicionalmente el 

restablecimiento simbólico, entre otros aspectos. Debe colegirse, por lo tanto, que 

el principio de reparación integral, entendido éste como aquel precepto que orienta 

el resarcimiento de un daño, con el fin de que la persona que lo padezca sea 

llevada, al menos, a un punto cercano al que se encontraba antes de la ocurrencia 

del mismo, debe ser interpretado y aplicado de conformidad al tipo de daño 

producido, es decir, bien que se trate de uno derivado de la violación a un derecho 

humano, según el reconocimiento positivo del orden nacional e internacional, o 

que se refiera a la lesión de un bien o interés jurídico que no se relaciona con el 

sistema de derechos humanos. 

 

En esa perspectiva, la reparación integral en el ámbito de los derechos humanos 

supone, no sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan, 

naturalmente, de una violación a las garantías de la persona reconocidas 

internacionalmente, sino que también implica la búsqueda del restablecimiento del 

derecho vulnerado, motivo por el cual se adoptan una serie de medidas simbólicas 

y conmemorativas, que no propenden por la reparación de un daño [strictu sensu], 

sino por la restitución del núcleo esencial del derecho o derechos infringidos. Por 

el contrario, la reparación integral que opera en relación con los daños derivados 

de la lesión a un bien jurídico tutelado, diferente a un derecho humano, se 

relaciona, específicamente, con la posibilidad de indemnizar plenamente todos los 

perjuicios que la conducta vulnerante ha generado, sean éstos del orden material 

o inmaterial. Entonces, si bien en esta sede el juez no adopta medidas simbólicas, 

conmemorativas, de rehabilitación, o de no repetición, dicha circunstancia, per se, 

no supone que no se repare íntegramente el perjuicio. Como corolario de lo 

anterior, para la Sala, la reparación integral propende por el restablecimiento 

efectivo de un daño a un determinado derecho, bien o interés jurídico y, por lo 

tanto, en cada caso concreto, el operador judicial de la órbita nacional deberá 

verificar con qué potestades y facultades cuenta para obtener el resarcimiento del 

perjuicio, bien a través de medidas netamente indemnizatorias o, si los supuestos 

fácticos lo permiten [trasgresión de derechos humanos en sus diversas 

categorías], a través de la adopción de diferentes medidas o disposiciones”162. 

                                                           
162 Sentencia de 19 de octubre de 2007, expediente 29273ª. Ver de la Corte Permanente de 
Justicia Internacional, caso Factory of Chorzów, Merits, 1928, Series A, No. 17, Pág. 47. Citada por 
CRAWFORD, James “Los artículos de la Comisión de Derecho Internacional sobre 



 

Para el caso concreto, se demuestra la vulneración, en cabeza de Pedro Antonio 

Infante Largo, de la dignidad humana, del derecho a la familia y del derecho al 

trabajo.  

 

Acogiendo la jurisprudencia de la Sección Tercera, y en ejercicio del control de 

convencionalidad subjetivo, la Sala encuentra que procede ordenar y exhortar a 

las entidades demandadas al cumplimiento de “medidas de reparación no 

pecuniarias”, con el objeto de responder al “principio de indemnidad” y a la 

“restitutio in integrum”, que hacen parte de la reparación que se establece en la 

presente decisión:  

 

(1) La presente sentencia hace parte de la reparación integral, de modo que las 

partes en el proceso así deben entenderla. Como consecuencia de esto, copia 

auténtica de esta sentencia deberá ser remitida por la Secretaría de la Sección 

Tercera al Centro de Memoria Histórica, para así dar cumplimiento a lo 

consagrado en la ley 1424 de 2010, y se convierta en elemento configurador de la 

evidencia histórica del conflicto armado de Colombia. 

 

(2) Como la presente sentencia hace parte de la reparación integral, es obligación 

de la entidad demandada Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, la 

difusión y publicación de la misma por todos los medios de comunicación, 

electrónicos, documentales, redes sociales y páginas web, tanto de su parte 

motiva, como de su resolutiva, por un período ininterrumpido de un (1) año, 

contado a partir de la ejecutoria de la presente sentencia. 

 

(3) La realización, en cabeza del señor Ministro de la Defensa y el señor 

Comandante de las Fuerzas Militares, y del Comandante del Batallón de 

Ingenieros N. 3 “Cr. Agustín Codazzí”, de un acto público de reconocimiento de 

responsabilidad, petición de disculpas y reconocimiento a la memoria de Pedro 

Antonio Infante Largo, por los hechos acaecidos el 18 de diciembre de 2007 en 

la vereda La Ventura, del municipio de Timba, Cauca, en donde exalte su dignidad 

humana como miembro de la sociedad, a realizarse en la localidad de Santander 

de Quilichao, donde residía, con la presencia de toda la comunidad y de los 

miembros de las instituciones condenadas, debiéndose dar difusión por un medio 

masivo de comunicación nacional de dicho acto público. 

 

(4) Así mismo, y como garantía de no repetición el Ministerio de Defensa y el 

Ejército Nacional desde la ejecutoria de la presente sentencia, realizarán 

capacitaciones en todos los Comandos, Batallones, Unidades y patrullas militares 
                                                                                                                                                                                 
Responsabilidad Internacional del Estado”, Ed. Dykinson, Pág. 245; Corte Interamericana de 
Derechos Humanos - Caso de la Masacre de Puerto Bello (vs) Colombia, sentencia de 31 de enero 
de 2006; de la Corte Constitucional Sentencia T-563 de 2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
En igual sentido T- 227 de 1997 M.P. Alejandro Martinez Caballero, T-1094 de 2004 M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa y T-175 de 2005 M.P. Jaime Araujo Rentería. Corte Constitucional, 
sentencia T-188 de 2007, M.P. Álvaro Tafur Galvis 



en materia de procedimientos militares y policiales según los estándares 

convencionales y constitucionales, exigiéndose la difusión de ejemplares impresos 

de la Convención Americana de Derechos Humanos, de la Convención de 

Naciones Unidas sobre la desaparición forzada y de las Convenciones 

interamericanas sobre desaparición forzada y tortura, las cuales deben ser tenidas 

en cuenta en los manuales institucionales y operacionales, y su revisión periódica 

por los mandos militares, de manera que se pueda verificar que se está 

cumpliendo los estándares convencionales en todo el territorio nacional, y en 

especial en el Batallón de Ingenieros N. 3 “Cr. Agustín Codazzí”. Se obliga a 

estudiar esta sentencia en todos los cursos de formación y ascenso del Ejército 

Nacional. 

 

(5) Con el ánimo de cumplir los mandatos de los artículos 93 de la Carta Política y 

1.1., 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana se remite copia del expediente y la 

presente providencia a la Fiscalía General de la Nación- Fiscalía 71 especializada 

de la Unidad de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, de 

Santiago de Cali, con el fin de que continúe las investigaciones penales por los 

hechos ocurridos el 18 de diciembre de 2007 en la vereda La Ventura, del 

municipio de Timba, Cauca, y en dado caso, se pronuncie si procede su 

encuadramiento como un caso que merece la priorización en su trámite, en los 

términos de la Directiva No. 01, de 4 de octubre de 2012 [de la Fiscalía General de 

la Nación], para investigar a aquellos miembros de la Fuerza Pública que hayan 

participado en la comisión de presuntas violaciones de derechos humanos y de 

derecho internacional humanitario cometidas contra Pedro Antonio Infante 

Largo, y consistentes en: a) violación de la dignidad humana, b) violación del 

derecho a la familia, c) violación del derecho al trabajo, d) violaciones de las 

normas de los Convenios de Ginebra, e)) falsas e ilegales acciones so pretexto de 

cumplir mandatos constitucionales, etc., y todas aquellas que se desprendan de 

los hechos ocurridos el 18 de diciembre de 2007. 

 

(6) Con el ánimo de cumplir los mandatos de los artículos 93 de la Carta Política y 

1.1., 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana se remite copia del expediente y la 

presente providencia a la Procuraduría General de la Nación, Delegada 

Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos, con el fin de que abra las 

investigaciones disciplinarias por los hechos ocurridos el 18 de diciembre de 2007 

en vereda La Ventura, del municipio de Timba, Cauca, y se lleven hasta sus 

últimas consecuencias, revelando su avance en un período no superior a noventa 

[90] días por comunicación dirigida a esta Corporación, al Tribunal Administrativo 

del Cauca, a los familiares de la víctimas y a los medios de comunicación de 

circulación local y nacional. 

 

(7) Los familiares de Pedro Antonio Infante Largo son reconocidos como 

víctimas del conflicto armado, razón por la que se solicita a las instancias 

gubernamentales competentes incorporarlas y surtir los procedimientos 

consagrados en la ley 1448 de 2011. 

 



(8) Se exhorta para que en el término, improrrogable, de treinta (30) días la 

Defensoría del Pueblo informe de las investigaciones por la violación del derecho 

internacional humanitario y de los derechos humanos que se hayan adelantado 

por los hechos, y se ponga disposición por los medios de comunicación y 

circulación nacional. 

 

(9) Copia de esta providencia debe remitirse por la Secretaría de la Sección 

Tercera al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Agencia de Defensa Jurídica 

del Estado, para que estas entidades públicas en cumplimiento de los mandatos 

convencionales y convencionales la pongan en conocimiento de las siguientes 

instancias: (i) del Relator Especial para las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 

arbitrarias de las Naciones Unidas que elabore actualmente los informes de 

Colombia, para que se incorpore la información que comprende esta providencia; 

(ii) a la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

para que en su informe del país tenga en cuenta esta decisión judicial; (iii) a la 

Fiscalía de la Corte Penal Internacional para que conozca y tome en cuenta en 

sus informes del país esta decisión judicial; y, (iv) a la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos para que en su próximo informe tenga en cuenta esta 

sentencia. 

 

(10) De todo lo ordenado, las entidades demandadas deberán entregar al Tribunal 

de origen y a este despacho informes del cumplimiento dentro del año siguiente a 

la ejecutoria de la sentencia, con una periodicidad de treinta [30] días calendario y 

por escrito, de los que deberán las mencionadas entidades dar difusión por los 

canales de comunicación web, redes sociales, escrito y cualquier otro a nivel local 

y nacional. En caso de no remitirse el informe pertinente, se solicitara a la 

Procuraduría adelantar las averiguaciones de su competencia ante la orden dada 

por sentencia judicial y se adopten las decisiones a que haya lugar de orden 

disciplinario. 

 

7. Solicitudes de información 

 

A folios 220 y 224 del cuaderno principal, obran solicitudes del Comandante del 

Batallón de Ingenieros N. 3 “Cr. Agustín Codazzí”, sobre el estado del proceso, por 

tanto, se ordenará que por secretaría se suministre la información requerida.  

 

8. Costas. 

 

89 Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el 

artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de 

costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, 

ninguna procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas. 

 



En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República 

y por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO. Revocar la sentencia de 27 de agosto de 2015 proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cauca. 

 

SEGUNDO. Declarar la responsabilidad de la Nación – Ministerio de Defensa – 

Ejército Nacional por la falla en el servicio consistente en el despliegue de “falsas e 

ilegales acciones so pretexto del cumplimiento de mandatos constitucionales” por 

parte de los miembros de la Compañía A del Batallón de Ingenieros N.3 “Coronel 

Agustín Codazzi”, que produjo la muerte violenta de Pedro Antonio Infante Largo. 

 

TERCERO. Como consecuencia de lo anterior, condenar  a Nación – Ministerio de 

Defensa – Ejército Nacional, al pago de los perjuicios morales, así: 

 

Víctima Porcentaje SMLMV 

Jeremías Infante Álvarez (Padre) 100 % 

Incremento 100 

200 

 

María Nelly Largo Guapacha (madre) 

 

100% 

Incremento 100 

200 

Luz Adriana Infante Largo (hermana) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

Samuel Nahum Infante Largo (hermano) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

Alba Lucía Infante Álvarez (hermana)  50% 

Incremento 50 

100 

Leidy Viviana Largo Guapacha (hermana) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

Luis Alberto Infante Largo (hermana) 

 

50% 

Incremento 50 

100 

 

CUARTO: Condenar a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional al 

reconocimiento de perjuicios inmateriales, en la modalidad afectación relevante a 



bienes y derechos convencional y constitucionalmente amparados, conforme a lo 

cual se determina: 

 

(1) La presente sentencia hace parte de la reparación integral, de 
modo que las partes en el proceso así deben entenderla. Como 
consecuencia de esto, copia auténtica de esta sentencia deberá ser 
remitida por la Secretaría de la Sección Tercera al Centro de Memoria 
Histórica, para así dar cumplimiento a lo consagrado en la ley 1424 de 
2010, y se convierta en elemento configurador de la evidencia 
histórica del conflicto armado de Colombia. 

 

(2) Como la presente sentencia hace parte de la reparación integral, 
es obligación de la entidad demandada Nación - Ministerio de Defensa 
- Ejército Nacional, la difusión y publicación de la misma por todos los 
medios de comunicación, electrónicos, documentales, redes sociales y 
páginas web, tanto de su parte motiva, como de su resolutiva, por un 
período ininterrumpido de un (1) año, contado a partir de la ejecutoria 
de la presente sentencia. 

 

(3) La realización, en cabeza del señor Ministro de la Defensa y el 
señor Comandante de las Fuerzas Militares, y del Comandante del 
Batallón de Ingenieros N. 3 “Cr. Agustín Codazzí”, de un acto público 
de reconocimiento de responsabilidad, petición de disculpas y 
reconocimiento a la memoria de Pedro Antonio Infante Largo, por 
los hechos acaecidos el 18 de diciembre de 2007 en la vereda La 
Ventura, del municipio de Timba, Cauca, en donde exalte su dignidad 
humana como miembro de la sociedad, a realizarse en la localidad de 
Santander de Quilichao, donde residía, con la presencia de toda la 
comunidad y de los miembros de las instituciones condenadas, 
debiéndose dar difusión por un medio masivo de comunicación 
nacional de dicho acto público. 

 

(4) Así mismo, y como garantía de no repetición el Ministerio de 
Defensa y el Ejército Nacional desde la ejecutoria de la presente 
sentencia, realizarán capacitaciones en todos los Comandos, 
Batallones, Unidades y patrullas militares en materia de 
procedimientos militares y policiales según los estándares 
convencionales y constitucionales, exigiéndose la difusión de 
ejemplares impresos de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, de la Convención de Naciones Unidas sobre la 
desaparición forzada y de las Convenciones interamericanas sobre 
desaparición forzada y tortura, las cuales deben ser tenidas en cuenta 
en los manuales institucionales y operacionales, y su revisión 
periódica por los mandos militares, de manera que se pueda verificar 
que se está cumpliendo los estándares convencionales en todo el 
territorio nacional, y en especial en el Batallón de Ingenieros N. 3 “Cr. 
Agustín Codazzí”. Se obliga a estudiar esta sentencia en todos los 
cursos de formación y ascenso del Ejército Nacional. 

 



(5) Con el ánimo de cumplir los mandatos de los artículos 93 de la 
Carta Política y 1.1., 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana se remite 
copia del expediente y la presente providencia a la Fiscalía General de 
la Nación- Fiscalía 71 especializada de la Unidad de Derechos 
Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, de Santiago de 
Cali, con el fin de que continúe las investigaciones penales por los 
hechos ocurridos el 18 de diciembre de 2007 en la vereda La Ventura, 
del municipio de Timba, Cauca, y en dado caso, se pronuncie si 
procede su encuadramiento como un caso que merece la priorización 
en su trámite, en los términos de la Directiva No. 01, de 4 de octubre 
de 2012 [de la Fiscalía General de la Nación], para investigar a 
aquellos miembros de la Fuerza Pública que hayan participado en la 
comisión de presuntas violaciones de derechos humanos y de derecho 
internacional humanitario cometidas contra Pedro Antonio Infante 
Largo, y consistentes en: a) violación de la dignidad humana, b) 
violación del derecho a la familia, c) violación del derecho al trabajo, d) 
violaciones de las normas de los Convenios de Ginebra, e)) falsas e 
ilegales acciones so pretexto de cumplir mandatos constitucionales, 
etc., y todas aquellas que se desprendan de los hechos ocurridos el 
18 de diciembre de 2007. 

 

(6) Con el ánimo de cumplir los mandatos de los artículos 93 de la 
Carta Política y 1.1., 2, 8.1 y 25 de la Convención Americana se remite 
copia del expediente y la presente providencia a la Procuraduría 
General de la Nación, Delegada Disciplinaria para la Defensa de los 
Derechos Humanos, con el fin de que abra las investigaciones 
disciplinarias por los hechos ocurridos el 18 de diciembre de 2007 en 
vereda La Ventura, del municipio de Timba, Cauca, y se lleven hasta 
sus últimas consecuencias, revelando su avance en un período no 
superior a noventa [90] días por comunicación dirigida a esta 
Corporación, al Tribunal Administrativo del Cauca, a los familiares de 
la víctimas y a los medios de comunicación de circulación local y 
nacional. 

 

(7) Los familiares de Pedro Antonio Infante Largo son reconocidos 
como víctimas del conflicto armado, razón por la que se solicita a las 
instancias gubernamentales competentes incorporarlas y surtir los 
procedimientos consagrados en la ley 1448 de 2011. 

 

(8) Se exhorta para que en el término, improrrogable, de treinta (30) 
días la Defensoría del Pueblo informe de las investigaciones por la 
violación del derecho internacional humanitario y de los derechos 
humanos que se hayan adelantado por los hechos, y se ponga 
disposición por los medios de comunicación y circulación nacional. 

 

(9) Copia de esta providencia debe remitirse por la Secretaría de la 
Sección Tercera al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Agencia 
de Defensa Jurídica del Estado, para que estas entidades públicas en 
cumplimiento de los mandatos convencionales y convencionales la 
pongan en conocimiento de las siguientes instancias: (i) del Relator 



Especial para las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de 
las Naciones Unidas que elabore actualmente los informes de 
Colombia, para que se incorpore la información que comprende esta 
providencia; (ii) a la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos para que en su informe del país tenga en cuenta 
esta decisión judicial; (iii) a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional 
para que conozca y tome en cuenta en sus informes del país esta 
decisión judicial; y, (iv) a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos para que en su próximo informe tenga en cuenta esta 
sentencia. 

 

(10) De todo lo ordenado, las entidades demandadas deberán 
entregar al Tribunal de origen y a este despacho informes del 
cumplimiento dentro del año siguiente a la ejecutoria de la sentencia, 
con una periodicidad de treinta [30] días calendario y por escrito, de 
los que deberán las mencionadas entidades dar difusión por los 
canales de comunicación web, redes sociales, escrito y cualquier otro 
a nivel local y nacional. En caso de no remitirse el informe pertinente, 
se solicitara a la Procuraduría adelantar las averiguaciones de su 
competencia ante la orden dada por sentencia judicial y se adopten las 
decisiones a que haya lugar de orden disciplinario. 

 

QUINTO. Para el cumplimiento de esta sentencia expedir copias con destino a las 

partes, conforme a la ley procesal. Las copias destinadas a la parte actora serán 

entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando. 

 

SEXTO. Por secretaría suministrar la información requerida por el Comandante 

del Batallón de Ingenieros N. 3 “Cr. Agustín Codazzí”, sobre el estado del proceso. 

 

SÉPTIMO. Abstenerse de condenar en costas a la demandada. 

 

OCTAVO. Ejecutoriada esta providencia, devolver inmediatamente el expediente 

al Tribunal de origen. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE  

 

 

 

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
Presidente 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 

                                   Magistrado 
Aclaro voto 
 

 

 

 

 


